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- Se vota afirmativamente. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 26 de diciembre de 1990. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraor- 
dinaria, mañana jueves 27, a la hora 17, a fin de hacer cesar 
el receso y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Designación de la totalidad de los miembros de la 
Corte Electoral (artículo 324 de la Constitución de la 
República). 


2%) Designación de la totalidad de los miembros del Tri- 
bunal de Cuentas (artículo 208 de la Constitución de 
la República). 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Sergio Abreu, Ernesto 
Amorín Larrañaga, Mariano Arana, José Germán Araú- 
jo, Danilo Astori, Hugo Batalla, Walter Belvisi, Juan Car- 
los Blanco, Federico Bouza, Alberto Brause, Enrique Ca- 
denas Boix, Carlos Cassina, Carlos W. Cigliuti, Ignacio de 
Posadas Montero, Reinaldo Gargano, Bari González Mo- 
dernell, Dante Trurtia, Raumar Jude, José Korzeniak, Pa- 
blo Millor, Carlos Julio Pereyra, Jaime Pérez, Juan Car- 
los Raffo, Américo Ricaldoni, Alba Roballo, Walter Santo- 
ro, Jorge Silveira Zavala, Manuel Singlet, Omar Urioste, 
Alberto Zumarán y los señores representantes Guillermo 
Alvarez, Agapito Alvarez Viera, Juan Justo Amaro, Oscar 
Amorín Supparo, Néstor H. Andrade, Luis Alberto An- 
driolo, Marcelo Antonaccio, Raúl Arrillaga, Alejandro 
Atchugarry, Juan Carlos Ayala, Javier Barrios Ánza, Ma- 
ría Teresa Basso, José Bayardi, Carmen Beramendi, Car- 
los Bertacchi, Luis Batlle Bertolini, Thelman Borges, Fe- 
derico Bosch, Mario Cantón, Cayetano Capeche, Tabaré 
Caputi, Gonzalo Carámbula, Marcos Carámbula, Jorge 
Conde Montes de Oca, Hugo Cores, Jorge Coronel Nieto, 
Alberto Covriel, Luis A. Curbelo, Jorge Chápper, Guiller- 
mo Chifflet, Eber Da Rosa Vázquez, Daniel H. Delgado 
Siceo, José E, Díaz, Daniel Díaz Maynard, Miguel Dubra, 
Juan Etcheverry, Yamandú Fau, Otto Fernández, Hugo 
Ferrari, Juan Raúl Ferreira, Cartos M, Garat, Alem Gar- 
cía, Daniel García Pintos, Hugo A. Giupponi, Ramón Gua- 
dalupe, Antonio Guerra Caraballo, Juan Manuel Gutié- 
rrez, Felipe Haedo Harley, Luis Alberto Heber, Arturo 
Heber Fiillgraff, Luis A, Hierro López, Doreen Javier Iba- 
rra, Nereo Felipe Lateulade, Ramón Legnani, Oscar Len- 
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- Se resuelve pasar a intermedio hasta el día 20 
de marzo de 1991. 


zi, Héctor Lescano, León Lev, José Losada, Luis Eduardo 
Mallo, Ruben Martínez Huelmo, Abayubá Martorell Li- 
bran, Eden Melo Santa Marina, Rafael Michelmi, Néstor 
Moreira Graña, Antonio Morell, Francisco Ortiz, Alba E. 
Osores de Lanza, Agapo Luis Palomeque, Ramón Peretra 
Pabén, Heber Pinto, Ana Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis 
B. Pozzolo, Baltasar Prieto, Ricardo Recuero, Walter Ries- 
go, José A. Riaño, Ricardo Rocha Imaz, Ambrosio Rodrí- 
guez, Á. Francisco Rodríguez Camusso, Matilde Rodríguez 
de Gutiérrez, María Celia Rubio de Varacchi, Wilson Sa- 
nabria, Julio C. Sánchez Padilla, Rafael Sanseviero, Diana 
Saravia Olmos, Helios Sarthou, Aldorio Silveira, Juan 
Adolfo Singer, Heriberto Sosa Acosta, Guillermo Stirling, 
Nicolás Storace Montes, Héctor Martín Sturla, Pedro Suá- 
rez, Andrés Toriani, Jaime Mario Trobo, Roberto Vázquez 
Platero, Alejandro Zorrilla de San Martín. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Leopoldo 
Bruera y Ariel de la Sierra, y los señores representantes 
Wilson Craviotto, Luis Alberto Ferrizo, Humberto Gonzá- 
lez Perla, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, Gonzalo Pia- 
na Effinger, Sergio Previtali, Edison Sedarri Luaces, Car- 
los Suárez Lerena y Armando Tavares; con aviso el señor 
representante Heber Viré. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión, 


(Es la hora 20 y 44 minutos) 


-Se va a votar si sc levanta el receso a los efectos de 
considerar, en primer lugar, la designación de la totalidad de 
los miembros de la Conte Electoral y, en segundo término, la 
designación de la totalidad de los miembros del Tribunal de 
Cuentas, 


(Se vota:) 
-80 en 103. Afirmativa, 
Queda levantado el recoso, 


SEÑOR ARAUJO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ARAUJO. - Señor Presidente: al ingresar a Sala 
hemos contabilizado el número de señores senadores presentes 
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y no alcanzaba a dieciséis. Puede que en este momento los 
haya tras el anuncio de la Mesa, que fue sin duda erróneo, a 
pesar de la buena voluntad que debe haber habido. En ese 
momento, el número de señores senadores presentes era bas- 
tante inferior a dieciséis, por lo que se dio por levantado el 
receso en forma equivocada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa señala que no es su 
función contar el número de legisladores presentes. Esa tarea 
la cumple el personal asistente de Sala, que tiene experiencia 
y práctica en este tipo de situaciones, El personal de Sala me 
dijo por dos veces que había quórum, es decir, que estaba 
presente el número necesario de Senadores y Diputados. La 
Presidencia no puede afirmar que haya sido así porque no 
realizó tal conteo, ni le corresponde hacerlo. Si hubo error, en 
todo caso, no es imputable a la Presidencia. 


4) DESIGNACION DE LA TOTALIDAD DE LOS 
MIEMBROS DE LA CORTE ELECTORAL. (Artículo 
324 de la Constitución de la República). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se entra a considerar el asunto 
que figura en primer término del orden del día: “Designación 
de la totalidad de los miembros de la Corte Electoral (artículo 
324 de la Constitución de la República)”. 


Dése cuenta de un proyecto de resolución, presentado por 
los señores legisladores Bouza, Santoro, Blanco, Ricaldoni, 
Cigliuti, de Posadas y Sturla. 


Léase. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - La Asamblea Gencral resuelve 
que la disposición del inciso segundo del artículo N* 324 de la 
Constitución de la República debe interpretarse en el sentido 
de que las expresiones “lema más votado” y “lema que le siga 
en número de votos”, se refieren a los lemas presentados en la 
elección nacional en la que fue elegida la Asamblea General, 
y el orden referido de “lema más votado' y “lema que le siga 
en número de votos” es el alcanzado en dicha elección, esto 
es, el lema o partido que ha obtenido más votos, y el lema o 
partido que le ha seguido en número de votos en esa elección 
nacional”. 


-En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK, - Deseo consultar si los firmantes 
van a fundamentar este proyecto de resolución. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: dentro de la 
complejidad que puede asignarse a este tema, voy a tratar de 
ser lo más breve posible. 


El proyecto de resolución que algunos señores legisladores 
del Partido Colorado y del Partido Nacional hemos hecho 
llegar a la Mesa, y que está a consideración de la Asamblea 
General pretende, a nuestro juicio con total acierto, interpretar 
-dado que en los últimos tiempos, como es notorio, se ha 
cuestionado su alcance- el artículo 324 de la Constiticuón, 
referido a la designación de las autoridades de la Corte Elec- 
toral. 


Si nos sumergimos en la investigación de los antecedentes 
de la norma constitucional que regula el tema que nos ocupa, 
habremos de advertir que esta disposición viene siendo reite- 
rada desde la sanción de la Constiticuón de 1952. Pero para 
comprender realmente su alcance menester resulta, quizás, 
recordar lo que en torno a la designación de la Corte Electoral 


- se discutió a partir de la década del treinta. 


Cuando el Poder Legislativo de la época se abocó al estu- 
dio de lo que, en definitiva, habría de ser la Ley N* 9.645, del 
15 de enero de 1937, ya se pusieron de manifiesto puntos de 
vista políticos diferentes respecto de cuál debería ser el crite- 
rio rector -todavía se manejaba el lema simplemente con nor- 
mas de rango legal- y la discusión giraba básicamente entre 
tres sectores de opinión bien definidos. 


Por una parte, encontramos a quienes deseaban que la Cor- 
te Electoral, como órgano jurisdiccional en materia electoral, 
estuviera integrada exclusivamente con miembros neutrales. 
Por otra parte, existían sectores políticos que deseaban que, 
además, estuvieran formando parte de ese organismo, junto 
con los miembros neutrales, representantes partidarios electos 
por el Poder Legislativo mediante el sistema de la representa- 
ción proporcional. En tercer lugar, encontramos a quienes de- 
fendían la composición mixta de la Corte Electoral con miem- 
bros neutrales y con representantes partidarios, pero ya no 
electos por el sistema de la representación proporcional, dán- 
dole sitio a todos o a la mayor parte de los partidos políticos, 
sino a aquellos dos con mayor caudal electoral en la elección 
nacional previa al momento en el cual se eligieran las autori- 
dades. 


Vamos a tratar de demostrar que, finalmente, en 1952, 
cuando la solución es recogida por el texto constitucional, se 
consagra definitivamente una fórmula en virtud de la cual, 
junto con los cinco miembros neutrales, figurarían cuatro 
miembros con el carácter de delegados partidarios, con voz y 
con voto, dos electos por el lema más votado en la elección 
nacional anterior y dos por el lema que le siguiera en número 
de votos. A mi juicio, la discusión de la ley de 1937 resulta 
ilustrativa para demostrar por los senderos a través de los 
cuales fue transitando la preocupación política y las distintas 
posturas que en esta materia se fueron sosteniendo. 


200 -A.G. 


El Acta del 29 y 30 de diciembre de 1936 de la Cámara de 
Senadores registra el proyecto de ley que en definitiva habría 
de terminar siendo la Ley N” 9.645 aprobada, como decía al 
principio de mi exposición, en enero de 1937, El literal b) del 
artículo 1* establece textualmente lo siguiente: “Los miem- 
bros partidarios y sus respectivos suplentes serán elegidos por 
cada uno de los dos mayores sectores parlamentarios siempre 
que éstos, en conjunto, alcancen la mayoría absoluta del total 
de componentes de la Asamblea General...” En el informe 
correspondiente de este proyecto de ley se señalaba: “Las 
disposiciones del artículo 1% en sus dos incisos armonizan con 
las disposiciones constitucionales vigentes y las de la ley 
constitucional presentada simultáneamente con el proyecto 
que se informa”. 


El acta de la 2a. Junta Consultiva de los partidos del año 
1941 trae nuevamente un debate sobre el tema, por cuanto de 
lo que se trataba era de incorporar a la Constitución las nor- 
mas relativas a este tema. Así, en el Acta N* 8 de 5 de 
noviembre de 1941, el doctor Demichelli “...aceptó la inte- 
gración de la Corte Electoral con 5 neutrales, pero hizo notar, 
que, como régimen único era peligroso, pues.ese cuerpo debía 
ser integrado también con representantes de los partidos”. A 
continuación, el doctor Frugoni “sostuvo” -y también estoy 
leyendo textualmente- “que, además, podría establecerse para 
la integración de la Corte Electoral, el régimen de la repre- 
sentación proporcional”. Luego, el doctor Pittaluga “observó 
que la presentación de estas proposiciones podrían llegar a 
constituir un obstáculo para las gestiones que se vienen reali- 
zando en otro terreno sobre este mismo problema que requie- 
re, como es notorio, la colaboración legislativa del herreris- 
mo”. También estableció que “quizá fuese mucho más prácti- 
co, a los efectos de las gestiones que se realizan actualmente 
en el Parlamento, no tocar este tema en la Junta Consultiva” 
y, en consecuencia, se decidió “aplazar el estudio de las pro- 
posiciones hasta la próxima sesión”, según dice el Acta que 
estoy citando. Más adelante, el doctor Bado expresa que “si 
bien era exacta la circunstancia a que aludía el señor Martí- 
nez Trueba”, haciendo referencia a un tema lateral al que 
estoy mencionando, agrega: *...el hecho de que se repute inte- 
resante que los representantes de los partidos políticos lleven 
al seno de la Corte Electoral la información que conozcan y 
-si se quiere- hasta la inquietud de los mismos partidos, no 
exige que la integren al efecto de formar la voluntad del 
órgano y menos, tratándose de su actuación jurisdiccional. Lo 
único que debería concederse, entonces, sería que cada parti- 
do político llevara sus delegados, con voz, pero sin voto, 
desde que sólo se necesita lo primero para que queden satisfe- 
chos los propósitos que se persiguen”. Y agregaba: “...esa 
misma idea reclamaría un tratamiento igualitario para todos y 
cada uno de los partidos políticos. No sólo aquellos de gran 
volumen electoral, sino incluso los pequeños partidos ten- 
drían las mismas razones para hacer llegar a conocimiento de 
la Corte el conocimiento de las circunstancias que estimaran 
convenientes. En cambio, el proyecto” -decía Bado- “-limi- 
tando a cuatro los representantes partidarios- sólo favorecería, 
seguramente, a los dos partidos mayoritarios”, Reitero, criti- 
cando el proyecto, el doctor Bado estableció: “En cambio, el 
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proyecto -limitando a cuatro los representantes partidarios- 
sólo favorecería, seguramente, a los dos partidos mayorita- 
rios”. Más adelante, decía: “...el establecimiento de una Corte 
Electoral compuesta de siete titulares y dos suplentes para 
cada uno debiendo ser, unos y otros, ciudadanos que por su 
posición en la escena política, fueran suficiente garantía de 
neutralidad”. Luego, el doctor Juan Andrés Ramírez *“...recor- 
dó que tal era -precisamente- lo que su delegación había pro- 
puesto, con el agregado de que se eligiera por dos tercios de 
votos de la Asamblea General, resultando entonces los electos 
con un timbre de neutralidad aceptable por diferentes partidos 
políticos”. 


Tiempo después, en la misma sesión -y me parece impor- 
tante lo que voy a señalar- el doctor Demichelli “...recordó 
que el texto incorporado al proyecto había sido el resultado de 
una transacción entre las delegaciones que integran esta Junta, 
respondiendo entonces el doctor Bado que -en ese terreno- la 
máxima concesión sobre la que podría producirse el acuerdo 
por su parte, consistiría en la aceptación de delegados partida- 
rios, pero de todos los partidos; con voz, pero sin voto”. 


Luego el señor Martínez Trueba señaló que “...la represen- 
tación de los delegados de los partidos en la Corte Electoral es 
necesario, como ya tuvo oportunidad de demostrarlo anterior- 
mente, y en cuanto a los inconvenientes que se han señalado 
acerca del funcionamiento de este organismo, se originaron en 
la época en que la ley hizo prevalecer la opinión de esos 
representantes partidarios sobre el criterio de los ncutrales, 
situación que no podrá presentarse ahora, en caso de aplicarse 
el régimen a que se refiere este artículo, porque el número de 
neutrales será siempre superior al de los delegados de los 
partidos”. 


Y agrega el Acta: “Por su parte, el doctor Ramírez, apoyó 
la fórmula sugerida por el doctor Bado, y, finalmente, la Junta 
Consultiva decidió mantener el artículo tal como había sido 
aprobado en sesiones anteriores, dejándose constancia de las 
declaraciones formuladas por el doctor Bado”. 


En la sesión de la Junta Consultiva de noviembre de 1941, 
se presenta un proyecto que decía lo siguiente: “ARTICULO 
280, - La Corte Electoral se compondrá de cinco titulares y 
dos suplentes para cada uno, elegidos unos y otros por dos 
tercios de votos del total de la Asamblea General, y de cuatro 
titulares y dos suplentes para cada uno, elegidos por la Asam- 
blea, mediante listas de candidatos que se escrutarán por el 
sistema de la representación proporcional”, Reitero que esto 
corresponde al año 1941. Dice el Acta: “El Presidente, doctor 
Amézaga, interpretando las opiniones emitidas, sostuvo que 
podía arribarse a una solución intermedia, manteniéndose los 
5 miembros neutrales y dándole, además, intervención a cua- 
tro representantes de los partidos que integren la Asamblea 
General”. 


Finalmente, el Acta establece: “A continuación se produjo 
un debate dialogado sobre la conveniencia de mantener la 
representación de los partidos, en el que intervinicron los 
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miembros de todas las delegaciones, aprobándose, en definiti- 
va, por mayoría de votos, la fórmula propuesta por el doctor 
Ramírez, con el agregado sugerido por el Presidente doctor 
Amézaga, en el sentido de que la ley decidirá lo referente a la 
integración de la Corte con cuatro delegados de los partidos”. 
Y agrega: “La redacción del texto del artículo fue confiada al 
doctor Amézaga”. De allí, la fórmula constitucional acogida 
en 1942, 


Cuando se discute la Constitución de 1951, nuevamente se 
plantea la discusión respecto del criterio a adoptar en materia 
de integración de la Corte Electoral. Quizás, antes de ingresar 
en este tema, debiera recordar el texto correspondiente de la 
Constitución de 1942, 


El artículo 277 de la Constitución de 1942, luego de los 
antecedentes que acabo de mencionar, señalaba lo siguiente: 
“La Corte Electoral se compondrá de cinco titulares y dos 
suplentes para cada uno, debiendo ser unos y otros ciudadanos 
que, por su posición en la escena política, sean garantía de 
imparcialidad. La ley podrá aumentar a nueve el número de 
miembros de la Corte Electoral, integrando este organismo 
con cuatro representantes de los partidos, con voz y voto”. 


Quiere decir que el sistema de 1942 establecía preceptiva- 
mente la presencia de cinco titulares y dos suplentes, pero la 
ley -según lo disponía la Constitución- podía elevar a nueve el 
númcro de integrantes de la Corte, conformando este organis- 
mo con cuatro representantes de los partidos con voz y voto. 
Como se sabe, este sistema tuvo una consagración total con la 
Ley N*? 11.001 y, finalmente, cuando se procesa la reforma 
constitucional de 1952, nuevamente se plantea la misma dis- 
cusión surgida en los años 1937 y 1941: miembros neutrales 
sólo en la Corte Electoral, miembros neutrales y delegados 
partidarios y, en este caso, con las dos variantes que antes 
mencionaba de los dos partidos mayoritarios O de los partidos 
eligiendo a los delegados partidarios por el sistema de la re- 
presentación proporcional. Es obvio que la discusión no era 
meramente jurídica, sino también política. La solución ten- 
diente a establecer la representación proporcional de los 
miembros que no tuvieran el carácter de neutrales, permitía 
que todos, o la mayoría de los partidos políticos con represen- 
tación parlamentaria, pudieran tener un miembro, por lo me- 
nos, dentro de la Corte Electoral. Tal era el caso del Riveris- 
mo y del Nacionalismo Independiente, cuyos representantes 
tenazmente defendieron esta posición. Frente a ésa y a Otras 
reflexiones estaban quienes sostenían que debcrían ser aque- 
- Mos sectores políticos que tuvieran las dos mayores votaciones 
en la elección nacional. 


Al discutirse la Constitución de 1951, por ejemplo, el doc- 
tor Manini Ríos se manifiesta contrario a una integración de la 
Corte con delegados de los partidos. Y el doctor Chiarino deja 
constancia, también, de su oposición a ese artículo, así como 
el señor senador Gallinal. Cuando en el Acta N* 12 de 13 de 
setiembre de 1951 de la Comisión Especial de Reforma Cons- 
titucional se trata este tema, se puede leer la siguiente consi- 
deración: “Reiniciada la sesión, continúa discutiéndose el ar- 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.-201 


tículo trescientos catorce”. Es el actual artículo 324. Y conti- 
núa: “Hace uso de la palabra el señor Flores manifestando su 
desacuerdo con esta disposición que implica dar competencia 
privativa para juzgar las elecciones a la Corte Electoral. Agre- 
ga que si se planeara otra forma de integración, si se pudiese 
organizar una magistratura totalmente neutral, tal vez fuese 
útil otorgarle esa competencia. Recuerda que su sector insistió 
en reiteradas oportunidades en que se organizase una magis- 
tratura electoral neutral, pero chocó con otras opiniones que 
preferían que actuasen en ella delegados partidarios”. Y luego 
agrega algo que para mí es de suma importancia a efectos de 
ir entendiendo el artículo 324 de la Constitución actual. Prosi- 
gue diciendo el acta sobre las manifestaciones de Venancio 
Flores: “Dice luego que si se consagra el texto proyectado, la 
Corte estará prácticamente en manos de los dos partidos ma- 
yoritarios, que serán en definitiva los jueces de la elección de 
los legisladores de las minorías”. Y está de acuerdo con el 
doctor Beltrán en este punto. 


Más adelante, en esta sesión el señor Renán Rodríguez 
“Hace notar que si se presume que las mayorías se conducirán 


arbitrariamente, más que a esta disposición habría que temerle 


a la que permite la modificación de las leyes electorales por 
dos tercios de votos de la Asamblea General”. Y dice luego el 
acta: “Finalmente, se vota el artículo trescientos catorce, re- 
Sultando aprobado por once votos en quince”. Sin embargo, 
tiempo después, en la misma acta aparece la discusión final 
sobre este artículo, y allí se establece lo siguiente: “Una ma- 
yoría de catorce votos en dieciséis obtiene la fórmula sustitu- 
tiva del artículo trescientos veinticuatro que establece lo que 
sigue: "La Corte Electoral se compondrá de nueve titulares 
que tendrán doble número de suplentes. Cinco titulares y sus 
suplentes serán designados por la Asamblea General en reu- 
nión de ambas Cámaras por dos tercios de votos del total de 
sus componentes, debiendo ser ciudadanos que, por su posi- 
ción en la escena política, sean garantía de imparcialidad. Los 
cuatro titulares restantes, representantes de los partidos, serán 
elegidos por la Asamblea General, por el sistema de doble 
voto simultáneo, correspondiéndole dos a la lista mayoritaria 
del lema más votado y dos a la lista mayoritaria del lema que 
le siga en número de votos”. Luego de votarse este artículo, el 
doctor Solares deja constancia de que su sector político hu- 
biera preferido que los miembros partidarios de la Corte Elec- 
toral se elijan por el sistema de representación proporcional, 
dentro de los lemas partidarios”. Y en el informe del artículo 
324 se dice: “Se constitucionaliza la actual composición de la 
Corte Electoral”. 


He leído las críticas que se fueron haciendo a la postura 
tendiente a incluir en los textos constitucionales una represen- 
tación partidaria que recogiera solamente delegados de los dos 
lemas mayoritarios, para que se advierta que el tema consiste 
en cuál pudo ser la fórmula recogida en 1952, y que hoy está 
vigente en un artículo que lleva la misma numeración, el 
artículo 324, o sea cuál fue el alcance de la norma. Y más allá 
de lo que cada uno opine de la misma -que es otro tema- lo 
que le importa a la Asamblea General en el día de hoy -y de 
ahí la resolución que hemos presentado a la Mesa junto con 
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otros señores legisladores- es que este Cuerpo se pronuncie 
sobre los verdaderos propósitos de este artículo 324, Creo que 
fue el señor legislador Bouza quien en alguna oportunidad, en 
estos días, hizo referencia a los comentarios del doctor Justi- 
no Jiménez de Aréchaga sobre el artículo 324, De más está 
decir que es obvio lo que significó, y lo que significa aún 
hoy, el pensamiento y la obra del doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga dentro del campo del Derecho Constitucional. Tam- 
bién está de más recordar que el doctor Jiménez de Aréchaga 
discrepaba con la fórmula recogida por la Constitución de 
1952. Pero este catedrático, aun discrepando con aquella fór- 
mula, reconocía -como lo voy a demostrar ahora- cuáles eran 
los verdaderos alcances de este artículo 324. En el Tomo IV 
de sus apuntes referidos a la Constitución de 1952, en la 
página 140 y siguientes, bajo el subtítulo de “Neutrales y 
partidarios” -es decir, haciendo referencia obvia a la integra- 
ción mixta de la Corte Electoral- decía lo siguiente: “Obser- 
ven que estos cargos no son siquiera reservados a los lemas 
más votados, sino a la lista más votada de cada uno de los 
lemas más votados. Sigue advirtiéndose aquí la desconfianza 
respecto de la real unidad de esos grandes partidos. Si no se 
pensara en ella, será muy difícil explicar por qué en cargos 
que no son de ejecución, sino que son, fundamentalmente, de 
contralor, sólo se da entrada a candidatos que correspondan a 
las listas más votadas dentro de esos partidos”. 


Y más adelante agregaba: “La verdad es que ni los propios 
representantes de los grupos reformistas encontraron fuerza 
de persuasión y elocuencia bastantes como para defender esta 
regla de integración de la Corte Electoral. Me parece que, en 
el fondo de todos los espiritus, se albergaba la convicción de 
que mucho más serio habría sido constituir la Corte Electoral 
con neutrales, o establecer, a lo sumo, que a esa Corte de 
neutrales pudieran concurrir, sin voto, representantes de los 
partidos; y no necesariamente” -decía el doctor Jiménez de 
Aréchaga- “de sólo dos partidos; y no necesariamente de sólo 
las listas más votadas de esos partidos. Integrar la Corte Elec- 
toral, con poder de voto, con propagandistas políticos o con 
políticos militantes, y reclamar de ellos la serena ecuanimi- 
dad de los magistrados, es hacer un cálculo excesivamente 
optimista acerca de la condición humana. Nadie puede imagi- 
nar que quien baja de la tribuna política para vestir una toga 
de Juez electoral pueda ser un magistrado justo y sereno. Y, 
aunque lo sea, será muy difícil que se lo reconozca. No sólo 
es importante que los jueces sean justos y no hagan lugar a las 
pasiones; es igualmente importante que el pueblo esté con- 
vencido de que ello es así. Cierto es que los tres artículos 
siguientes, como lo veremos enseguida, tienden a moderar los 
inconvenientes de esta forma de integración de la Corte. Pare- 
cería que el esquema mental desde el que se ha trabajado en 
estos preceptos ha sido el siguiente: no está bicn que integre- 
mos la Corte con hombres de partido, pero como nos vemos 
obligados a aceptar esa mala solución, tratemos de disminuir, 
mediante un conjunto de artificios, los peligros que pueden 
derivar de ella”. 


Véase, señor Presidente que, más allá de la opinión crítica 
del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, lo que bajo modo 
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alguno puede estar en discusión es la inteligencia, la interpre- 
tación y los alcances de este artículo 324 de la Constitución. 
Lo dice de una manera muy clara el análisis del antecedente 
de la norma y también el doctor Jiménez de Aréchaga, pero 
creo que debemos mirar el tema desde otro ángulo. No hay 
ninguna duda que cuando la Constitución, en su artículo 324, 
hace referencia a lemas -y de ahí el respaldo constitucional de 
la moción que está en la Mesa- alude a partidos políticos, Por 
definición legal, según el artículo 9% de la ley de elecciones, 
lema es al denominación de un partido político. Por lo tanto, 
reitero que cuando la Constitución se refiere en su artículo 324 
al lema más votado y al que le sigue en número de votos mo 
puede estar refiriéndose a otra cosa que al partido más votado 
y al que le sigue en número de votos, y no a una coalición 
accidental de legisladores. 


Agrego que los cuatro miembros que se eligen por el siste- 
ma del doble voto simultáneo son representantes de los parti- 
dos y no de sectores parlamentarios, y para que estén Icgitima- 
dos para invocar esta representación deben ser propuestos y 
votados por los legisladores electos por los partidos que van a 
representar, y sólo por ellos. 


No es ésta, además, la única disposición constitucional que 
hace referencia al lema más votado. El artículo 104 de la 
Constitución, por ejemplo, establece que presidirá la Asam- 
blea General y la Cámara de Senadores “el primer titular de la 
lista de Senadores más votada del lema más votado”. La ter- 
minología de esta norma es idéntica a la del artículo 324, 
Entonces, no cabe ninguna duda que se refiere a la lista y al 
lema más votado en la elección nacional. Y el lema, en tanto 
denominación de un partido político, sólo puede ser acordado 
por la Corte Electoral. 


Por consiguiente, es ir contra la letra del artículo 324, y 
contra sus antecedentes, pensar que los cuatro titulares a que 
se refiere el inciso segundo de este artículo puedan ser desig- 
nados mediante la creación, a nivel de la Asamblea General, 
de un lema que no sea sinónimo de partido político. 


Reitero que todo conduce a afirmar que la lista mayoritaria 
del lema más votado y del lema que le sigue en número de 
votos significan lo que nuestra moción expresa, según se ha 
leído por Secretaría. 


Hay sin duda otro aspecto a considerar, con el que quiero 
finalizar mi exposición. Me he preguntado lo siguiente, y lo he 
dicho en estos días: si la Corte Electoral tiene una composi- 
ción mixta, de cinco delegados denominados neutrales, y de 
cuatro delegados o miembros denominados -no por la Consti- 
tución- partidarios; ¿cómo puede entenderse entonces que esos 
conceptos pudieran aplicarse a alguien elegido -de permitirlo 
la Carta- por más de un partido político? Si pudicra ser electo 
por más de un partido político -como se ha anunciado que es 
el propósito de algunos señores legisladores- ¿delegado pani- 
dario de qué partido político sería? ¿De cuál de los partidos 
electos por voto popular? No entiendo entonces qué tipo de 
delegado partidario podría ser el que no surje de la voluntad 
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de un partido político sino de la suma de partidos políticos 
que naturalmente tienen ideologías y políticas distintas y que, 
por lo tanto, son diferentes entre sí, Es difícil imaginarse 
cómo se podría compatibilizar eso con la composición de la 
Corte Electoral que, por una parte, reconoce miembros neutra- 
les y, por otro lado, delegados de los partidos políticos mayo- 
ritarios. Entonces, no podría ser ni neutral ni delegado parti- 
dario, porque si es un delegado o un miembro electo por más 
de un partido político y no forma parte de los neutrales a que 
reficre el primer inciso, sería una especie de miembro extra- 
partidario que no entraría ni siquiera en las hipótesis constitu- 
cionalmente previstas, y ello dejando de lado el tema inicial 
en cuanto a cuáles son los sectores políticos que tienen el 
derccho de presentar listas y de recibir votos para sus candida- 
tos, 


En suma, creo que constitucionalmente es clarísimo que a 
esta elección de los miembros de la Corte Electoral sólo pue- 
den concurrir listas que pertenezcan a los dos lemas con más 
votos en la última elección nacional. El lema a que se refiere 
el artículo 324 -y no es porque lo diga yo; resulta de las 
críticas que se hacían a la disposición constitucional votada, 
por parte de sectores políticos de menor representatividad par- 
lamentaria, es lo que decía el doctor Jiménez de Aréchaga: 
corresponden los delegados partidarios al primero y al segun- 
do de los partidos políticos de la última elección. Toda otra 
forma de interpretar la letra del artículo 324 significa -reitero- 
admitir que hay lemas que no son aquellos que menciona la 
Constitución, que serían los que pueden crearse en la Asam- 
blea General, al mero efecto de la elección de miembros de la 
Corte Electoral. 


No es eso lo que quiso el constituyente. Este tema es 
distinto al relativo a cuál sería la mejor solución para el país 
en vista de la realidad política actual; es otro tema que, segu- 
ramente, debería ser debatido en otra oportunidad. 


En definitiva, atento a estas justificaciones, pensamos que 
la Asamblea General habrá de acompañar la propuesta que ha 
llegado a la Mesa, con la cual existirán reglas de juego claras 
y definidas respecto de la elección que luego habremos de 
emprender. 


5) INTERMEDIO 


SEÑOR DIAZ. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR DIAZ. - Señor Presidente: en nombre de la banca- 
da del Frente Amplio solicitamos un intermedio de quince 
minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar. 


(Se vota:) 
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-84 en 86. Afirmativa. 

La Asamblea General pasa a intermedio, 

(Es la hora 21 y 27 minutos) 


6) DESIGNACION DE LA TOTALIDAD DE LOS 
MIEMBROS DE LA CORTE ELECTORAL, (Artículo 
324 de la Constitución de la República). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la sesión. 
(Es la hora 21 y 49 minutos) 

-Prosigue la consideración del asunto en debate. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: voy a comen- 
zar mi exposición refiriéndome, naturalmente, a algunas ca- 
racterísticas generales del proyecto de resolución que presen- 
taron varios señores legisladores y que el señor legislador 
Ricaldoni fundamentó hace unos instantes. 


En primer lugar, señalo como una característica muy lla- 
mativa de este proyecto de resolución, que se refiere exclusi- 
vamente a los llamados miembros partidarios de la Corte 
Electoral. Tratándose de un órgano cuyos integrantes se eligen 
en un solo acto -tanto los miembros conocidos popularmente 
como neutrales, como los miembros partidarios- no deja de 
ser llamativo que dicho proyecto se refiera exclusivamente a 
esta segunda categoría -digamos- de miembros de la Corte 
Electoral. 


En segundo término, aunque no es un tema que vaya a 
analizar en este momento, señalo que queda por ver -y en el 
curso de este debate seguramente habrá de ser analizado- si, 
conforme a lo que establece el numeral 20 del artículo 85 de 
la Constitución, que se refiere a la interpretación de la Carta, 
es posible que una resolución de la Asamblea General inter- 
prete la Constitución o si, en cambio, ello debe hacerse por 
ley formal, dado que ése numeral se remite específicamente a 
los artículos 256 y siguientes, que hacen referencia a la decla- 
ración de inconstitucionalidad de las leyes. Repito que ahora 
no voy a tratar este tema. 


En este momento, sí voy a realizar una exposición de 
hechos que son notorios y que han precedido a esta sesión de 
la Asamblea General, en la cual, como en todos los momentos 
de la vida institucional de un país, se contribuye a reforzar el 
Estado de Derecho o se conspira para deteriorarlo. El Estado 
de Derecho no es una noción cristalizada. Desde el siglo pasa- 
do, en que se acuñó esta expresión por Mohl y otros exponen- 
tes de la doctrina alemana, hasta la actualidad, los aportes 
para definirlo han sido muy ricos y uno de ellos es el que dice 
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que el Estado de Derecho no consiste simplemente en actuar 
conforme a reglas, sino en contribuir en forma cotidiana a que 
esas reglas se cumplan honestamente. También otro de los 
aportes muy enriquecedores del concepto de Estado de Derc- 
cho es el que lucha contra una noción, lamentablemente muy 
popularizada, que dice que en relación a todas las reglas jurí- 
dicas es posible manejar dos bibliotecas. Esta noción vulgar, 
popular, está reflejada en la clásica frase de Martín Fierro de 
que la ley es como el cuchillo: no corta a quien la maneja. Lo 
que se estaba insinuando con esta frase era que los que tienen 
el poder interpretan las normas, no técnicamente, sino según 
sus conveniencias. Entonces, creo que particularmente en esta 
sesión de la Asamblea General se está dilucidando una de 
esas coyunturas en las cuales se contribuye a fortalecer el 
Estado de Derecho o se conspira para que éste, de una manera 
insensible o sensible, se vaya deteriorando. 


(Apoyados) 


-Quiero explicar, con mucho respeto por todos los señores 
legisladores, pero también con mucha franqueza y firmeza, 
que los hechos que han precedido a esta sesión de la Asam- 
blea General son, sintéticamente expuestos, los siguientes. 


Efectivamente, el Frente Amplio y el Nuevo Espacio han 
hecho muchos esfuerzos por demostrar, a todos los niveles 
posibles, que no estaban reclamando la representación pro- 
porcional para la integración de la Corte Electoral porque, si 
lo hubieran hecho, juntos o separados, habrían solicitado un 
porcentaje. Ha quedado muy claro -así ha sido manifestado al 
señor Presidente de la República y al señor Vicepresidente de 
la República, que está aquí presente, presidiendo esta Asam- 
blea General- que de lo que se trataba era, concretamente, de 
que ambos partidos políticos tenían confianza en una persona 
para integrar la Corte Electoral. En realidad, tenían confianza 
en varias personas, pero bastaba que una sola la integrara para 
contribuir a tener una Corte Electoral apoyada por el cien por 
ciento de los legisladores, lo que, en términos algo mecánicos 
pero no del todo equivocados, suponía prácticamente toda la 
Opinión pública, en la teoría del régimen semidirecto o semi- 
rrepresentativo, que es el nuestro. Ésto además era bueno para 
el país, para esa Corte Electoral que se fuera a elegir y para el 
fortalecimiento del Estado de Derecho. 


En la noción de Derecho y en la de Estado también es 
muy conocido que además de reglas, de normas, de ese con- 
cepto normativista del Derecho, existe un elemento natural 
del Estado de Derecho que es la llamada coercibilidad. Cuan- 
do alguien no cumple una regla, existen aparatos de fuerza de 
los que dispone el Estado para que esas reglas se cumplan, 
aun contra la voluntad del obligado a cumplirlas, si han sido 
legítimamente aprobadas. 


Pero en los Estados de Derecho la fuerza mayor del dere- 
cho, señor Presidente, no radica en eso, porque si así fuera, un 
Estado que todos los días dictara reglas injustas pero que 
tuviera una enorme policía muy dura o un gran ejército que 
en lo interno actuara muy duramente, también sería un Estado 
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de Derecho. La fuerza más importante en el Estado de Dere- 
cho radica en la convicción de la comunidad de que esas 
reglas son aplicables, en que las instituciones actúan limpia- 
mente y no suscitan desconfianza en la población. 


Justamente, en este caso enfrentamos el momento de de- 
signar los integrantes de la Corte Electoral, que es un órgano 
juez, el órgano que juzga las elecciones, los actos de plebiscito 
y los actos de referéndum. Y esta materia no tiene política, 
señor Presidente, Este no es el mismo caso que la integración 
del Directorio de un Enie Autónomo, en donde dentro de cier- 
to marco jurídico se puede adoptar la política A), la B) o la C), 
y esto es lo que ha motivado que en más de una oportunidad el 
señor Presidente de la República haya dicho que no van a 
integrar los Directores quienes no compartan la filosofía eco- 
nómica del Gobierno. Si bien este me parece un criterio equi- 
vocado porque creo que es sano que por lo menos haya al- 
guien para controlar o mirar qué pasa, no lo considero inváli- 
do. Aunque no lo comparto, es un criterio que no está contra- 
riando ningún principio del Estado de Derecho. Pero acá esta- 
mos frente a un órgano como la Corte Electoral, en el cual 
todos sus miembros, los llamados neutrales y también los lla- 
mados partidarios, no toman decisiones políticas cuando juz- 
gan respecto a las elecciones, cuando actúan técnicamente en 
función jurisdiccional, Sea un miembro neutral o un miembro 
partidario debe decir lo que establece la ley o lo que surge de 
las matemáticas; si votaron cien, tiene que decir que lo hicie- 
ron cien y no ciento cinco, y si hay veinte mil muertos que 
deben ser eliminados del padrón, tiene que decir que hay tal 
cantidad de personas que no puede votar; sean miembros neu- 
trales o miembros partidarios eso no se puede decidir en un 
sentido o en otro. Felizmente esto no ha sido discutido en 
nuestro país. Es cierto que alguna vez se discutió si pueden 
revocarse los mandatos de los llamados miembros partidarios, 
que en realidad se llaman representantes de los partidos según 
lo establecido por el artículo 324 de la Constitución, cuando 
pierden la confianza de los partidos o de quienes los eligieron. 
Este tema sí ha sido discutido, pero no conozco ninguna opi- 
nión intelectualmente sana en el sentido de que un miembro 
partidario integrado a la Corte Electoral tiene derecho a votar 
al margen de lo que dice la ley y de la limpieza electoral, 
porque conviene a los intereses de su partido. 


De manera que esta es una característica muy importante a 
tener en cuenta cuando estamos hablando del momento políti- 
co que vive ahora esta Asamblea General. Y esta es una sim- 
ple descripción de los hechos: el Nuevo Espacio y el Frente 
Amplio intentaron, por todos los medios naturales posibles y a 
través de pacíficas y civilizadas conversaciones, que se enten- 
diera que era saludable para el Uruguay y para la confianza 
que debe merecer un organismo como la Corte Electoral que 
hubicra una persona que contara con el respaldo y la confianza 
de dos fuerzas políticas que en conjunto representan el 30% de 
los electores y que en la Asamblea General tienen exactamen- 
te el mismo número de legisladores que el Partido Colorado: 
39. Son hechos. Describo hechos, 


Pero, ¿qué fue lo que pasó? Este intento fue rechazado, en 
algunos momentos también en términos civilizados, Pero per- 
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mítaseme manifestar -no pretendo hacer alusiones políticas- 
que más de una vez fue rechazado por representantes del 
Partido Nacional con quienes se hablaba: “Los colorados no 
quieren ceder ningún cargo”; y cuando conversábamos con 
integrantes del Partido Colorado, lo rechazaban aduciendo: 
“Los blancos no quieren ceder ningún cargo”. Sin duda, estos 
también son hechos. Entonces, es válido que uno se pregunte 
qué es lo que estamos haciendo: ¿nombrando un órgano que 
va a ser un juez o repartiendo los cargos de un Órgano que va 
a hacer política? Creo que todos estamos de acuerdo en que lo 
que procuramos es designar un Órgano que va a ser juez y no 
repartir cargos; no estamos enfrentados a integrar organismos 
que actúen por conveniencia u Oportunidad, sino en función 
jurisdiccional y exclusivamente por razones de legalidad. Este 
es otro hecho. 


Entonces, después de haber agotado esa posibilidad hasta 
hace muy poquitos días -aunque seguiremos intentando tener 
éxito cn esta Asamblea General- fuimos a lo que considera- 
mos la posibilidad constitucional. Si parte de dos partidos, 
más O menos coincidentes con lo que se llama la Coinciden- 
cia, se niegan a aceptar que en la Corte Electoral haya alguien 
que tenga el respaldo del 30% de la población, vamos a pre- 
sentar la batalla electoral en la Asamblea General por los 
miembros partidarios. Es así que nació esta idea, señor Presi- 
dente, que está perfectamente fundada en la Constitución, 
como me propongo demostrarlo. Y no lo haré simplemente en 
base a adjetivos, en base a decir que está clarísimo y que es 
evidente, sino que también voy a utilizar argumentos de lógi- 
ca y de autoridad y voy a citar a prestigiosos autores, como el 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga, quien acaba de ser men- 
cionado por el señor legislador que me precedió en el uso de 
la palabra. Voy a demostrar que lo que establece la Constitu- 
ción en el artículo 324, refiriéndose a los miembros partida- 
rios, es que en esta Asamblea General hay que hacer una 
elección, una elección limpia, como deben serlo todas las 
elecciones, bien limpia, interpretándose las reglas con limpie- 
za y con técnica y después votando limpiamente. 


Si bien es cierto que son hechos públicos y notorios y que 
algunos legisladores lo admitieron expresamente -y esto lo 
señalo como otro hecho- cabe preguntarse si es cierto o no 
que algunos integrantes del Partido Colorado y del Partido 
Nacional manifestaron que iban a votar la lista del otro parti- 
do tradicional; algunos de ellos dijeron que eso era lo que 
iban a hacer. Y frente a esto me pregunto cómo es posible 
sostener simultáneamente que legisladores del Frente Amplio 
no puedan votar una lista que esté registrada en Secretaría 
bajo un lema permanente, como lo es el PGP -Partido por el 
Gobierno del Pueblo- o como podía haber sido el lema Frente 
Amplio, ¿Cuál es el obstáculo? ¿Dónde establece la Constitu- 
ción -como se ha dicho en la prensa- que las izquierdas para 
tener representación en la Corte Electoral necesitan una refor- 
ma constitucional? La Corte Electoral ha tenido entre los neu- 
trales, más de una vez, representantes que votaban a los parti- 
dos no tradicionales. Podríamos citar los casos respectivos, 
pero es innecesario, todos sabemos que esto es así. Y es otro 
hecho. 
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SEÑOR HIERRO LOPEZ. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Como creí intuir que el señor 
legislador Korzeniak en este momento de su alocución iba a 
realizar otros enfoques de carácter puramente jurídico, me 
permití interrumpirlo porque me parece conveniente hacer al- 
gunas reflexiones de índole estrictamente política, sin inten- 
ción alguna de molestarlo ni a €l ni a los partidos involucra- 
dos en lo que según sus palabras constituyen el 30% de la 
Asamblea General y representan a un importante sector políti- 
co e ideológico de la vida del país que, por lo tanto, merecería 
estar presente en la Corte Electoral. 


No voy a hacer referencia al fondo del asunto, si es conve- 
niente o no para la Nación; si es civilizatorio O no; si es o no 
de alto entendimiento político que haya representantes del 
PGP y del Frente Amplio en la Corte Electoral. Pero creo que 
cuando dos coaliciones se ponen de acuerdo para promover a 
un ciudadano a ese organismo es porque tienen identidades 
fundamentales como para animarse a hacer una propuesta que 
signifique llevar conjuntamente a un mismo candidato a tan 
alto tribunal de la República. Pienso que como se ha hablado 
de elecciones limpias, de procedimientos limpios, de formas 
limpias de proceder, sería bueno que la Asamblea y la opinión 
pública sepan si el PGP y el Frente Amplio han superado las 
discrepancias políticas e ideológicas que hace un año y medio 
los llevaron a una separación en la que se emplearon expresio- 
nes que todos recordamos, y que tenían que ver por ejemplo, 
con intolerancias, con los puños crispados y formas acusato- 
rias en la relación de estas fuerzas políticas. 


No tengo espíritu menor en esta cuestión, Por el contrario, 
creo que es muy importante y tengo el mayor de los espíritus 
para entenderla. Es muy posible que se nos pueda decir que 
aquellas discrepancias han sido superadas. En este caso, el 
argumento del señor legislador Korzeniak en este tramo sería 
absolutamente correcto. Si se nos dice que esas discrepancias 
-me parece que de abril del pasado año- están superadas, en- 
tonces, ello nos parece muy bien. Luego discutiremos los pro- 
cedimientos que la Asamblea debe aplicar, pero hasta ahora 
no sabemos si esa situación ha sido superada. Por lo menos, 
yo no tuve noticias al respecto. Posiblemente, en los últimos 
tiempos haya habido informaciones políticas que no he podido 
apreciar y que permitan asegurar que la intolerancia de un 
lado y otro ha desaparecido y, por lo tanto, dichos sectores 
están en condiciones de promover a un mismo candidato a la 
Corte Electoral. Si no fuera así, la argumentación del señor 
legislador Korzeniak es débil -lo digo con todo respeto para su 
formación jurídica y política- porque no podría creer que sec- 
tores otrora antagónicos, que tuvicron discusiones muy impor- 
tantes a propósito del concepto de democracia moderna y de 
los procedimientos políticos y electorales, que en estas mate- 
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rias se han acusado reiteradamente, puedan promover un can- 
didato común. Me parece que éstos no son temas menores 
como para que ello sucediera. Si se tratara de otro organismo 
de contralor administrativo, quizá pudiera ser posible que los 
sectores se pusieran de acuerdo. Pero en esto no ha habido 
cambios sustanciales en la vida política del país, la situación 
sigue como en abril de 1989, en cuyo caso no vería como 
aceptable la argumentación de que se trata de una minoría 
que representa a una identidad política que tiene derecho a 
integrar la Corte Electoral. 


Puede ser conveniente que el señor legislador Korzeniak 
brinde algunas explicaciones sobre este aspecto antes de in- 
gresar en las argumentaciones de índole jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Korzeniak. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor le- 
gislador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: voy a esforzarme 
por mantener el debate en el tema y en el tono con que lo 
encararon los señores legisladores Ricaldoni y Korzeniak y 
creo que así debemos hacerlo todos. 


La Constitución no establece en ninguna parte -y no se le 
puede hacer decir lo que no dice para favorecer conveniencias 
partidarias, circunstanciales o permanentes- que los lemas en 
función de los cuales se vota en la Asamblea General -reitero, 
en la Asamblea General- para elegir los miembros llamados 
partidarios deban suponer identidades ideológicas por parte 
de quienes sufragan por determinado lema o lista de un lema. 
Si fuera así en esta Sala no hay ningún lema que pueda ser 
votado en esas condiciones... 


(Apoyados. No apoyados) 


-... Ninguno, absolutamente ninguno. 


(¡Apoyados!) 


-Y todos sabemos que estoy diciendo la verdad; si alguien 
lo duda menciono las diferencias programáticas expuestas en 
la campaña electoral reciente, 


El tema no es el de las identidades ideológicas sino que se 
trata de entender -como venía exponiendo el señor legislador 
Korzeniak- qué es lo que elige la Asamblea General cuando 
designa los miembros de la Corte Electoral -los llamados 
neutrales, o los comúnmente denominados delegados partida- 
rios, que no son tales sino representantes de los partidos-: 
elige jueces. Y es perfectamente válido que en la Asamblea 
General, dos lemas decidan unirse -a pesar de sus diferencias 
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ideológicas- para elegir uno O más ciudadanos que, a su crite- 
rio, serán buenos jueces porque no se están repartiendo cargos 
políticos sino eligiendo jueces, que son los que deciden exclu- 
sivamente sobre todas las elecciones y consultas populares que 
se realizan en el país. Por lo tanto, la idea de que se necesitan 
identidades ideológicas para sufragar conjuntamente por una 
misma lista de candidatos en la elección de los representantes 
de los partidos en la Corte Electoral no tiene asidero ni en la 
norma constitucional ni tampoco tiene asidero político alguno. 


Agradezco al señor legislador Korzeniak la interrupción 
que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: pensaba refe- 
rirme a la intervención del señor legislador Hicrro López. Sin 
embargo, considero que las respuestas han sido bastante con- 
tundentes y las comparto íntegramente. A lo sumo podría decir 
que, a veces, en esa mezcla que uno hace de un tema concreto 
con reflexiones generales, entran hasta los temas deportivos. 
Siempre he tratado de encontrar la manera más sublime y 
exquisita de tirar al “outball” un tema, y la pregunta del señor 
legislador me ha dado un ejemplo muy ilustrativo y pintoresco 
al respecto. 


Continúo, señor Presidente. 


Hay otro elemento muy importante para el tema que esta- 
mos tratando que debemos tenerlo en cuenta. 


El tema planteado por esa resolución, que pretende soste- 
ner una interpretación -que demostraré que está equivocada- 
del artículo 324 de la Constitución, nunca se discutió. Lo que 
se discutió en el año 1947, en forma muy dura y apasionada, 
fue si un grupo de partidos, de minorías -como se les llamaba 
en aquel momento- podían coaligarse en una elección como la 
actual, bajo un lema accidental. Reitero: eso fue lo que se 
discutió en 1947, y no si podían votar unos a otros. Repito que 
se discutió si se podía formar un lema accidental, que es lo 
que nosotros pensamos hacer para esta elccción. Inclusive, 
recuerdo que habíamos conversado acerca de un nombre por 
una Corte Electoral cristalina, imparcial o de jueces, etcétera. 


Para evitar esa discusión que se dio en 1947, hicimos una 
cosa mucho más sencilla, que todos la conocen, y que la Se- 
cretaría ya tiene registrada: el PGP registró una lista de candi- 
datos. Sin embargo, en 1947 la discusión formal se planteó , 
acerca de si se podía presentar un lema accidental; pero se 
dijeron cosas muy interesantes sobre el fondo del asunto. Aun- 
que los señores legisladores consideren que la lectura de la 
versión taquigráfica puede ser un poco extensa, igualmente la 
voy a hacer. Voy a dar lectura a la intervención de una perso- 
na tan talentosa como limpia; legislador y abogado de nota, 
seguramente admirado por todos. Me estoy refiriendo al doc- 
tor Javier Barrios Amorín. En el Diario de Sesiones de las 
sesiones del 30 y 31 de diciembre de 1947 dijo Barrios Amo- 
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rín sobre la objeción que se realizó en aquella oportunidad al 
lema que habían presentado los blancos independientes, los 
comunistas, los socialistas y creo que los cívicos. Era una 
coalición bajo un lema accidental. Como me acota el señor 
legislador Cigliuti, efectivamente se trataba de otro sistema de 
votación. 


Aclaro que voy a leer estas palabras no porque resuelvan 
el tema de la interpretación del actual artículo 324 de la Cons- 
titución, porque no era ése el sistema de elección, sino porque 
corrobora muy acertadamente algunos conceptos que hc verti- 
do, aunque tal vez los presenté con una terminología más 
modema, vinculada al Estado de Derecho. 


Decía el doctor Barrios Amorín: “Considero que este pro- 
blema, es lo bastante claro como para no requerir largos dis- 
cursos. El señor senador Sánchez” -que había sostenido que 
era pertinente inclusive presentar un lema accidental- “lo 
planteó con toda precisión y claridad. Después, las largas di- 
sertaciones, han tendido algo así como un muro de humo tras 
el cual se obscurece o es difícil percibir la verdad. Es necesa- 
rio que la Cámara o que los legisladores, piensen un instante 
en lo que tiene en el fondo, en su contenido, este episodio 
parlamentario. Si llega a triunfar la tesis que conduciría a 
anular los sufragios emitidos por 24 legisladores en un acio 
eleccionario realizado dentro de la Asamblea General, los se- 
ñores legisladores y la opinión pública, deben saber que 
-actuándose así, en la esfera o en el campo de la arbitrariedad- 
se niega representación en el Poder Electoral a 150 mil ciuda- 
danos, representados en el Parlamento por los 24 legisladores 
que han emitido sus sufragios por la lista que no se validara:” 
-actualmente, si no me equivoco son casi seiscientos mil ciu- 
dadanos y 39 legisladores; pero cambiando las cifras, “mutatis 
mutandi”, como dicen los abogados, la situación es bastante 
similar- “ciento cincuenta mil ciudadanos, que estarán fuera 
de toda representación en el seno de la Corte Electoral -ape- 
nas 15, 20 6 30 mil votos, no sé cuántos, pero por ahí anda la 
cifra, menos que el batilismo-” -actualmente, el Partido Colo- 
rado con sus distintos sectores tiene treinta y nueve legislado- 
res, al igual que el Nuevo Espacio y el Frente Amplio- “que 
tendrá dos representantes, además de haber tenido participa- 
ción decisiva en la designación de los miembros neutrales de 
la Corte Electoral. Los partidos mayoritarios disfrutarán así 
del doble privilegio de ser ellos los que deciden los neutrales 
que van a dispensar justicia electoral, y ser también, los úni- 
cos, después, de tener la representación partidaria en el seno 
dc aquel organismo. Sépase, pues, que la interpretación que 
impugnamos, lleva en definitiva, a negar representación en el 
más alto Poder electoral,” -esta expresión Poder electoral es 
usada por muchos legisladores y doctrinas, como Echegoyen, 
por ejemplo, que también decía que la Corte Electoral era un 
Poder, pero ése es otro tema que no interesa ahora, además de 
no ser necesariamente compartible la naturaleza jurídica que 
se le atribuye a dicho organismo; lo que sí es cierto es que se 
trata de un Órgano que no tiene jerarca, que decide en sus 
actos de Juez y que no hay nadie que los pucda revocar- “a 
140 ó 150 mil ciudadanos, en nombre de quienes actúan los 
representantes de cuatro partidos políticos que han coincidido 
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en sus votos; y en segundo lugar, sépasc, señor Presidente, 
que esa solución, que en definitiva importaría anular -procedi- 
miento a mi juicio arbitrario- los votos a 24 legisladores, tan 
legisladores como lo son los de esos partidos mayoritarios, 
negándole el derecho de ingresar a la Corte Electoral a un 
eminente compatriota, el candidato triunfante, que es, a mi 
juicio, la más alta autoridad que en materia electoral tiene el 
país: estoy refiriéndome al doctor José Cremonessi”. 


Continuaba diciendo el doctor Barrios Amorín: “Estas dos 
circunstancias son, en definitiva, el fondo del problema, pero 
el aspecto legal del mismo creo que no puede dar para muchas 
disertaciones, porque estimo que el señor senador Sánchez dio 
el argumento definitivo. Agrego simplemente, éste: si fuera 
exacto que aquí sólo se puede votar en el acto de la clección, 
por el lema por el cual hemos sido electos, más valdría, para 
cumplir fielmente la Constitución, con suprimir la elección, 
porque entonces los partidos tendrían su justa representación, 
no librada al albur de un representante enfermo o alejado del 
recintó en la hora de votar. Cuando se ha querido que se vote, 
por algo €s; es porque no se quiere que se aplique estricta y 
absolutamente Ja representación de acuerdo al lema por el 
cual venimos a este Parlamento. En segundo lugar, también es 
argumento circunstancial, porque esto para mí no es lo defini- 
tivo, esta interpretación impide- por la vía del ejemplo que 
ponía el señor representante García Pintos- aplicar la repre- 
sentación proporcional integral en la Corte Electoral; y la ley 
que hace pocos días sc voló, manda que se aplique”. 

Era otro régimen electoral, como acotaba el señor legisla- 
dor Cigliuts. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: los que han estu- 
diado este tema saben muy bien que el origen de la disposi- 
ción legal en su fondo, el origen de este sistema de elección 
de la Corte, parte de la ley de lemas de 1937. El concepto 
arranca de allí. Y es sabido que el legislador citado por el 
señor legislador Korzeniak -naturalmente, siempre muy pre- 
sente en nuestro recuerdo, el doctor Javier Barrios Amorín- 
fue un tenaz opositor de la Ley de Lemas y de la forma en que 
se integraba la Corte. Pero debemos reconocer que el régimen 
a que se refería era distinto al que rige hoy, tal como lo 
señalaba cl señor legislador Korzcniak. 


De manctra que la opinión es muy válida -yo la conocía 
porque le oí expresarse sobre este tema muchas veces- pero 
arranca fundamentalmente de la crítica a la Ley de Lemas, la 
que estableció la seguridad de que los dos grandes lemas estu- 
vieran representados en la Corte Electoral, Que esté bien o 
mal es otra cosa, pero es un hecho objetivo que en la Ley de 
Lemas se consagró y que fuc recogido por la legislación pos- 
terior, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: antes de dar 
lectura a esta exposición del doctor Javier Barrios Amorín 
aclaré que el régimen electoral de la Corte en este momento 
era distinto, pero que me interesaba destacar la profundidad 
filosófica de su pensamiento, la idea de fondo de que no 
hubiera un sector grande de la población -en aquel momento 
era menor que ahora- que quedara sin representación en la 
Corte Electoral, y de que no hubiese un sector importante del 
Parlamento sin derecho a votar de la misma manera que los 
demás, 


Luego analizaré con mucho detalle el alcance del actual 
reégimen. Antes de eso, quiero recordar como episodio histó- 
rico que en esa Asamblea General de diciembre de 1947 -en 
la que el doctor Javier Barrios Amorín habló con la brillantez 
que lo caracterizaba- se llegó a votar y esa coalición que 
había presentado un lema accidental obtuvo un representante, 
Después de la votación, cuando se supo que esa coalición 
había obtenido un representante, la Asamblea General, por 
mayoría, adoptó una resolución interpretando que no podía 
haber lemas accidentales. 


Así anuló la elección. La persona elegida quedó fuera; su 
elección fue declarada nula. 


Ese hecho fue objeto de muchos comentarios periodísti- 
cos. Tengo aquí un artículo de un diario que era particular- 
mente leído, sobre todo por sus opiniones jurídicas, puesto 
que su director era nada menos que Juan Andrés Ramírez, un 
distinguido profesor de Derecho Constitucional y destacadísi- 
mo legislador. No estoy afirmando que lo que voy a leer lo 
haya dicho él, porque el artículo no está firmado, pero citaré 
una columna del diario “El Plata”, de un día después de esa 
sesión de la Asamblea General. El título es: “La Asamblea 
General Eligió Anoche la Nueva Corte Electoral”, y tiene un 
subtítulo muy interesante. Dice: “Las Minorías Fueron Des- 
pojadas del Cargo que Obtuvieron con sus Votos”. Y más 
adelante habla de la lista de las minorías, integrada por nacio- 
nalistas independientes, católicos, socialistas y comunistas, 
que obtuvo veinticuatro votos. Se refiere a la representación 
de esas minorías, y luego viene el comentario. Dice: “De 
acuerdo a las cifras de la votación, corresponden dos cargos 
al Partido Colorado, uno al herrcrismo y el cuarto a las mino- 
rías. Pero la mayoría batlli-herrerista impugna el escrutinio, 
sosteniendo que las minorías no tienen derccho a coaligarse, 
Esta tesis es sostenida por diversos legisladores batllistas y 
herreristas, que se defienden mutuamente. Los doctores Áma- 
dor Sánchez, Javier Barrios Amorín, Héctor Payssé Reyes, 
Eduardo Bottinelli y Salvador García Pintos sostienen, en 
cambio, con alegatos ilevantables y en forma brillantísima, el 
derecho de las minorías a votar unidas”. 


Luego de otro subtítulo “El Atentado”, continúa diciendo 
lo siguiente: “Finalmente, ya de madrugada, por 75 votos 
contra 20, la Asamblea quita el puesto que habían conquista- 
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do las minorías. Se proclama entonces electos, como miem- 
bros partidarios para la Corte Electoral, a los dos miembros 
batllistas y a los dos herreristas”. 


Tengo algunos otros artículos de la época, del mismo dia- 
rio “El Plata”, que he revisado con mucho cuidado porque hay 
algunos editoriales realmente estupendos sobre el tema. Pero 
los mencionaré en el momento adecuado del debate. 


Vamos a analizar el artículo 324, 
SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIJAK., - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: he escuchado con 
atención la minuciosa e interesante exposición que el señor 
senador Korzeniak viene realizando para defender su postura 
con respecto a la elección de los representantes de los partidos 
en la Corte Electoral. Con mucha prolijidad analizó el tema, e 
incluyó la lectura de las posiciones que sostuvieron en la 
Asamblea General, en 1947, el doctor Javier Barrios Amorín, 
el señor Amador Sánchez y otros distinguidos legisladores. 


Inclusive, llegó a lecr comentarios de carácter periodístico 
realizados por ciudadanos de gran nivel como el doctor Juan 
Andrés Ramírez, o artículos publicados en el diario que este 
distinguido ciudadano dirigía. 


Con los debidos respetos, reclamo al señor legislador Kor- 
zeniak que, siendo tan minucioso, proceda esta noche a hacer 
referencia a la exposición realizada por el doctor Martín Eche- 
goyen en aquella Asamblea General del año 1947, que fue 
magnífica desde el punto de vista jurídico-constitucional y 
electoral, más allá de las posiciones que posteriormente adop- 
tara. Me llama sobremanera la atención que el señor legislador 
Korzeniak, que es un intelectual, que es profesor de la Facul- 
tad de Derecho, que actúa siempre haciendo una referencia 
estricta y muy radical de los textos jurídicos y de los discur- 
sos, en el día de hoy cite exclusivamente a quienes sostuvieron 
una postura -que ahora coincide con la que él sostiene- y no 
haga referencia al doctor Echegoyen, que en aquel momento 
expuso con enorme brillo y suficiencia la posición contraria. 
Quiero reclamar que el señor legislador Korzeniak haga esa 
referencia -sabemos que tiene el conocimiento de lo que sostu- 
vo el doctor Echegoyen en ese entonces- porque de esa mane- 
ra nos ahorraríamos nuestra intervención. 


Pido excusas al señor legislador Korzeniak, pero en el caso 
de que por un olvido circunstancial hubiera omitido la referen- 
cia a la posición sostenida en aquella oportunidad por el doc- 
tor Echegoyen, me permitiría reclamársela, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Korzeniak. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: tengo en mi 
poder las expresiones siempre prolijas, desde el punto de vista 
jurídico, del doctor Echegoyen. Por otra parte, están transcri- 
las extensamente en el libro llamado “La Corte Electoral” 
-único que trata esta temática- que es una tesis escrita por el 
doctor Gros Espiell como profesor de derecho constitucional. 
Quiero decir que no me tomaría el atrevimiento de sustituir 
las posibilidades expositivas de legisladores tan brillantes 
como el señor legislador Santoro, sobre todo cuando él podría 
explicarnos con lujo de detalles la exposición del entonces 
señor senador Echegoyen que, efectivamente, fue contraria a 
la del doctor Barrios Amorín y al punto de vista sustentado 
por el doctor Juan Andrés Ramírez en el diario “El Plata”. 


Además, debo señalar que la razón por la cual no he leído 
las páginas en las cuales el doctor Echegoyen defendió la tesis 
de que no podía ser un lema accidental el que uniera a un 
grupo de legisladores para votar -ése fue el centro medular de 
su posición- no vendría para nada a cuento, porque en esta 
Asamblea General se ha presentado una lista de candidatos a 
la Corte Electoral en un lema permanente y no accidental. 
Este tema ya lo aclaré reiteradas veces y esa discusión no es 
la que está en juego ahora. Por esa razón, me parecía que no 
tenía necesidad de leer la exposición del doctor Echegoyen 
pero, si el señor legislador Santoro lo solicita, con mucho 
gusto lo puedo hacer en el momento que tratemos el concepto 
de lema. 


Ahora vamos a interpretar el artículo 324 de la Constitu- 
ción, de acuerdo con las reglas que existen para realizar esta 
tarea, ya que esto no puede hacerse según el gusto de cada 
uno. Sería interesante tener en cuenta -aunque sea obvio, por- 
que seguramente todos los señores legisladores conocen el 
artículo y lo tienen a la vista- que este artículo consta de dos 
partes. La primera se refiere a cinco miembros, a los que no 
llama neutrales -tema muy trabajado en Uruguay, tanto en el 
ámbito parlamentario como en el puramente académico- y 
dice que deben ser personas “que, por su posición en la escena 
política, sean una garantía de imparcialidad”. Concretamente, 
la primcra parte del artículo 324 de la Constitución expresa: 
“La Corte Electoral se compondrá de nueve titulares que ten- 
drán doble número de suplentes. Cinco titulares y sus suplen- 
tes serán designados por la Asambiea General en reunión de 
ambas Cámaras por dos tercios de votos del total de sus com- 
ponentes, debiendo ser ciudadanos que, por su posición en la 
escena política, sean una garantía de imparcialidad”. ¿Qué 
significa esto? Que aunque popularmente se les llame neutra- 
les, no tienen por que ser personas que no pertenezcan a un 
partido político. Efectivamente, pueden pertenecer a un parti- 
do político, pero hay dos condiciones para que puedan inte- 
grar la Corte Electoral: una, que sean garantía de imparciali- 
dad -se refiere a la valoración personal, porque son jueces y 
deben actuar como tales- y otra relativa al aspecto instrumen- 
tal. Por lo tanto, no simplemente deben ser garantía de impar- 
cialidad, porque se trate de gente honorable a la que todo el 
mundo le reconozca esa honorabilidad, sino garantía de im- 
parcialidad por su posición en la escena política. No tengo 
dudas de que cualquiera de los ciento treinta miembros de esta 
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Asamblea General -y no quiero dar ejemplos, porque me atre- 
vería a nombrar a cualquiera de ellos- podría ser una garantía 
de imparcialidad en la Corte Electoral. Sin embargo, por Su 
posición en la escena política -como dicen todos los autores 
que han tratado este tema: los doctores Gros Espiell, Justino 
Jiménez de Aréchaga y Martín Echegoyen- tienen que ser 
personas que no estén en la militancia política apasionada 
sino que, de algún modo, “por su posición en la escena políti- 
ca,” -como dice la Constitución- “sean garantía de imparciali- 
dad”. Por lo tanto, no alcanza con que confiemos en ellas. Me 
pregunto si en la Constitución hay algo de lo que pueda infe- 
rirse que en el Nuevo Espacio o en el Frente Amplio no hay 
personas que “por su posición en la escena política, sean ga- 
rantía de imparcialidad”. ¿O es que hubo un acuerdo para 
repartir los cinco cargos entre dos partidos? Digo que la alter- 
nativa es esa porque, bajo fórmulas similares, históricamente 
la Corte Electoral tuvo miembros pertenecientes a partidos 
que no fueron el Partido Nacional ni el Partido Colorado. 


El Nuevo Espacio y el Frente Amplio han presentado una 
lista y han intentado que como neutral vaya una persona que, 
efectivamente, no está en la vida política activa desde hace un 
buen tiempo -como todo el mundo lo sabe- y no es necesaria 
la demostración; como se diría en el derecho común, es un 
hecho público y notorio. En cambio, en el acuerdo se han 
elegido personas -lo digo con toda franqueza y sin dudar en 
absoluto de que son garantía de imparcialidad y espero que 
todo el mundo así lo crea y quiera- pero no por su posición en 
la escena política. Esto último significa ponerse de acuerdo en 
personas -y no niego los acuerdos que se hagan- que no ten- 
gan una posición demasiado militante. Así lo establece la 
Constitución porque, de lo contrario, tendríamos que violentar 
una de las reglas de interpretación más clementales, esto €s, 
hacer de cuenta que la frase “por su posición en la escena 
política” no está, y cualquiera sabe que una regla de interpre- 
tación elemental es que nunca el intérprete puede entender 
que hay una frase no puesta o que figura por error. Este es el 
tema de los popularmente llamados neutrales, donde se ha 
entendido que el Nuevo Espacio y el Frente Amplio no pue- 
den participar con una persona que cuente con el respaldo de 
ambos lemas. 


La segunda parte del artículo 324 se refiere a los cuatro ti- 
tulares restantes, a los que califica de “representantes de los 
Partidos”. Dice que “serán elegidos por la Asamblea Gene- 
ral”, y para ello ha sido convocado este Cuerpo. Reitero, “ele- 
gidos por la Asambica General” y no por el Partido Nacional 
ni por el Partido Colorado. Son elegidos por un sistema que 
no ha sido inventado en nuestro país -como se dice vulgar- 
mente- pero que es muy típico, “por el sistema del doble voto 
simultáneo”, es decir, con la posibilidad de que, como conse- 
cuencia de ello, se acumulen dos o más listas dentro de un 
lema. El artículo continúa expresando: “correspondiéndole 
dos a la lista mayoritaria del lema más votado y dos a la lista 
mayoritaria del lema que le siga en número de votos”. Con 
frescura de mi parte y también admirando la frescura de la in- 
terpretación, he escuchado sostener -hasta ahora no lo he visto 
sostenido- que, cuando aquí dice “lema”, solamente se está re- 
firiendo al lema Partido Nacional y al lema Partido Colorado. 
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Voy a traer a colación un antecedente que originó este 
inciso y que, a mi parecer, interpretado con tranquilidad, con 
sentido común, sin apasionamiento y de acuerdo a las reglas 
jurídicas, sirve para saber lo que acá quiere significar lema, Si 
quiere decir o no lema permanente no lo discutimos, porque 
hemos registrado una lista bajo un lema permanente. Este es 
un tema discutible porque -como aquí se ha dicho- el lema es 
el nombre de un partido político, o sea, hay una definición 
legal. Pero también “lema” fuc PDC en las elecciones de 
1971, y había un frente, el Frente Amplio, que votó dentro de 
ese lema. Es decir que no era el nombre de un partido políti- 
co, era el nombre de un frente que porque no era un lema 
permanente usó -como se recordará- el lema PDC, y además 
porque la ley también denominaba lema a los accidentales. 
Entonces, no veo el porqué de esa interpretación. Pero no 
vamos a discutir esto; hemos registrado un lema permanente 
y ello no está en discusión. Lo que aquí se ha sostenido, y a 
mí me parece una interpretación no sostenible, es que la pala- 
bra lema es exclusivamente referida al lema Partido Nacional 
y al lema Partido Colorado. ¿Por qué no al lema Partido 
Frente Amplio y al lema Partido Por el Gobierno del Pueblo? 
¿De dónde sale esto? para explicarlo voy a citar el anteceden- 
te de este inciso al que me referí hace un instante. 


Cuando se estaba elaborando la Constitución de 1952, es 
decir en el año 1951, un importante scctor blanco y un impor- 
tante sector colorado en su acuerdo querían consagrar esa 
solución. Más aún, tanto la querían consagrar que elaboraron 
una fórmula, en lugar de la que se aprobó, que expresaba que 
los cuatro titulares restantes, representantes de los Partidos, 
serán designados en sesión de la Asamblea General, dos por 
el sector parlamentario mayoritario y dos por el que le siga en 
número de votos. Esta era la redacción del artículo 316 del 
proyecto que después fue la Constitución del año 1952. Ob- 
sérvese que plantea que “serán designados” y no “elegidos” 
como en la Constitución actual; dice “en sesión de la Asam- 
blea General” y no “por la Asamblea General”; agrega que a 
dos de esos cuatro titulares restantes los designaba el sector 
parlamentario mayoritario y a los otros dos el sector parla- 
mentario que le seguía en número de votos y, además, los 
sectores parlamentarios estaban definidos como los lemas. 
Ahí sí se quería consagrar la fórmula que ahora el señor 
legislador que me precediera en el uso de la palabra sostiene 
que es la fórmula vigente, cuando en realidad ha sido sustitui- 
da por el actual inciso segundo del artículo 324. 


El actual Canciller, señor Gros Espiell, que fue profesor 
titular de Derecho Constitucional durante muchos años -co- 
mencé mi carrera docente en un semestre con él- y ahora es 
experto también en Derecho Internacional, en su libro “La 
Corte Electoral” sostiene que “La diferencia entre los dos 
textos es importante”. Señala: “En el primero la designación 
se hacía en sesión de la Asamblea General, por los dos secto- 
res parlamentarios mayores; en cambio en el artículo aproba- 
do la designación se hace por la Asamblca General. En se- 
gundo término, en el proyecto, a cada sector mayoritario le 
corresponderían dos miembros, sin que la Constitución dijera 
nada sobre el régimen que se debería seguir para designar 
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dentro de cada sector a los dos miembros partidarios que se- 
rían elegidos en sesión de la Asamblea. Tal régimen implica- 
ba, asimismo, que los integrantes de los otros sectores no 
tenían posibilidad alguna de intervenir en la elección...” Ter- 
mina diciendo: “En el régimen aprobado pueden presentarse 
varias listas, agrupadas bajo los diversos lemas y, naturalmen- 
te, pueden sufragar por ellas legisladores pertenccientes a to- 
dos los sectores políticos”. Esta era la conclusión a la que 
llegaba el doctor Gros Espiell en la página 161 del libro “La 
Corte Electoral”. 


Pregunto, señor Presidente, ¿de dónde sale que en la 
Asamblea Gencral sólo pueden presentar lemas el Partido Co- 
lorado y el Partido Nacional? ¿Es que lo señala la Constitu- 
ción? No, no lo establece. ¿Es que lo dicen los antecedentes 
constitucionales? Tampoco. Lo determina un deseo picaresco 
y secreto, una costumbre bastante arraigada en nuestro país, 
no siempre saludable, de que dos partidos se hayan distribuido 
los cargos. Esta circunstancia no es buena para el Uruguay, 
para la población ni para la Corte. Cuando se elija la Corte 
Electoral como se pretende por esa resolución en la que hubo 
un acuerdo de dos partidos para repartirse los cargos neutrales 
y donde se pretende que en los cargos partidarios tampoco 
participen los otros lemas, alguien puede preguntarse por qué 
es así. Todos tenemos un deber, que es el de que la comunidad 
obedezca las instituciones y las reglas no sólo porque sabe que 
detrás hay un aparato coercible sino porque tenga la convic- 
ción de que esas instituciones van a proceder con limpieza. 
Para ello, una de las tantas fórmulas es no hacer interpretacio- 
nes que cercenen el derecho de 39 señores legisladores a tener 
-como representantes que son de casi 600.000 personas- al- 
guien con su respaldo en la Corte Electoral. El razonamiento 
de aquellos que interpretan que cuando se habla de lema más 
votado se refiere sólo a los partidos tradicionales parecería ser 
-Aunque no quedó muy claro- que son los lemas más votados 
en las elecciones nacionales y no en este Cuerpo. 


Entonces, ¿por qué no se hace la misma interpretación para 
la palabra “lista”, que está enseguida? Porque si “lema mayo- 
ritario” es el que obtuvo más votos en la última elccción, 
“lista mayoritaria” es la que dentro de ese lema obtuvo más 
votos en esa oportunidad. ¿Para qué venimos a votar acá? 
Alcanzaría con que se reuniera la lista mayoritaria del lema 
que ganó la elección con la otra lista, se pusieran de acuerdo 
en los cuatro nombres y se reparticran los neutrales y los 
cuatro miembros partidarios. 


Esta interpretación me parece muy clara y honesta, 
SEÑOR RICALDONTI. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Sí, señor legistador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: no tengo inten- 
ciones de demorar el debate, pero como supongo que la aly- 
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sión del señor legislador Korzeniak venía dirigida a mi perso- 
na, quisiera hacer una precisión. 


Quizás mi explicación no haya sido muy clara en lo que se 
refiere a lo del lema más votado, y al que le sigue en número 
de votos. Pero lo que dije es lo que realmente siento y pienso. 
No hay nada picaresco en este punto de vista ni una travesura 
política. Usando la terminología futbolera, del señor legisla- 
dor Korzeniak, no se trata de querer ganar en la Liga lo que se 
puede perder o, en todo caso, empatar en la cancha. 


Es bueno señalar que el Partido Colorado va a participar 
en esta elección con sus votos y no con los de otros, práctica 
que consideramos sana, y que debería ser imitada también por 
quienes defienden la tesis que viene desarrollando con tanta 
crudición el señor legislador Korzeniak. 


Para quien habla -muy modestamente, por supuesto- la 
palabra “lema” en el artículo 324 de la Constitución dcbe 
interpretarse como partido político, pero quiero recordar que 
también lo cra para Justino Jiménez de Aréchaga cuando co- 
mentaba la Constitución de 1952. El fue profesor mío y del 
señor legistador Korzeniak, y ambos somos conocedores de lo 
que decía el Maestro. No cabe ninguna duda que el señor 
Profesor -con mayúscula- Justino Jiménez de Aréchaga mal 
podía hacer una travesura política al interpretar el artículo 324 
como resulta de la transcripción que hice hace un rato. Todos 
sabemos que él, precisamente, discrepaba con esa solución, y 
si lo hacía era porque su interpretación del artículo era exacta- 
mente la contraria de la que viene sosteniendo el señor legis- 
lador Korzeniak. 


Quisiera agregar otra cosa y no necesito volver a abrir el 
Tomo IV de “La Constitución Nacional”, de Justino Jiménez 
de Aréchaga. La pregunta referida a las listas a que hacía 
mención el señor legislador Korzeniak tiene relación con lo 
que dice la Constitución: “la lista más votada del lema más 
votado” y “la lista más votada del lema que lo sigue en vo- 
tos”. Si esa lista renuncia a su derecho o incorpora en su lista 
-pero dentro de su partido político- otros candidatos -como 
erco que ha sido una práctica muy civilizada en el interior de 
los partidos políticos, con derecho constitucional a participar 
con delegados partidarios en la Corte Electoral- está haciendo 
uso de un derecho, pero nadie podría obligarlo a ello. Proba- 
blemente fuera algo complejo de determinar dentro de un 
partido político cuál es la lista más votada -si se tiene en 
cuenta la del Senado, o una de la de la Cámara de Represen- 
tantes- no es tan simple como parece. Por suerte, hasta ahora, 
no hemos tenido que enfrentamos con ese problema en el 
ámbito de la Asamblea General. 


Quiero agregar algo -y desde ya pido disculpas al señor 
legislador Korzeniak, pero prometo no intervenir más en este 
debate-: tengo el temor de que una afirmación que se viene 
realizando desde hace unas cuantas semanas termine encar- 
nando cn la opinión pública sin advertirse que se trata de una 
verdad que tiene su contracara. Se dice -y es cierto- que el 
sistema constitucional del artículo 324 -por lo menos, según la 
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interpretación del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, con 
quien estamos de acuerdo- dejaría sin representación en la 
Corte Electoral entre un 25% y un 30% del espectro parla- 
mentario. Efectivamente, esto es cierto. Pero, tal como recién 
lo señalaba el señor legislador Pereyra, esa es otra historia, 
otro tema, harina de otro costal. Es una cuestión para discutir 
cuando corresponda la de analizar una eventual modificación 
de las normas constitucionales. Pero aquí no estamos abogan- 
do por una fórmula constitucional a plasmar en el futuro, sino 
tratando de desentrañar lo que dice una norma aprobada hace 
cerca de cuarenta años. 


También me quiero referir muy lateralmente a otro tema. 
¿Cuántos partidos políticos -y no digo esto para hacer una 
travesura política de las que se podría pensar que estoy dis- 
puesto a hacer; no la haría a esta hora- representan ese 30%? 
No se trata de dos partidos políticos. Son dos lemas que, a su 
vez, están participando de la estructura institucional del país 
en una forma que tampoco se compadece con lo que quiso el 
constituyente, ¿Cuántos partidos políticos integran el Frente 4 
Amplio? No se trata de sublemas, sino de partidos políticos, y 
eso no lo permite la Constitución. 


Cuando voté los lemas permanentes para el Partido Por el 
Gobierno del Pueblo y para el Frente Amplio dije que espera- 
ba que los partidos políticos que reclamaban esos dos lemas se 
adecuaran a las normas constitucionales y, a partir de esc 
momento, se convirtieran en sublemas. Sabemos que esto no 
ha ocurrido; no sabemos qué trascendencia y qué importancia 
ello tendrá en el futuro. No lo digo ahora; no es importante 
que lo haga, como tampoco es importante que lo haya mani- 
festado antes, salvo para que se vea que no se trata de un 
argumento de ocasión. 


Dentro del Frente Amplio hay una decena de partidos polí- 
ticos independientes que, por supuesto, tienen una coordina- 
ción, pero que mantienen su independencia, y dentro del Par- 
tido Por el Gobierno del Pueblo hay dos o tres. Es decir que 
hay alrededor de una docena de partidos políticos -francamen- 
te no sé el número exacto- que conforman ese 30%. Y esta 
situación no es igual a la de un partido político que representa 
el 30% del electorado y al que se escamotea el derecho consti- 
tucional a integrar la Corte Electoral con un delegado partida- 
rio. 


No puedo comprender cómo se quicre colocarnos poco 
menos que a la defensiva para que el Partido Colorado y el 
Partido Nacional expíen una especia de culpa compartida, que 
se equivaldría a una conjura destinada a amordazar al 30% de 
la población. 


Una cosa es lo que dice la Constitución, otro lo que debe- 
ría decir para algunos, y otra lo relacionado con un grupo muy 
numeroso de partidos políticos -diez o doge- independiente- 
mente del hecho formal de que algunos estén integrando un 
lema permanente porque así lo decidió legalmente, por el 
Parlamento. Entonces, que no se diga que se está marginando 
a un partido político o dos. 
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La Constitución está dejando sin representación a un gru- 
po de partidos políticos que, sumados todos ellos, representan 
entre el 25% y el 30% del electorado nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: agradezco la 
exposición que acaba de hacer por vía de interrupción el 
señor legislador Ricaldoni. 


Creo que él ha planteado varios puntos. En primer lugar, 
reiteró la cita del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, sin 
duda uno de los más grandes maestros del Derecho Constitu- 
cional no sólo del Uruguay sino del ámbito internacional. El 
maestro Jiménez de Aréchaga era, efectivamente, contrario al 
sistema establecido tanto en la Constitución de 1952 como en 
otros textos legales y constitucionales anteriores. Cuando ha- 
bla de los dos grandes partidos lo hace en forma similar a 
cuando se refiere al tres y dos para los Entes Autónomos. No 
se trata de una obligación jurídica, sino que en el momento en 
que Justino Jiménez de Aréchaga escribía y dictaba sus cursos 
sobre la Constitución de 1952 -que fue a partir de abril de ese 
año- naturalmente que una elección en la Asamblea General 
iba a dar como resultado que las listas mayores del Partido 
Nacional y del Partido Colorado obtuvieran tres y dos cargos. 
Esto era obvio, porque en aquel momento no ocurría el fenó- 
meno real que se da hoy, en que hay un lema como el PGP, 
con una lista de candidatos que presuntamente va a tener 39 
votos de apoyo, igual que la presentada por el Partido Colora- 
do. En aquel momento todos sabían -y desde la izquierda lo 
decíamos todos los días- que el tres y dos en los Entes Autó- 
nomos significaba que se nombrarían tres colorados y dos 
blancos o viceversa; pero no había una obligación jurídica de 
que así fuera. El Partido Nacional podía proponer, por ejem- 
plo, a candidatos comunistas, socialistas o a la persona que 
quisicra, aunque, de acuerdo con la lógica política, en general 
iba a designar a gente de su partido. 


De manera que la cita que se ha hecho de Justino Jiménez 
de Aréchaga no demuestra nada más que el encono que él 
tenía contra la fórmula -que nunca le pareció bien- de integra- 
ción con representantes partidarios. Podemos decir de paso 
que tanto en la opinión de este jurista como en la de Aníbal 
Barbagelata -que se encuentra en un libro titulado “En Defen- 
sa de la Justicia Electora!”- y en la de Gros Espiell, los llama- 
dos representantes partidarios no son miembros con mandato 
imperativo de los partidos con las listas que los eligen, tal 
como ocurriría en el derecho privado. Esto tiene importancia 
porque demuestra que nada obsta para que algunos legislado- 
res voten a miembros de otros partidos. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor le- 
gislador. 
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SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: ya que se ha citado 
tanto al maestro Justino Jiménez de Aréchaga antes y durante 
esta sesión, a propósito de lo que venía expresando el señor 
legislador Korzeniak, voy a mencionar textualmente una frase 
de su libro “En Defensa de la Justicia Electoral”, referida al 
debate de 1947. AMí se pregunta: “¿Es que algún texto prohíbe 
que se designe representante partidario a quien no integra el 
mismo partido?” 


Muchas gracias, señor legislador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: el segundo 
punto que planteaba el señor legislador Ricaldoni tiene que 
ver con el concepto de partido político. Confieso que no he 
terminado de entender -y no quiero que se tome esto como una 
picardía- si para esa interpretación del artículo 324 él pretende 
sostener un concepto sociológico de partido político o, en 
cambio, afirma que un lema es un partido político. Digo que 
no lo termino de comprender porque si se pretende que esta- 
mos ante un partido político cuando hay un lema, ha sido 
presentada una lista de candidatos por un lerna permanente. 
De manera que, si ése es el concepto, no entiendo como de ahí 
sc pretende sacar la conclusión o la pretensa interpretación 
propuesta de que la Constitución se refiere nada más que a dos 
lemas. 


Por otra parte, si al hablar de partidos políticos el señor 
legislador Ricaldoni no se refiere a ese concepto formal de 
lema -calidad que tienen tanto el Partido por el Gobierno del 
Pueblo como el Frente Amplio ya que, como bicn se sabe, así 
están registrados en la Corte Electoral- sino al concepto socio- 
lógico, es decir, al de una empresa de opinión pública con el 
propósito de llegar al gobierno, con cierta unidad en sus pro- 
gramas y que esa unidad se traduzca en sublemas, le planteo 
dos argumentos. El lema Partido Frente Amplio efectivamente 
se presentó con varios sublemas, tal como se reclamaba, por el 
señor legislador Ricaldoni de manera que esa objeción no tie- 
ne mayor sentido. En cuanto al grado de unidad o de coheren- 
cia que tienen los partidos, quiero dar algunas cifras. En el 
Senado he registrado tres casos -no más- en que se votó distin- 
to, no sólo entre los legisladores del Frente Amplio sino, in- 
clusive, entre éstos y los del Nuevo Espacio. En cambio, tengo 
registrados más de treinta casos -y seguramente no son ni la 
cuarta parte- en que dentro del Partido Colorado y del Partido 
Nacional se produjeron votaciones muy disímiles. Natural- 
mente que el concepto sociológico de partido político no se 
agota en la vida parlamentaria; quizás se agota frente a los 
grandes acontecimientos nacionales. Por ejemplo, ¿qué opina 
todo el Partido Nacional o todo el Partido Colorado sobre las 
privatizaciones? ¿Qué opinan sobre los golpes de Estado o la 
integración de órganos no elegidos conforme a la Constitu- 
ción? ¿Es que hay una coherencia como para decir que esta- 
mos frente a partidos políticos, en el sentido sociológico? 
Francamente, no conozco votos tan disímiles dentro del lema 
PGP ni del Frente Amplio; no los conozco dentro de ellos ni 
en el conjunto. 
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Quicro aclarar que no he traído este tema por mi propio 
deseo, ya que no creo que sirva para interpretar el artículo 
324; lo traje porque hizo una alusión típicamente política y 
me pareció que era necesario contestarla. 


Continúo con la interpretación del artículo 324. Ya he 
dicho que según una regla de interpretación bastante aceptada 
en la hermenéutica jurídica -para usar una palabra un poco 
bizantina que significa la ciencia de la interpretación y no la 
interpretación en sí misma- si una palabra que está en un 
inciso hay que referirla al concepto formal, la siguiente -que 
en este caso también está referida a la cuestión electoral- 
igualmente debe estar referida al concepto formal. Entonces, 
pregunto: ¿por qué se habla del lema más votado en las elec- 
ciones pasadas y no de la mayoría que podría surgir hoy si 
votamos, y no se dice lo mismo con respecto a la lista?. ¿No 
se dice porque sería muy difícil saber si se trata de la lista del 
Senado o la de la Cámara de Diputados? No. No se dice 
porque esa interpretación, a mi juicio técnicamente descoloca- 
da, conduce a afirmar que sólo el Partido Nacional y el Parti- 
do Colorado pueden presentar listas a esta elección que vamos 
a realizar ahora. 


Hay otra inquietud muy sintomática, que voy a repetir 
porque me quedaría muy satisfecho si la Asamblea Gencral 
me la aclarara. ¿Qué sentido tiene el cambio de texto que se 
hizo en 1951? ¿Por qué allí donde decía que los dos sectores 
mayoritarios eran los encargados de nombrar se cambió y se 
estableció que es la Asamblea General, y se habló de lemas? 
Y pregunto: ¿en qué se sustenta inclusive la afirmación de que 
sea aplicable el artículo 79, que como hoy se sostuvo define 
los lemas y habla del lema permanente? Entonces, también 
debemos tener en cuenta el artículo 77, que dice que uno de 
los principios elementales o básicos del sufragio es el de la 
representación proporcional integral. Tan disparatado sería 
que yo afirmara que el régimen para esta elección es de repre- 
sentación proporcional integral, como -con todo respeto- sos- 
tener que el concepto de lemas refiere exclusivamente a los 
dos que fueron mayoritarios en las elecciones. Este cambio de 
texto no se hizo por casualidad. Quienes conocen cómo se 
gestó la Constitución de 1952 -y en este recinto debe haber 
alguien que se acuerde porque quizás haya participado en esa 
discusión- saben que ese cambio se gestó en un debate que 
recordó lo ocurrido en 1947; saben que ello también fue dis- 
cutido cuando se creó la Constitución de 1942. Lamentable- 
mente, la Comisión de Constitución de la época no labró actas 
o no contó con versión taquigráfica de las sesiones, pero todos 
saben perfectamente que allí se recordó el origen de las pro- 
puestas en el Uruguay acerca de crear un órgano tremenda- 
mente sano; ésa era la expresión que utilizaba Juan Andrés 
Ramírez, quien pedía que en la designación ni siquiera inter- 
vinieran los órganos políticos. Como es sabido, solicitaba que 
interviniera el Poder Judicial, designando magistrados y per- 
sonas expertas en derecho electoral, a fin de que ningún parti- 
do o dos partidos monopolizaran un organismo de importancia 
tan exquisita para la vida democrática, 


Señor Presidente: en el derecho comparado existen varios 


sistemas para lograr cortes electorales que actúen limpiamen- . 
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te. También existen sistemas -no es el caso de nuestro país- 
que se aseguran ganar las elecciones a través de mecanismos 
traviesos en la formación de los tribunales o comisiones elec- 
torales. Unos ponen el acento en que todos sean neutrales; 
otros en que todos sean partidarios, y el contralor recíproco 
evita que se produzca un avasallamiento. Y otros, como cel 
nuestro, han llegado a un sistema mixto: cinco miembros que 
por su posición en la escena política -no sólo porque sean 
buenas personas- sean garantía de imparcialidad, y cuatro 
miembros que van a representar a dos fuerzas políticas, es 
decir, aquéllas que resulten vencedoras en una elección reali- 
zada en este recinto, como lo establece la Constitución. 


Voy a culminar mi exposición recordando que si nosotros 
no elegimos una Corte Electoral que no solamente sea garan- 
tía de imparcialidad, sino que así sea vista por todo el pueblo, 
estaremos haciendo un grave daño al Estado de Derecho. Se 
trata del abecé dentro del funcionamiento del Estado de Derc- 
cho. Pienso que si una Asamblea General decide que aproxi- 
madamente 30% de sus miembros no pueden votar, está trans- 
mitiendo a la opinión pública la posibilidad -no digo que sea 
ésa la intención- de una sospecha. Y eso no es culpa de quie- 
nes propugnamos la interpretación del artículo 324 que consi- 
deramos correcta. 


(¡Muy bien!. Apoyados) 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: no voy a intentar 
siquiera reproducir o reiterar los conceptos vertidos por el 
señor legislador Korzeniak; sería una fatuidad de mi parte 
proponérmelo y, por lo tanto, no lo voy a hacer. Mi intención 
es realizar una exposición breve porque creo que la Asamblea 
General tiene a consideración un tema de previo y especial 
pronunciamiento, atento al proyecto de resolución a que se 
dio lectura al inicio de esta sesión. Como me parece muy 
importante, me voy a permitir solicitar a la Mesa que a través 
de Secretaría se vuelva a leer el texto de ese proyecto de 
resolución, en tanto por lo menos nosotros lo hemos escucha- 
do una sola vez y no ha sido repartido hasta este momento, 


SEÑOR PRESIDENTE. - A solicitud del señor legislador 
Cassina y aunque la Mesa tiene dudas de que sea un procedi- 
miento reglamentario, se va a dar lectura al proyccto de reso- 
lución. 


(Se lec nuevamente) 

-Puede continuar el señor legislador Cassina. 

SEÑOR CASSINA. - La lectura del proyecto de resolu- 
ción sometido a consideración de esta Asamblea General me 


confirma lo que voy a expresar sobre un problema formal, 
pero no por ello menos trascendente, que plantea esta resolu- 
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ción en su propio texto. Solicité que se diera lectura nueva- 
mente al proyecto de resolución porque su propio texto dice 
que la Constitución debe interpretarse de determinada mane- 
ra. Ocurre, señor Presidente, que la Constitución establece 
determinadas reglas para que el Parlamento las interprete. Se 
trata del numeral 20 del artículo 85 de la Carta que dice que a 
la Asamblea General le compete “interpretar la Constitución, 
sin perjuicio de la facultad que corresponde a la Suprema 
Corte de Justicia, de acuerdo con los articulos 256 a 261”, 
¿Cómo se interpreta la Constitución de acuerdo con la propia 
Constitución? Por la vía de la ley. No hay otra forma. Este 
proyecto de resolución implica una interpretación de la Cons- 
titución; lo dice su texto, ya que establece que debe interpre- 
tarse de determinada manera el inciso segundo del artículo 
324 de la Constitución de la República. 


Pero la interpretación de la Constitución sólo puede ope- 
rarse por la vía de la ley, o sea de la norma sancionada por 
cada una de las Cámaras y promulgada por el Poder Ejecuti- 
vo. Tanto es así que el numeral 20 del artículo 85 de la 
Constitución, que habla de interpretarla, dice: “sin perjuicio 
de la facultad que corresponde a la Suprema Corte de Justicia, 
de acuerdo con los artículos 256 a 261”, que son aquellos que 
reglan los procedimientos para declarar la inconstitucionali- 
dad de las leyes, materia de la cual sólo la Suprema Corte de 
Justicia es juez, de acuerdo con nuestra Constitución. 


Entonces, el proyecto de resolución que se ha sometido a 
consideración de la Asamblea General no puede ser votado 
por ésta sin incurrir en una gruesa inconstitucionalidad, que 
quiero creer que nadie se atreverá a cometer aquí. De otro 
modo, no sólo se estaría saltcando el procedimiento previsto 
por la Constitución para interpretarla, sino que, además, tra- 
tándose de una resolución de la Asamblea General, se negaría 
toda posibilidad fáctica y jurídica de ocurrir ante la Suprema 
Corte de Justicia por quien creyera que esa resolución es 
inconstitucional. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pucde interrumpir el señor le- 
gislador. 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: declaro que he parti- 
cipado con otros integrantes de este Cuerpo en la redacción 
del proyecto de resolución que está a estudio de la Asamblea 
General y quiero manifestar que pienso que de ninguna mane- 
ra puede entenderse que la aprobación de este proyecto de 
resolución por la mayoría de la Asamblea General implica, tal 
como lo ha señalado el señor legislador Cassina, un aparta- 
miento de la Carta Constitucional. 


Sé que la Constitución ha previsto que es la ley la que 
puede interpretar la Constitución con efectos obligatorios y, 
además, con efectos generales aplicables a todos. También sé 
que la Constitución ha encomendado a la Suprema Corte de 
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Justicia interpretar la constitucionalidad de esas leyes y, por 
consecuencia, impedir que la Corte entienda que contrarían el 
texto constitucional puedan ser aplicables en el caso concreto, 


Pero también sé que los órganos públicos que tienen com- 
pelencias establecidas en la Constitución deben interpretarla 
para cumplir con sus deberes constitucionales, y lo único que 
hace este proyecto de resolución es eso: establecer cómo la 
Asamblea General debe cumplir con el precepto del artículo 
324 de la Constitución. Si así no lo interpretáramos, no entien- 
do cómo podríamos darle un sentido y un contenido al artículo 
332 de nuestra Carta, que ha sido tan elogiada por la doctrina, 
no sólo nacional sino también internacional. 


El artículo 332 dice lo siguiente: “Los preceptos de la 
presente Constitución que reconocen derechos a los indivi- 
duos, así como los que atribuyen facultades e imponen deberes 
a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de 
la reglamentación respectiva, sino que ésta será suplida, recu- 
rriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los principios 
generales de derecho y a las doctrinas generalmente admiti- 
das”. 


Por consecuencia, aquí la Constitución nos está diciendo 
que cuando exista falta de reglamentación legal, no podrá de- 
jar de acatar la obligación constitucional de cumplir con sus 
deberes constitucionales, el órgano al que la propia Carta ha 
encomendado esa función. Nadie puede ignorar que la Asam- 
blea General tiene la facultad de interpretar la disposición 
constitucional y aplicarla de acuerdo al criterio con el cual clia 
misma se expresa. 


Ese es el contenido, el sentido y la intención de este pro- 
yecto de resolución: simplemente que la Asamblea Gencral, a 
quien se encomienda designar el tribunal electoral, o sea la 
Corte Electoral, diga como entiende la norma del artículo 324 
y, en consecuencia, designa en este doble procedimiento que 
prevé la Constitución a los que han sido denominados miem- 
bros neutrales -o, como señalaba el señor legislador Korze- 
níak, que tengan una determinada ubicación en el escenario 
político- y a aquellos otros que integran ese Cuerpo como 
representantes de los partidos, 


Esa es la intención de este proyecto y no veo, por los 
argumentos que he señalado, que aquí nos estemos apartando 
de la Constitución, sino, por el contrario, que la estamos apli- 
cando estrictamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cassina. 


SEÑOR STURLA. - ¿Me permite, una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 
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SEÑOR STURLA. - Señor Presidente: quiero dar un paso 
más del que ha dado el señor legislador Bouza. Creo recordar 
de mis clases cuando estudiaba Derecho, que todo acto de 
aplicación de una norma general a un caso concreto supone 
una tarca de interpretación. Es absolutamente imposible apli- 
car la ley en términos gencrales -en este caso la Constitución- 
a casos concretos sin realizar una tarea de interpretación que 
supone subsumir ese caso concreto en la norma general. 


Toda tarea que realiza la Asamblea General o cada una de 
las Cámaras que componen el Poder Legislativo, en el cum- 
plimiento de sus tareas constitucionales, supone un acto de 
interpretación. Es absolutamente, no ya legítimo, sino indis- 
pensable que tal acto de interpretación se realice. No podría 
vivirse en el mundo del Derecho, en el mundo de la norma si 
no se realizara esa tarea interpretativa al aplicarla. Lo que la 
Asamblea General pretende hacer ahora es, adelantándose al 
episodio político por todos conocido, declarar su voluntad en 
este caso concreto. Y por supuesto que lo puede hacer; pero 
más que poderlo hacer, lo debe hacer. 


Yo diría, sin perjuicio de compartir las expresiones del 
señor legislador Bouza, que lo debe hacer por razones que 
hacen a su propia esencia como órgano de naturaleza constitu- 
cional que debe aplicar la Carta y que para ello tiene que 
interpretarla. Repito y concluyo: no puede habcr un solo acto 
realizado por la Asamblea General o por alguna de las Cáma- 
ras que integran el Poder Legislativo que no suponga un acto 
de interpretación de la Constitución, y este mecanismo es una 
de las modalidades en que puede hacerse, estando su valor 
determinado por las circunstancias cn que se hace. No tendrá, 
naturalmente, el carácter y el valor de la interpretación gene- 
ral obligatoria que realiza la ley interpretativa de la Constitu- 
ción; pero es un acto de interpretación no sólo legítimo, sino 
también indispensable. 


SEÑOR PRESIDENTE. -La Presidencia supuso, con error, 
que el señor legislador Sturla iba a plantear una moción de 
orden, y como quedan sólo diez minutos para el vencimiento 
de la hora reglamentaria, pidiendo excusas al Cuerpo va a 
agregar un granito de arena a lo ya expresado. 


Hay normas de la Constitución que expresamente obligan 
a determinados órganos a interpretarla. La Cámara de Repre- 
sentantes jamás podría resolver un recurso contra un decreto 
de la Junta Departamental o una resolución del Intendente 
contraria a la Constitución, sin interpretar la Carta. Y podría- 
mos agregar muchos otros ejemplos. 


Puede continuar el señor legislador Cassina. 

7) PRORROGA DEL TERMINO DE LA SESION 
SEÑOR HEBER. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 
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SEÑOR HEBER. - Hago moción para que se prorrogue el 
término de finalización de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se prorroga la 
sesión hasta finalizar la consideración del orden del día, scgún 
moción presentada por el señor legislador Heber. 

(Se vota:) 


-73 en 102. Afirmativa. 


DESIGNACION DE LA TOTALIDAD DE LOS 
MIEMBROS DE LA CORTE ELECTORAL (Artículo 
324 de la Constitución de la República) 
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Xx 


-Prosigue la consideración del tema en debate. 
Puede continuar el señor legislador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: las exposiciones 
de los señores legisladores Bouza, Sturla y del Presidente de 
la Asamblea General no han hecho sino ratificar la posición 
que yo venía expresando. Creo que ellos no han tenido pre- 
sente en la ocasión un principio fundamental de Derecho Pú- 
blico aplicable a los organismos públicos y que diferencia a 
las personas jurídicas de las físicas. Los órganos de Derecho 
Público sólo pueden hacer aquello que les está permitido por 
la Constitución y la ley, a diferencia de las personas físicas, 
que pueden hacer todo aquello que no les está prohibido por la 
Constitución y la ley. Por lo tanto, la Asamblea General sólo 
puede interpretar la Constitución por la vía de la ley. Cuando 
una Cámara actúa como juez ante un recurso de una Junta De- 
partamental o de un número determinado de miembros de una 
Junta Departamental, lo hace interpretando la Constitución, 
pero en aplicación de una facultad otorgada y reglada por 
ésta; y cuando resuelve dictar su propio Presupuesto en lo que 
no es una ley sino una resolución, lo hace porque la faculta a 
ello la propia Constitución y ateniéndose a los procedimientos 
que ésta fija. 


El tema es, repito, que no se debe omitir una doctrina muy 
desarrollada, sobre todo en Derecho Público y particularmente 
en Derecho Administrativo, que es la de la especialidad de las 
personas de derecho público, que sólo pueden hacer aquello 
que les esiá permitido y conforme a los procedimientos pre- 
vistos para ello y no de otra manera. Cuando la Constitución 
habla de cómo se la interpreta, se refiere a la ley, porque 
además es el único procedimiento a través del cual la mani- 
festación de voluntad del Estado, que constituye la ley puede 
ser recurrida ante la Suprema Corte de Justicia para declararla 
inconstitucional, en caso de que alguien entienda que lo sca, y 
a la decisión de ese organismo habrá de estarse. Los que 
creemos que este proyecto de resolución que se pretende votar 
-y que espero ño se vote- es inconstitucional, ¿ante qué órga- 
nos recurrimos? No se trata de una ley, no se trata de una 
resolución que podamos atacar con los recursos contencioso- 
administrativos previstos en la Carta Fundamental. Entonces, 
no desbordemos los límites de la Constitución ni los de las 
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competencias de los órganos públicos, porque estaríamos sen- 
tando una doctrina de proyecciones incalculables y decidida- 
mente peligrosa en una sociedad democrática que debe cons- 
tituir un Estado de Derecho, como señalaba al principio de su 
exposición el señor legislador Korzeniak. No tenemos otro 
camino. Yo tengo presente el artículo 332 de la Constitución, 
que cuando no hay un reglamento o una ley, nos manda apli- 
car y resolver en base a los fundamentos de leyes análogas 
-¿pero qué leyes análogas aplicamos acá si estamos hablando 
de la Constitución?- a los principios generales de derecho- ¿A 
cuáles? No los he oído mencionar por nadie- y a las doctrinas 
generalmente admitidas como las de los profesores Jiménez 
de Aréchaga, Gros Espiell y Korzcniak. ¿A estas doctrinas 
generalmente admitidas nos vamos a remitir para aplicar la 
Constitución en base a la facultad o regla establecida en el 
artículo 332? No, ¡no nos equivoquemos! Yo soy político y 
varios de mis colegas me habrán oído decir -inclusive en el 
período anterior en la Cámara de Representantes- cuando en 
alguna Comisión se me citaba en mí calidad de abogado que 
acá soy político, no abogado y que entiendo las posiciones 
políticas y la necesidad de los partidos de defenderlas. Pero, 
tengamos cuidado en los caminos que elegimos, porque sal- 
tearnos la Constitución y establecer esta interpretación supo- 
ne darle a una resolución de la Asamblea General, un conteni- 
do, un alcance que la Carta Fundamental no autoriza. 


SEÑOR STURLA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor le- 
gislador. 


SEÑOR STURLA. - Señor Presidente: creemos advertir -y 
lo decimos con todo el respeto hacia el señor legislador Cassi- 
na- no, digamos una confusión, pero sí cierta descoordinación 
conceptual -si se me permite la expresión- en la última parte 
de su exposición. 


Aquí podemos estar discutiendo dos cosas: por un lado, sí 
la Asamblea General tiene o no derecho a interpretar la Cons- 
titución para aplicar el artículo 324 y, por otro, si lo está 
haciendo bien o mal a través del proyecto de resolución. Son 
dos cuestiones conceptualmente distintas, 


El señor legislador Cassina tiene todo el derecho de soste- 
ner que la interpretación que realizamos quienes presentamos 
esa moción sobre el artículo 324 de la Constitución no es 
correcta y que asiste razón a lo que ha dicho el señor legisla- 
dor Korzeniak. Una cuestión es la naturaleza de la interpreta- 
ción que nosotros postulamos debe realizar la Asamblea Ge- 
neral, Cuestión conceptual y radicalmente distinta es la que el 
señor legislador mencionaba al principio de su planteo en 
cuanto a si puede o no la Asamblea General interpretar la 
Constitución, en este caso el artículo 324, para aplicarlo, 


A ese primer problema y a las últimas expresiones del 
señor legislador Cassina es que me quiero referir brevemente 
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en esta interrupción. Al finalizar su exposición decía que la 
Asamblea General debe tener cuidado de no hacer cosas que 
no debe, porque ello supondría sentar una tesis de extrema 
peligrosidad. 


Y como para velar por la Constitución, entre otras cosas, 
estamos aquí sentados, no puedo dejar pasar por alto sus pala- 
bras sin intentar, al menos, una respuesta. 


Voy a responderle insistiendo en el primero de los proble- 
mas, es decir, si podemos o no interpretar la Constitución, con 
un ejemplo que vivimos hace apenas tres horas y medía. 


A través de una intervención del señor legislador Korze- 
niak cn la sesión anterior de la Asamblea General, de otra 
intervención del señor Presidente del Cuerpo y también de 
algunos otros legisladores, se planteó la duda respecto al al- 
cance de las normas relativas a las observaciones que interpo- 
ne el Poder Ejecutivo. Se plantearon diversas posiciones: la 
sostenida por la Mesa, con determinado alcance, basada en la 
tesis del doctor Cassinelli Muñoz y la sostenida por el señor 
legislador Korzeniak, en una posición bastante distinta a la 
anterior, Y en determinado momento, creo que fuí yo quicn 
planteó que la Asamblea votara, y que si hubiera dudas inter- 
pretativas que el Cuerpo mismo interprete el pronunciamiento 
que acababa de emitir. Es decir, que la Asamblea diga: “La 
naturaleza de mi pronunciamiento, aceptando la observación, 
o no alcanzando determinadas mayorías, es ésta”. Y, en consce- 
cuencia, habilite a la Presidencia del Cuerpo a remitir el pro- 
yecto al Poder Ejecutivo, a considerar rechazado el proyecto, 
a que deben transcurrir los sesenta días, o las distintas posibili- 
dades que se abrían en el instante de esa decisión. 


¿Frente a qué estábamos? Estábamos frente a un problema 
de interpretación de un conjunto de normas constitucionales, 
Y este caso es, de alguna forma, exactamente el mismo: es un 
problema de cómo se interpreta el alcance de una norma cons- 
titucional. Y es derecho y deber -ya no sólo derecho, sino 
deber- de la Asamblea General, ante la duda sobre el alcance 
de la norma constitucional, de interpretarla para tener claro 
cuál es la naturaleza de su propio pronunciamiento. Por eso 
me permití interrumpir nuevamente al señor legislador Cassi- 
na, y aunque no quiero prolongar un debate que va a ser 
extenso percibo que no podemos callar ante su afirmación 
-dicha con el respeto que caracteriza al señor legislador, a 
pesar de que con ella discrepamos- de que era posible que nos 
deslizáramos hacia terrenos de peligrosa juridicidad y política- 
mente peligrosos en cuanto se involucraban pronunciamientos 
de naturaleza constitucional viciados en sí mismos. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Santoro) 


-De modo que se plantean dos problemas distintos. ¿Podc- 
mos o no interpretar? Claramente, podemos. En segundo lu- 
gar, ¿estamos interpretando bien o mal? Esta es otra cuestión. 
Pero distingamos bien los dos problemas y reafirmemos el 
concepto básico de que cada acto de la Asamblea General en 
la aplicación de la Constitución, es un acto de interpretación 
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de ella y que ante la duda sobre el alcance de una norma 
constitucional, como es el caso del artículo 324 de la Carta, es 
deber de la Asamblea General expedir un pronunciamiento 
que determine el alcance del que va a emitir sobre el fondo de 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: me temo que el 
señor legislador Sturla sigue sin entenderme. No he dicho que 
la Asamblea General no puede interpretar la Constitución. Es 
más: he citado la norma constitucional que establece que le 
compete a la Asamblea General interpretar la Constitución. Es 
el numeral veinte del artículo 85 de la Carta. Lo que he dicho 
es que los órganos públicos deben actuar sólo exclusivamente 
conforme a sus competencias en lo que tiene que ver con las 
materias de esas competencias, ateniéndosc a los procedi- 
mientos y a las formas dispuestas por la Constitución, la ley, o 
el Reglamento en cada caso. 


Digo que en el caso concreto sólo se puede interpretar la 
Constitución por la vía de la ley, y de una ley con determina- 
das características, porque de otro modo entramos en terreno 
peligroso. Y la peligrosidad a la que me refería era esta; sal- 
tearnos las formas que en un Estado democrático constituyen 
garantías. Y no le voy a enseñar al señor legislador Sturla qué 
garantía constituyen las formas con que deben actuar los orga- 
nismos públicos en un Estado de derecho. 


Tan es cierto lo que yo digo, que otra norma de la Constí- 
tución, el artículo 77, en la Sección relativa a la ciudadanía y 
cl sufragio, en su numeral séptimo dice: “Toda nueva ley de 
Registro Cívico o de Elecciones, así como toda modificación 
o interpretación de las vigentes, requerirá dos tercios de votos 
del total de componentes de cada Cámara. Esta mayoría espe- 
cial regirá sólo para las garantías del sufragio...” y atención a 
lo que viene: “...y elección, composición, funciones y proce- 
dimientos de la Corte Electoral y corporaciones electorales”, 
Es la propia Constitución que dice que para reglar la elección, 
composición, funciones y procedimientos de la Corte Electo- 
ral, sc requiere ley, y no una ley cualquiera si no una ley 
aprobada por una mayoría especialísima, la más alta que re- 
quiere la Carta: dos tercios del total de componentes de cada 
Cámara. Este es el numeral séptimo del artículo 77 de la 
Constitución. 


Entonces, por donde se le mire, este proyecto de resolu- 
ción que establece una norma de carácter general -aunque sea 
aplicable a esta elección de esta Corte Electoral que se está 
por designar- supone una interpretación de alcance general 
que conforme al numeral 20) del artículo 85 de la Constitu- 
ción requiere ley porque son las formas a través de las cuales, 
en ese caso, la Constitución quiere que se manifieste la volun- 
tad del Estado. Estas formas no pueden ser obviadas. 


Pero además, por si faltara algo, la propia Constitución se 
encarga de exigirlo, en una norma ya no de carácter gencral, 
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como es la del numeral 20) del artículo 85, sino en una norma 
específica para la Corte Electoral donde se establece que la 
elección, composición, funciones y procedimientos de este 
organismo habrán de reglarse por una ley, especial, necesaria- 
mente sancionada con no menos de los dos tercios del total de 
componentes de cada Cámara. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Aguirre Ramí- 
rez) 


Entonces, digo que las formas y los procedimientos son de 
sustancial importancia y que no pueden desatenderse porque 
de otro modo se estarían dejando de lado, pasando por encima 
de la propia norma constitucional. 


SEÑOR SARTHOU. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador, 


SEÑOR SARTHOVU. - Me parece que se están confundicn- 
do dos institutos totalmente distintos: aplicación de la ley e 
interpretación de la ley. Son dos institutos distintos que tienen 
supuestos diferentes. 


La aplicación de la ley supone una ley clara, que no mere- 
ce dudas y en el momento de aplicarse, indudablemente, hay 
una forma de llegar, como decía el señor legislador Sturla, de 
lo general a lo particular pero, reitero, debe ser una norma 
entendible que no tenga oscuridades. 


La interpretación, junto con la integración, suponen las 
dos fallas de la norma jurídica; o sea, una norma puede ser 
oscura o tener lagunas y hay que utilizar la interpretación o la 
integración respectivamente. En este caso, si se va a realizar 
una interpretación es porque la norma es oscura y esta inter- 
pretación debe ceñirse al texto constitucional. 


Creo que está mal enfocado el artículo 332 porque en él se 
establece como condición que no haya reglamentación. El 
señor legislador Cassina señalaba muy bien que el numeral 
20) del artículo 85 reglamenta la hipótesis de oscuridad y de 
interpretación, estableciendo que dicha interpretación debe 
hacerse por ley. Entonces no es un caso de aplicación simple 
porque la norma no es clara y no lo es porque necesita un acto 
de aclaración que no lo puede hacer la Asamblea General 
porque está reglamentado en la propia Constitución y no en la 
ley. Tampoco se aplica el artículo 332, porque éste supone la 
ausencia de la reglamentación. Por eso, compartimos plena- 
mente el planteo del señor legislador Cassina en el sentido de 
que aquí lo que se está haciendo es una interpretación gencral 
por decisión de la Asamblea General, cuando necesariamente 
debería hacerse, si se entiende que es una norma oscura, a 
través de una norma legal, porque eso es lo que ha querido el 
constituyente. Y la interpretación del contexto obliga a hacer- 
lo de acuerdo con las normas que establece la Constitución de 
la República. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Continúo, señor Presidente. 
SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor le- 
gislador. 


SEÑOR BOUZA. - Confieso que en un comienzo me sentí 
en alguna medida sorprendido por esta argumentación que 
venía desarrollando el señor legislador Cassina referida al 
numeral 7%) del artículo 77. Y digo sorprendido porque si 
tenemos que llegar a la conclusión de que para poder designar 
a la Corte Electoral de acuerdo con la norma constitucional 
tendríamos que esperar la sanción de una ley por una mayoría 
de dos tercios, prácticamente estaríamos cerrando los caminos 
para que la Asamblea General pudiera pronunciarse. Sin em- 
bargo, veo que hay una interpretación lógica, razonable e 
histórica de esta norma. El numeral 7%) del artículo 77 repro- 
duce lo establecido en la Constitución de 1942 y es muy 
sabido que en ésta, recogiendo la solución de 1937, se preveía 
la integración de la Corte Electoral a través de una facultad 
que se le encomendaba a la ley en cuanto a poder aumentar el 
número de integrantes de la Corte. Por consiguiente, este nu- 
meral 7%) del artículo 77 lo que establecía era esa mayoría 
especial de dos tercios para toda ley que pudiera aumentar el 
número de miembros de la Corte Electoral, tal como estaba 
habilitado a hacerlo por la disposición constitucional perti- 
nente. Pero luego, en la reforma de 1951, se establece en la 
Constitución definitivamente cuál es la integración total de la 
Corte. Son nueve miembros designados por un procedimiento 
previsto por la Constitución y no le confiere facultades a la 
ley para poder modificar la integración del Tribunal Electo- 
ral. Por consecuencia, digo que la interpretación correcta de 
esta norma está referida a toda integración que tenga un siste- 
ma casi mixto de Constitución y de ley, pero no es aplicable a 
un sistema que la Constitución ha previsto integralmente en 
su texto en la forma de designación. 


Si llevamos la interpretación del señor legislador Cassina 
a sus extremos, estaríamos en una situación yo diría impensa- 
ble desde el punto de vista de la buena inteligencia del texto 
constitucional, Habría que esperar la sanción de una ley por 
dos tercios de votos de la Asamblea General para que ésta 
pudicra estar facultada para designar la Corte Electoral y creo 
que a nadie se le ocurre que ésta sea una tesis sensata para 
poder interpretar el artículo 324 de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - El señor legislador Bouza, que sabe 
cuánto estimo su inteligencia, me permitirá que sin faltar el 
respeto que le tengo diga como comentario no único a Su 
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última exposición que la tesis con que intenta defender la 
posición que se plantea a través de este proyecto de resolu- 
ción, no es digna de su talento. 


El señor legislador Bouza termina de decir que a diferencia 
de la Carta de 1942, la vigente, que en su artículo 324 recoge 
la reforma de 1952, no plantea los problemas de integración 
que si presentaba aquélla razón por la que tenía la previsión de 
este numeral 7%) del artículo 77. Y yo pregunto: si la Constitu- 
ción vigente tiene todo previsto, ¿a qué se plantea este proyec- 
to de resolución que a texto expreso dice que se interpreta la 
Constitución? 


SEÑOR RICALDON!T. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CASSINA. - Permítame desarrollar mi pensa- 
miento, señor legislador; he concedido muchas interrupciones. 


¿Con qué alcance, por qué razón se plantea un proyecto de 
resolución para interpretar la Constitución si resulta que a 
partir de la reforma de 1952 no hay lagunas en materia de 
integración de la Corte Electoral? Entonces, lo que ha cambia- 
do desde 1952 a la fecha es la realidad política del país. Eso es 
lo que ha cambiado y, a mi juicio, ha sido para bien de la 
estructura democrática de la sociedad uruguaya y de su plura- 
lismo. 


Seguramente a los autores de la Carta de 1952 no sc les 
podía ocurrir -por mucho tiempo esto no sucedió- que se dicra 
la situación que hoy se plantca en la Asamblea General, es 
decir, que la oposición, unida a efectos de elegir los jueces de 
la Corte Electoral, tuviera tantos votos como uno de los lemas 
tradicionales. Pero ocurre que los tiempos cambian y es la 
nueva realidad política del país la que plantea esta necesidad 
de interpretar la Constitución de determinada manera. Antes 
no fue necesario porque la realidad política del país era otra; 
los partidos tradicionales, con sus propios legisladores, se bas- 
taban para elegir los cuatro representantes de los partidos en la 
Corte Electoral. 


Pero la realidad ha cambiado y, por tal razón, hay que in- 
terpretar la Constitución en determinado sentido. Y para inter- 
pretarla en este o en cualquier otro sentido en el caso concreto 
de que se trata se requiere ley y por una mayoría especial, 
Será difícil alcanzar esa mayoría especial, como dice el señor 
legislador Bouza, pero es lo que establece la Constitución, y 
no sólo la requiere para este caso sino para muchos otros. Al 
establecer esa mayoría de dos tercios para aprobar una ley o 
una resolución de la Asamblea General el constituyente previó 
que se requirieran mayorías especiales que supusieran cel 
acuerdo de los partidos tradicionales. ¿O no es así? ¿Acaso 
alguien va a desconocer la historia política y constitucional 
del país que llevó a adoptar estas soluciones de mayorías espe- 
ciales, que rigen no sólo en este caso sino también para otras 
materias? En más de una oportunidad se han dictado leycs, 
inclusive cn esta Legislatura, con esas mayorías especiales. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción? 
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SEÑOR CASSINA. - Quiero finalizar mi exposición, se- 
ñor legislador. Usted puede hablar inmediatamente después. 


SEÑOR BOUZA. - ¡Pero me ha aludido señor legislador! 


SEÑOR CASSINA. - En ese caso, con mucho gusto le 
concedo la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: voy a ser casi tele- 
gráfico. 


El artículo 277 de la Constitución de 1942 decía: “La ley 
podrá aumentar a nueve el número de miembros de la Corte 
Elcctoral, integrando este organismo con cuatro representan- 
tes de los partidos, con voz y voto”. Por su parte, la Constitu- 
ción vigente, producto de la reforma de 1951, en el inciso 
segundo del artículo 324 establece: “Los cuatro titulares res- 
tantes, representantes de los Partidos, serán elegidos por la 
Asamblea General, por el sistema de doble voto simultáneo 
correspondiéndole dos a la lista mayoritaria del lcma más 
votado y dos a la lista mayoritaría del lema que le siga en 
número de votos”. 


Fue por tal razón que señalé al señor legislador Cassina 
que no era aplicable la norma del numeral 7%) del artículo 77, 
referido a una ley con un quórum tan especial como el de dos 
tercios, La Constitución de 1942 estaba previendo que la ley 
podía modificar el número de integrantes de la Corte Electo- 
ral, mientras que la Carta vigente desde 1951 no le permite 
aumentarlo. En consecuencia, no se requiere dos tercios para 
aprobar una ley para designar a los nueve Ministros de la 
Corte Electoral, porque ahora no tenemos autorización para 
modificar el número de sus integrantes, Nuestra obligación es 
designar a los nueve Ministros, de acuerdo con las normas del 
artículo 324 de la Constitución, 


¿Y por qué hacemos una resolución que trata de interpretar 
particularmente el inciso segundo del artículo 324? Porque en 
ese sentido ha habido discusiones, tal como lo hemos compro- 
bado a lo largo de esta sesión. Por lo tanto, procuramos que 
haya una posición mayoritaria de la Asamblea para que defina 
con qué criterio se debe actuar al designar los Ministros que 
representan a los partidos. 


Esa ha sido nuestra intención, señor legislador. Y yo no he 
reclamado ni talento ni virtudes, sino simplemente sensatez en 
lo que hace a la aplicación de las normas que nos obligan a 
todos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: si bien es mi pro- 
pósito terminar rápidamente mi exposición, no quiero ser des- 
cortés con mi querido amigo el señor legislador Ricaldoni, por 
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lo cual le concedo la interrupción que me había solicitado 
hace unos instantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONT. - Señor Presidente: cuando solicité 
la interrupción, lógicamente no podía adivinar lo que iba a 
manifestar el señor legislador Bouza, con cuya exposición me 
siento perfectamente representado. De todas maneras, voy a 
hacer un agregado. 


Este no sería el primer caso en el cual, por inadvertencia, 
la norma de una Constitución anterior sobrevive en aparente 
contradicción con la de una Constitución posterior. Podríamos 
presentar diversos ejemplos en ese sentido. Lo que correspon- 
de es recurrir a prácticas jurídicas que varían desde la inter- 
pretación hasta la integración de las normas jurídicas. 


Realmente no veo a dónde conduce la tesis del señor legis- 
lador Cassina -y esto lo digo con el afecto y el respeto que me 
merece- porque si este punto de vista se llevara a sus últimas 
consecuencias, nos enfrentaríamos a dos posibles hipótesis. 
Por un lado -como ya lo dijo el señor legislador Bouza- no 
podríamos elegir Corte Electoral hasta que por dos tercios de 
votos de cada Cámara este Parlamento dijera cómo tenemos 
que hacerlo, a pesar de que el artículo 324 de la Constitución 
nos está diciendo cómo debemos hacerlo. Pero al mismo tiem- 
po me acuerdo de otro argumento expuesto en la muy acerta- 
da intervención del citado señor legislador. El artículo 332 de 
la Carta vigente, tan comentado y tan elogiado dentro y fuera 
del país, coloca al señor legislador Cassina en una contradic- 
ción involuntaria. Digo esto porque una de dos: o esta Corte 
Electoral, y todas las anteriores, que se han designado desde 
el año 1952 a la fecha, han estado mal nombradas porque no 
hay una ley como la que dispondría el numeral 79) del artículo 
77, y porque lo hemos hecho sin aguardar que el Parlamento 
dictara la ley con mayorías especiales, o tendríamos que apli- 
car -como señalaba el señor legislador Bouza- el artículo 332 
de la Constitución, que es lo que estamos haciendo, Entonces, 
siguiendo esta línea de razonamiento, ¿qué tiene de chocante 
que nosotros digamos que es muy claro el artículo 324, pero 
que por si no lo fuera, sería de aplicación el artículo 332 de la 
Carta para ayudamos a cumplir, como corresponde, cl manda- 
to constitucional de renovar la Corte Electoral cada cinco 
años? 


En definitiva, por un lado o por el otro, este tema conduce 
a lo mismo: si hay algo que está quedando claro es que resulta 
absolutamente improcedente, tanto desde el punto de vista 
interpretativo como político, pensar que es necesaria una ley 
que no se ha dictado para sustituir, no se sabe cn qué forma, 
lo que está tan claramente expuesto en el artículo 324 de la 
Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cassina. 
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SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: en ese caso, si se 
trata de aplicar lo que está tan claro en el inciso segundo del 
artículo 324 de la Constitución, me pregunto y consulto a la 
Asamblea Gencral ¿para qué se requiere la resolución inter- 
pretativa? Para acomodar el texto de la Constitución a las 
necesidades políticas de determinados sectores de la Asam- 
blea General; no para otra cosa, 


(No apoyados) 


-Hasta ahora no se había planteado el tema porque la 
oposición no podía alcanzar por sí sola los votos para disputar 
dos de los cuatro representantes partidarios en la Corte Elec- 
toral, hipótesis que seguramente los constituyentes no tuvie- 
ron presente, 


El tema se plantea porque cambió la realidad política y, 
entonces, para evitar que ésta le dé un nuevo sentido a la 
Constitución es necesario resolver interpretándola, pero infi- 
riendo que la Carta no dice lo que está establecido. Se trata de 
eso. En la tesis del señor legislador Bouza resulta que el 
numeral 7?) del artículo 77 de la Constitución perdió sentido 
porque más bien estaba previsto por la Reforma de 1942, que 
establecía que la ley podía ampliar el número de integrantes 
de la Corte Electoral. El señor legislador Bouza, que es mejor 
abogado que yo y ciertamente más inteligente, debe conocer 
un principio de Derecho que es irrenunciable y según el cual 
donde la ley no distingue no puede distinguir el intérprete. 
Sucede que el artículo 77 de la Constitución no determina a 
qué integración de la Corte Electoral se refiere; habla con 
carácter general y está vigente aunque nos pese o que les 
pesc. Entonces, hay que aplicarlo; es necesario resolver una 
materia referida a la elección y composición de la Corte Elec- 
toral -tal como lo plantea el proyecto de resolución que está 
en la Mesa- a través de una ley con las garantías de una 
mayoría especial de integración de cada Cámara. 


No quiero incursionar en el tema de fondo, puesto que 
como dije al principio, cl asunto fue expuesto con amplitud y 
solvencia por parte del señor legislador Korzeniak. Pido excu- 
sas a los señores legisladores que no les he concedido una 
interrupción, pero no lo hago para no extender aún más esta 
exposición. Pienso que si el criterio sustentado en relación al 
artículo 324 de la Constitución es que éste refiere a los lemas 
-al mayoritario y al que le sigue- de la última elección y a las 
listas más votadas de esos lemas, debe ser aplicado hasta sus 
últimas consecuencias. Y entonces, llegaríamos al absurdo, de 
admitir que ni siquiera hay que votar en la Asamblea, pues se 
trataría de homologar las propuestas de las listas mayoritarias 
dentro de los lemas mayoritarios de la última elección y no de 
las listas que se presentan en esta Asamblea. Me pregunto en 
esa interpretación qué rol juega la Asamblea General cuando 
ha sido demostrado por el señor legislador Korzeniak -utili- 
zando una cita, nada menos, que de la tesis “La Corte Electo- 
ral” del profesor Gros Espiell, sobre la reforma de 1952, pági- 
nas 160 y 161- que en la discusión de la reforma constitucio- 
nal de 1951, se introdujo una modificación fundamental: la 
elección se hace a través de la Asamblea General, votándose 
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conforme al régimen allí previsto y teniéndose en cuenta las 
listas mayoritarias de los lemas mayoritarios de la Asamblea 
General. Si somos consecuentes con el argumento expuesto 
por quienes sostienen la posición contraria, se trataría ya no 
sólo de los lemas mayoritarios de la última elección sino de 
las listas mayoritarias de los lemas mayoritarios de la última 
elección. Exponerlo significa mostrar el absurdo de la tesis, y 
a esa consecuencia nos lleva la interpretación que se sostiene. 
¿Por qué? Porque si la Constitución,cuando habla de los lemas 
mayoritarios quiere decir los lemas mayoritarios de la última 
elección, entonces corresponde concluir que al hablar de las 
listas mayoritarias refiere también a la última elección. Cuan- 
do se acepta esa distinción, es válida una interpretación u otra, 
pero debe serlo para todo, es decir, para los lemas y las listas. 
Reitero que exponerlo de esta manera implica demostrar el 
absurdo de la interpretación. Por eso digo que todavía tengo la 
esperanza de que esta Asamblea General no se saltee el nume- 
ral 20) del artículo 85 y el numeral 7%) del artículo 87; y ya 
que quiere interpretar la Constitución a efectos de arreglar el 
procedimiento de elección de representantes de los partidos 
para la Corte Electoral, lo haga a través de una ley, tal como 
lo establece la Carta. De lo contrario -lo digo con absoluta 
sinceridad y créaseme que no estoy exagerando- la Asamblea 
General se estará pasando a nado la Constitución de la Repú- 
blica. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Santoro) 
SEÑOR SINGER. - Pido la palabra para una aclaración, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra señor legislador. 


SEÑOR SINGER. - Me parece que es importante hacer al- 
gunas precisiones con relación a cómo se planteó este asunto. 


Cuando me enteré, a través de la prensa, que el Frente 
Amplio y el PGP iban a hacer un planteamiento en la Asam- 
blea General y a presentar una lista de candidatos en forma 
conjunta, me asaltó una duda, y supongo que también a los 
demás integrantes de la Asamblea General. 


La práctica que se venía desarrollando en cuanto a la inte- 
gración de la Corte, nunca había dado lugar a un planteamien- 
to semejante. Sin embargo, la nueva composición de la Asam- 
blea General parecería dar mérito a que se haga una postula- 
ción, tal como ha sido sostenido por algunos integrantes de 
este Cuerpo. Me vi en la necesidad de hacer una consulta. Al 
pensar quién podía ser la persona más idónea para examinar 
este punto, decidí dirigirme al señor Renán Rodríguez, pues se 
trata de un hombre de mi Partido que posee una larga expc- 
riencia y sólidos conocimientos acumulados a través de dece- 
nas de años de la vida política de este país; y, sin duda, 
desborda su condición de colorado y batllista de prestigio. 
Creo que está bien acreditado ante todos los sectores de la 
vida nacional y que es considerado como se lo merece. Ade- 
más, recordé que el señor Renán Rodríguez fue miembro in- 
formante de la Comisión Especial que estudió la reforma 
constitucional de 1951. Fue el primer miembro informante de 
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la Comisión de la Cámara de Diputados que examinó y apro- 
bó la Constitución que luego fue plebiscitada. 


SEÑOR FAU. - Pido la palabra para una aclaración y se 
está explayando sobre el tema. 


SEÑOR SINGER. - Quizá algunos compañeros no tengan 
experiencia con relación al funcionamiento de la Asamblea 
General. Pedí la palabra para una aclaración y creo que estoy 
en mi perfecto derecho a hacerlo de la forma que entienda 
más conveniente. Cuando me dirigí al señor Renán Rodrí- 
guez, me explicó una cosa que me parece importante destacar, 
ya que él fue el redactor del artículo 324 de la Constitución. 
Considero que es un aporte importante para los comentarios 
que voy a formular a continuación. 


Le planteé el tema -que él ya conocía por haberlo escucha- 
do en la radio- me contestó que la información lo había moti- 
vado a buscar los antecedentes respectivos y que en el mo- 
mento en que conversaba conmigo los tenía sobre la mesa de 
trabajo. Su respuesta fue clara y terminante: cuando el artícu- 
lo menciona los lemas, se refiere -tal como se expresa en el 
texto de esta disposición- a los partidos políticos, pues en el 
léxico constitucional la palabra lema no ticne otro alcance, 
nunca lo tuvo ni lo podrá tener. Por lo tanto, la disposición se 
refiere al partido que obtuvo la mayoría en la elección inme- 
diata anterior, y al que le sigue en número de votos. 


Después de esta consulta y según su consejo, recurrí a la 
versión taquigráfica de las sesiones de la Asamblea Gencral 
Constituyente. En esto, más allá de la argumentación jurídica, 
importa la parte política. La referencia más concreta que en- 
contré en esos documentos fue, en la página 1114 del tomo ll 
de la Reforma Constitucional de 1951, la exposición del Di- 
putado Washington Beltrán, representante en aquel entonces 
de un partido minoritario. En aquél momento, oponiéndose a 
la redacción que la Comisión Constituyente sometía a consi- 
deración de la Cámara, este legislador manifestaba: “No es 
ninguna garantía el hecho de que representen en un momento 
los delegados partidarios, intereses contrapuestos, porque no 
son delegados de todos los partidos sino de los dos partidos 
mayoritarios. Las minorías no tienen representación”. Cuando 
el doctor Washington Beltrán hace esta afirmación tan clara, 
tan categórica, tan contundente, representando a otros partidos 
de la minoría, estaban presentes en esa sesión los siguientes 
legisladores: Rodney Arismendi, Tomás Brena, Arturo Dubra, 
José Pedro Cardoso, Venancio Flores, Enrique Pastorino y 
Horacio Terra Arocena. Como es notorio, entre ellos había 
algunos distinguidos juristas, y ninguno de ellos sintió la ne- 
cesidad de hacer objeciones a esa tajante afirmación del doc- 
tor Beltrán. A mi juicio, este es un antecedente muy importan- 
te y valioso que, a esta altura del debate, me parecía significa- 
tivo incorporar a la sesión de la Asamblea General. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Santoro). - Tiene la palabra el 
señor legislador Aguirre Ramírez. 
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SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: cuan- 
do nos preparábamos para asistir a esta sesión y al previsible 
debate que está teniendo lugar, pensamos intervenir en él, 
desde luego, y sobre todo por la naturaleza jurídica del tema 
-que tiene un obvio y fundamental trasfondo político- refirién- 
donos básicamente al problema de la interpretación constitu- 
cional que, podía descartarse, se iba a plantear, como efecti- 
vamente ha ocurrido. 


Sin embargo, en el curso del debate, las precedentes expo- 
siciones de los señores legisladores Korzeniak y Cassina nos 
han determinado a hacer, en forma previa, algún otro tipo de 
consideraciones. 


El señor legislador Korzeniak, con anterioridad a su expo- 
sición de carácter estrictamente jurídico, sobre la interpreta- 
ción del inciso segundo del artículo 324 de la Constitución, 
formuló una serie de apreciaciones de naturaleza eminente- 
mente políticas. Aludió a hechos que según él se produjeron 
-no tengo por qué dudarlo- y realizó implícitamente una serie 
de cargos políticos a la conducta del Partido Colorado y del 
Partido Nacional. Considero que estas observaciones no deben 
quedar sin respuesta y adelanto que ésta será dada en el tono 
sereno con el que queremos caracterizar nuestras intervencio- 
nes parlamentarias. Estimo necesario hacerlo a fin de que no 
quede flotando en esta Asamblea la impresión de que hemos 
realizado algo de carácter incorrecto, inusual cn la vida políti- 
ca del país, al tratar de acordar -como se ha hecho desde 
siempre- entre los dos partidos tradicionales, mayoritarios, la 
designación de los integrantes de la Corte Electoral. 


Por otro lado, voy a tener que alterar el orden de mi expo- 
sición, pues el señor legislador Cassina, en forma para mí 
sorprendente, ha realizado una extensa argumentación -con- 
trovertida por la vía de las interrupciones, pero en definitiva 
muy categórica debido al énfasis que ha dado a sus palabras- 
cuestionando de modo absoluto, sin reserva alguna, la posibi- 
lidad de que la Asamblea General, a fin de tomar una resolu- 
ción concreta, por la vía de una declaración, de una resolución 
de carácter interno, pueda adoptar una decisión que implica 
interpretar un precepto constitucional. 


Empezando por este último punto -que es el que se está 
debatiendo- debo decir que el señor legislador preopinante, 
fundó originariamente su argumentación en una afirmación 
categórica: según él, el numeral 20 del artículo 85 de la Cons- 
titución reserva a la Asamblea General la facultad de interpre- 
tar la Carta. A esta afirmación se le podría replicar de una 
manera muy sencilla, Precisamente, por querer demostrar mu- 
cho puede estar dándonos la razón de antemano a quienes 
estamos en la otra posición, pues si la Constitución dice que 
es facultad de esta Asamblea General interpretarla, parece en 
principio bastante absurdo o contradictorio que, cuando quere- 
mos hacerlo, se nos diga precisamente que dicho órgano no 
tiene esa facultad. A renglón seguido, se agrega que la facul- 
tad de interpretar la Constitución se ejerce únicamente por 
ley. Y yo pregunto, parafraseando a quienes han argumentado 
sobre el artículo 324 de la Constitución y preguntado dónde 
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dice que “el lema más votado” sea el votado en la elección 
nacional, ¿dónde dice que esta interpretación debe hacerse 
por ley? ¿Lo dice el numeral 20 del artículo 85 de la Consti- 
tución? No lo dice. Se trata de una interpretación, según la 
cual, cuando la Asamblea General no se pronuncia por medio 
de la ley sino por acto administrativo, la Constitución debe 
decir que es en reunión de ambas Cámaras. Esto no lo dice la 
Constitución, sino que es una interpretación de algunos doc- 
trinos y profesores. Sin hacer este argumento piedeletrista 
-porque no nos gusta este tipo de argumentos- este primer 
concepto del señor legislador Cassina quedó rápidamente sin 
efecto al citársele distintas disposiciones constitucionales en 
las que se establece que ciertos Órganos tienen la facultad de 
interpretar la Constitución. 


El artículo 303 de la Constitución, que ya cité, establece 
que la Cámara de Representantes resuelve los recursos de 
apelación por resoluciones de las Intendencias o de las Juntas 
Departamentales contrarias a la Constitución y a las leyes, 
Obviamente, para decir que una resolución es contraria a la 
Constitución, hay que interpretar a ésta. Agrego la cita del 
artículo 309 de la Constitución, que dice que el Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo puede declarar la nulidad de ac- 
tos administrativos definitivos, contrarios a una regla de dere- 
cho. Y por supuesto que esa regla de derecho en muchos 
casos es la propia Constitución de la República. Así que 
cuando el Tribunal de lo Contencioso actúa y dicta sentencia, 
interpreta la Constitución: bien para decir que la resolución 
fue violatoria de la Carta, o que estaba de acuerdo con dicha 
Carta y que, por consiguiente, no anula el acto de que se 
trata. 


Podríamos seguir con este aporte de citas de disposiciones 
de carácter constitucional, pero me quiero referir a una inter- 
vención del señor legislador Cassina, quien agregó otro razo- 
namiento y le dio una nueva vuelta de tuerca a su argumenta- 
ción al encontrarse -dicho con todo respeto- con que estaba 
pisando en terreno resbaladizo. Expresó que en Derecho Pú- 
blico las competencias solamente existen a texto expreso. Es 
decir que ningún órgano puede ejercer una competencia que 
la Constitución o la ley no le asignan expresamente. Eso es 
cierto en parte, porque juegan los alcances del artículo 332 de 
la Constitución, precisamente citado por el señor legislador 
Bouza, y también la famosa y archiconocida teoría de los 
poderes implícitos, desarrollada por el famoso juez Marshall, 
en los Estados Unidos, que es de aplicación constante en 
nuestra doctrina y en nuestra jurisprudencia constitucional. 
En virtud de ella, un órgano no sólo ticne las competencias 
que se le han asignado a texto expreso sino que también tiene 
aquellas vías y medios -como decía el juez Marshall- que 
resulten imprescindibles para hacer efectivo el ejercicio de 
tales competencias. Y a fin de designar los cuatro miembros 
representantes de los partidos -que la Constitución prevé en el 
artículo 324 para la integración de la Corte Electoral- ¿hay 
necesidad de interpretar la Constitución? ¿Esa no es una fa- 
cultad implícita de la Asamblea Gencral? En caso contrario, 
si tenemos una duda de carácter constitucional, si en el seno 
de la Asamblea tenemos una discrepancia sobre la interpreta- 
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ción de la norma, si se tienen discrepancias en cuanto a qué se 
entiende por lema más votado y por el que le sigue en número 
de votos, ¿cómo la resolvemos, si el señor legislador Cassina 
nos dice que no tenemos una facultad expresa para interpretar 
la Constitución? No la tendremos expresa pero sí la tenemos 
implícita, entre otras razones por los argumentos que, con gran 
claridad e inteligencia, desarrolló hace un rato el Presidente de 
la Cámara de Diputados, señor legislador Sturla, diciendo algo 
que es asiomático en la aplicación del orden jurídico y que se 
hace todos los días: que para aplicar al caso concreto la norma 
de grado superior hay que interpretarla, para saber si se la está 
aplicando bien o mal y si el caso concreto en el que se la va a 
aplicar está comprendido dentro de los alcances de la norma, o 
si ello no es así. 


Pero sobre todas las cosas nos parece indiscutible que el 
artículo 332 de la Constitución resuelve el punto con meridía- 
na claridad porque dice: “Los preceptos de la presente Consti- 
tución que reconocen derechos a los individuos, así como los 
que atribuyen facultades e imponen deberes a las autoridades 
públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la reglamenta- 
ción respectiva”. Y si esa reglamentación existiere, tendría 
que estar en la ley. Entonces, señores: si esa ley no se ha 
dictado, ¿vamos a resignar el ejercicio de la facultad constitu- 
cional porque no se haya dictado, la disposición reglamentaria 
o la que esclarezca con carácter general y obligatorio el senti- 
do del precepto constitucional? ¿Entonces para qué está el 
artículo 332 en la Constitución? Precisamente, para resolver, 
entre otros, este tipo de situaciones, 


Y si discrepamos sobre el alcance de la interpretación 
constitucional, si hay quienes dicen que el lema más votado es 
el que obtenga más votos en el seno de la elección que se tiene 
que desarrollar en la Asamblea General; si por el contrario hay 
quienes sostenemos -con arreglo a lodos los precedentes y a la 
práctica que en la Asamblea General se ha seguido desde la 
Constitución de 1952- que por lema más votado debe enten- 
derse el que lo ha sido en la elección nacional, ¿cómo resolve- 
mos esa discrepancia de interpretación constitucional? ¿Lo 
debemos hacer por la fuerza? ¿Le trasladamos la decisión al 
Presidente de la Asamblea General? Lo evidente es que de 
alguna manera hay que resolver esta situación. En el caso de 
que no estemos de acuerdo, la manera más civilizada es que 
este Órgano se pronuncie y diga cuál de las dos interpretacio- 
nes es la exacta. ¿Este es un procedimiento novedoso dentro 
de la Asamblea General? ¿Es la primera vez que se hace algo 
de esta naturaleza o existen precedentes? Sin poder manifestar 
lo que expresan algunos colegas, esto es los que tienen una 
actuación parlamentaria mucho más extensa y recuerdan mu- 
chos precedentes, digo que tengo presente uno muy elocuente 
del mes de mayo de 1985. En esa flecha tuve activa participa- 
ción en un acalorado debate jurídico y político acerca de la 
designación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia 
y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, En aquella 
oportunidad, el Partido Colorado y el Presidente de la Asam- 
blea General, doctor Enrique Tarigo, ante la vacancia de uno 
de los cargos de la Suprema Corte de Justicia -que había sido 
designada por aquel órgano de facto, llamado “Consejo de la 
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Nación”, inventado durante el período de la dictadura- soste- 
nían la tesis de que la Corte estaba integrada y que sólo se 
podía proceder a aplicar el artículo 236 de la Constitución 
cuando uno de sus miembros, llegados por esa vía espúrea al 
máximo órgano del Poder Judicial, cesara por llegar al límite 
de edad, por renuncia o por fallecimiento. El resto de inte- 
grantes de la Asamblea General -del Frente Amplio, de la 
Unión Cívica y del Partido Nacional- sosteníamos que la de- 
signación anterior había sido hecha en forma violatoria de la 
Constitución, que la Asamblea debía declarar esa situación y 
pasar a llenar todos los cargos. Naturalmente, para sostener 
esa tesis había que interpretar la Constitución. Y así lo hici- 
mos en esa oportunidad. 


El señor legislador Batalla, el día 7 de mayo de 1985, 
afirmaba que “resolver este problema por parte de la Asam- 
blea Gencral a través de una declaración o de un mecanismo 
cualquiera”, no implicaba violentar cl principio de separación 
de poderes, cosa que así se había sostenido por parte de algún 
legislador, y más adelante agregaba: “La Asamblea General 
Órgano fundamentalmente legislativo y legislador cumple 
también funciones de carácter administrativo y, en algún as- 
pecto, también funciones que pueden ser señaladas como 
“cuasi” jurisdiccionales. Es decir, que no hay una adjudicación 
exclusiva de una determinada función a cada uno de los pode- 
res”. Y en esto, por supuesto, creo que tenía toda la razón. A 
continuación, añadía: “En el caso concreto de este problema 
que está examinando la Asamblea General, se trata de una 
función administrativa de designación de autoridades en el 
Poder Judicial que la Constitución, a texto expreso, le otorga. 
Por consiguiente, a este respecto, lo único que hace la Asam- 
blea General es simplemente ejercer un poder deber en la 
medida en que también dentro de la facultad de designación, 
sin duda alguna, está implícita y explícita la facultad de exa- 
minar la legitimidad de las designaciones que la Constitución 
le impone”. 


Y, ¿cómo examinó la Asambica la legitimidad de las de- 
signaciones que se habían hecho en el período de facto por un 
Órgano cuya existencia no estaba prevista en la Constitución? 
Naturalmente que interpretando la Constitución y, al término 
del debate, votando una declaración por la mayoría de la 
Asamblea, interpretativa de la norma del artículo 236 de la 
Constitución. Con el voto del en ese momento señor legisla- 
dor Cassina se resolvió el enfrentamiento político, interpretan- 
do la Constitución por la vía de una declaración de la Asam- 
blea General, del mismo modo que lo quieren hacer hoy el 
Partido Colorado y el Partido Nacional. Y ya que no nos 
ponemos de acuerdo sobre la interpretación del artículo 324 
de la Constitución, queremos hacerlo a través de una declara- 
ción. ¿Significa esto usurpar las competencias de la Suprema 
Corte de Justicia para interpretar la Constitución en los casos 
en que se ventila una posible inconstitucionalidad de una ley? 
En absoluto, porque esa potestad de la Suprema Corte de 
Justicia se ejerce en otras situaciones y con otro efecto, ante 
un litigio actual o futuro a precaver y limitado a ese caso 
concreto, con efecto “inter partes”. ¿Significa ello usurpar la 
competencia de esta Asamblea para dictar leyes interpretati- 
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vas de la Constitución, con carácter general y obligatorio? Na- 
turalmente que no. Significa simplemente que esta Asamblea, 
en función administrativa -como lo puede hacer cualquier je- 
rarca de una repartición pública, así como el Presidente de la 
Cámara y el Presidente del Senado- dicta un acto administrati- 
vo para aplicar una norma de la Constitución, en el error o en 
el acierto, interpretándola para poder ejercer sus competen- 
cias. Y aquí, para poder nombrar a los miembros partidarios 
de la Corte Electoral, tenemos que interpretar la Constitución 
a fin de saber cómo hacemos la votación y si es legítimo que 
se presenten listas por todos los lemas representados en la 
Asamblea General o si sólo pueden hacerlo dos de ellos. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: en realidad, 
casi se trata de una pregunta. Si interpreté bien las palabras 
del señor legislador Aguirre Ramírez, él estima que el proyec- 
to de resolución que está en discusión es un acto administrati- 
vo, ya que acaba de decir que es una actividad administrativa 
de interpretación. 


Quiero dejar esta constancia, Si se trata de un acto admi- 
nistrativo, conforme al artículo 309 de la Constitución es im- 
pugnable por vía de recurso administrativo ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, porque los actos del Parla- 
mento, de cualquiera de sus órganos, si son administrativos, 
son impugnables. Advierto esta circunstancia, si así fuera, 
para que se vea el alcance de las proyecciones que tendría la 
palabra “peligrosidad” que hoy empleaba el señor legislador 
Cassina, y lo que ocurriría si, después que una Corte Electoral 
llevara un tiempo de actuación, aquella interpretación que 
hizo la Asamblea General fuera anulada por una sentencia del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. De cualquier ma- 
nera, si esa no fuese la naturaleza que se atribuye al acto 
proyectado, pediría que se me explicara cuál es: si es un acto 
legislativo, jurisdiccional, administrativo -como parece haber- 
se dicho ahora- o de gobierno, que sería la última categoría 
que quedaría. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: debo 
confesar que no había examinado el punto que ahora plantca 
el señor legislador Korzeniak y, corno cs discutible, afirmo 
que no me voy a pronunciar en este momento. Es posible que 
el acto que eventualmente se pueda adoptar esta noche sea 
impugnable ante el Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo o que no lo sea, pues hay actos que aun siendo administra- 
tivos, no son impugnables ante este Tribunal. No obstante, lo 
que quería decir -y por eso expresé que era una decisión de 
carácter administrativo- es que no tiene el efecto de una de- 
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claración de inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Jus- 
ticia ni de una ley interpretativa. Simplemente, es un acto 
que, en la forma normal de aplicar el orden jurídico, puede 
adoptar esta Asamblea General, como cualquier órgano admi- 
nistrativo, y que tiene efecto nada más que en el caso concre- 
to. Es decir que no es de carácter general y obligatorio en 
otros ámbitos y ante otras situaciones, Por tanto, en una futura 
designación de miembros de la Corte Electoral, la Asamblea 
General podrá variar el criterio y dejar sin efecto la decisión 
que se pueda tomar esta noche, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede in- 
terrumpir el señor legislador. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: simple- 
mente, desco agregar una pequeña idea al razonamiento que 
está desarrollando el señor legislador Aguirre Ramírez. Esta 
consiste en que toda norma jurídica -y la Constitución lo es- 
contiene un presupuesto de hecho al que se enlaza una conse- 
cuencia jurídica. En este caso que estamos comentando, la 
consecuencia jurídica es la de entregar dos miembros -vamos 
a llamarles partidarios- al lema más votado y otros dos al que 
le sigue en número de votos. La interpretación -si es que 
podemos denominarla de esa manera- no es sobre la conse- 
cuencia jurídica en sí sino sobre lo que se considera el presu- 
puesto de hecho. No existe problema en cuanto al lema más 
votado; sí, en cambio, en cuanto al que le sigue en número de 
votos, habida cuenta de la alianza que se verifica entre el 
Frente Amplio y el Partido Por el Gobierno del Pucblo. El 
proyecto de resolución que está a consideración aspira a sos- 
tener que el supuesto de hecho previsto en la disposición 
constitucional es el de aquel partido que no se presenta mez- 
clado con otro, es decir, en su estado -llamémoslo así- puro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede 
continuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: agra- 
dezco al señor legistador Cadenas Boix por su intervención 
coadyuvante. 


En verdad, ya estaba finalizando la argumentación que 
quería desarrollar sobre este problema preliminar. Creo que, 
con esta suma de argumentos, queda demostrado que lo que 
pueda decidir esta noche la Asamblea General sobre este as- 
pecto de previo pronunciamiento, será resuelto en ejercicio de 
competencias indiscutibles. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede in- 
terrumpir el señor legislador. 
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SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: el señor legislador 
Aguirre Ramírez ha vuelto a invocar el artículo 332 de la 
Constitución. Seguramente porque no lo creyó relevante -a mi 
juicio sí lo €s y ya hice referencia más de una vez. al tema- no 
leyó la parte de este artículo que impone a las autoridades 
públicas no dejar de aplicar los preceptos de la Constitución 
por falta de la reglamentación respectiva, sino que ésta será 
suplida recurriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los 
principios generales de Derecho y a las doctrinas generalmen- 
te admitidas. Es decir que el órgano que se ve obligado a 
aplicar una regla constitucional y no posee la reglamentación 
no actúa como quiere; debe seguir un procedimiento y deter- 
minadas pautas que le son impuestas por la propia Constitu- 
ción: suplir la reglamentación acudiendo a los fundamentos de 
leyes análogas, a los principios generales de Derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas. 


Pregunté -y vuelvo a hacerlo- qué fundamento de leyes 
análogas, qué principio general de Derecho y qué doctrina 
generalmente admitida permiten sostener la tesis en la que se 
basa la interpretación de la Constitución que nos proponen 
algunos señores legisladores a través del proyecto que está en 
la Mesa. 


El señor legislador Aguirre Ramírez, con inteligencia, citó 
como antecedente la situación que se planteó en 1985 -la ten- 
go muy presente- para la integración de la Suprema Corte de 
Justicia. A mi juicio, no ha tenido presente que allí se trató de 
resolver de qué manera se salía de una situación de facto, 
aspecto naturalmente no previsto en la Constitución, porque 
las Constituciones no prevén los golpes de Estado ni cómo se 
sale de ellos. Hay que salir con situaciones de hecho que no 
están previstas constitucionalmente. Entonces, ese ejemplo no 
sirve como antecedente porque allí hubo una situación de he- 
cho -creada por un golpe de Estado, por un gobierno de facto, 
por una dictadura- que se resolvió por la Asamblea General, 
que es la que designa a los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, habiéndose entendido que las designaciones efectua- 
das por el gobierno de facto no tenían validez una vez que el 
país había vuelto al régimen democrático. 


Reitero, pues, mi pregunta -y vuelvo a señalar las pautas 
que da el artículo 332, de las que no es posible salirse y sobre 
las que no he obtenido respuesta-: ¿cuáles son los fundamen- 
tos de leyes análogas, los principios generales de Derecho y 
las doctrinas generalmente admitidas que autorizan la interpre- 
tación contenida en el proyecto que está en la Mesa? 


Y agrego, además: ¿cómo soslayamos la disposición del 
artículo 77 de la Constitución, que dice que lo relativo a la 
elección y composición de la Corte Electoral se regla a través 
de una ley votada por una mayoría especial de cada Cámara? 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: temo 
olvidar parte de lo argumentado por el señor legislador Casst- 
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na. En su razonamiento se ha referido a tres puntos: uno refe- 
rido al texto del artículo 332 de la Constitución, otro vincula- 
do con su reiterado argumento acerca del artículo 77 de la 
Constitución y, en cuanto al tercero, pediría que el señor le- 
gislador lo reiterara. Creo que se trataba de un argumento que 
ya había hecho con anterioridad. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: la referencia era a 


las pautas que el artículo 332 de la Constitución establece 
obligatoriamente para suplir la falta de reglamentación de una 
norma constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro), - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez, 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: voy a 
limitarme a los dos primeros argumentos porque, al parecer, 
ambos hemos olvidado el tercero. 


El señor legislador Cassina dice con razón que la aplica- 
ción preceptiva de las normas constitucionales dispuesta por 
el artículo 332 no se puede hacer de cualquier manera y, por 
supuesto, no se hace de cualquier manera. Se hace como lo 
establece ese artículo, es decir recurriendo por su orden, pri- 
mero, a los fundamentos de leyes análogas, después, a los 
principios generales de Derecho y, por último, a las doctrinas 
generalmente admitidas. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite, señor legislador? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - En seguida, señor legis- 
lador; quisicra antes desarrollar un poco más mi razonamien- 
to. 


Nadie ha dicho cuáles son los fundamentos de leyes análo- 
gas y se nos pide que lo hagamos. Si no hay leyes análogas, sí 
encontramos varias disposiciones constitucionales que hacen 
referencia a los lemas más votados, es decir, que emplean esa 
misma expresión. Es un principio conocido de hermenéutica 
que la interpretación debe hacerse en el contexto, de modo 
que un sistema normativo no tenga disposiciones que apliquen 
un concepto con un alcance y, luego, con otro sentido, según 
convenga a quien esté haciendo la interpretación. Hay que 
presumir que el redactor de las normas jurídicas, en este caso 
el constituycnte, ha sido coherente en la redacción de las 
mismas y ha dado un sentido unívoco a cada expresión para 
no cacr en una incongruencia, 


Concedo ahora la interrupción que me solicitó el señor 
legislador Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Santoro). - Puede interrumpir 
el señor legislador Korzeniak. 


2 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.-225 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: agradezco que 
se me conceda la interrupción que, en este caso, es de carácter 
eminentemente técnico, 


Me gustaría dejar bien clara la constancia de mi discrepan- 
cia con la interpretación de que los tres caminos prescriptos 


por el artículo 332 se aplican en el orden en que están expues- 


tos. Por el contrario, cuando el doctor Juan Andrés Ramírez 
propuso ese artículo, que fue incorporado a la Constitución de 
1942, aclaró las diferencias que esa norma tenía con el artícu- 
lo 16 del Código Civil, que establece que se debe recurrir a 
los fundamentos de las leyes análogas y, a falta de éstas, a los 
principios generales de Derecho y a las doctrinas más recibi- 
das. La diferencia que presenta este artículo 332 con el 16 del 
Código Civil es que hay que apelar a cualquiera de aquellos 
caminos o a los tres simultáneamente. 


Esto es lo que quería aclarar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Santoro). - Puede continuar el 
señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Señor Presidente: es 
exacto lo que dice el señor legislador Korzeniak en cuanto a 
que esa es una de las tesis sobre la forma de funcionamiento 
de este precepto. Fue justamente la tesis del doctor Juan An- 
drés Ramírez, que fue quien propuso este texto en la sesión 
del 7 de diciembre de 1941 celebrada por la Segunda Junta 
Consultiva de los Partidos que preparaba lo que después sería 
ta Constitución de 1942, Pero también es cierto que hay otras 
interpretaciones de autorizados juristas sobre la forma como 
se aplica el artículo 332, porque si los fundamentos de las 
leyes análogas, los principios generales de Derccho y las doc- 
trinas generalmente admitidas se aplican al mismo tiempo 
para hacer funcionar el artículo, eso puede conducir a conclu- 
siones contradictorias. Si no hay un orden en la aplicación, en 
lugar de facilitar la forma de funcionamiento, ello puede difi- 
cultarla y aun llevar a que se torne imposible. 


Aparte de los fundamentos de las leyes análogas tenemos 
los principios generales de Derecho que -confieso- no he pen- 
sado en qué forma se pueden aplicar a este tema interpretati- 
vo. Además, aquí se ha dicho que las doctrinas generalmente 
admitidas dan razón a la interpretación contraria a la que 
nosotros sustentamos. Este ha sido un tema muy poco analiza- 
do por la doctrina; ha sido más considerado en la práctica y en 
el debate parlamentario, particularmente en el del año 1947, 
en las intervenciones para mí luminosas -y que he tenido el 
gusto de leer- de los doctores Fusco y Echegoyen. También se 
ha hecho caudal de la opinión del doctor Gros Espiel -natu- 
ralmente muy autorizada- pero se ha partido de la base de que 
sostiene que se puede presentar cualquier cantidad de listas, 
tantas como lemas haya en la Asambica General. Lo que el 
doctor Gros Espiel! sosticne es, únicamente, que los legislado- 
res pueden votar por lemas que no sean los suyos. Esto desvir- 
túa el funcionamiento del artículo y el del doble voto simultá- 
neo y significa inmiscuirse en decisiones que compcten a cada 
partido. Por consiguiente -con todo el respeto que me mercce 
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la autoridad de este constitucionalista- considero que es una 
interpretación equivocada. Pero no hay otra opinión, porque 
la del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, expuesta en el 
Tomo X de “La Constitución Nacional” -más allá de lo que se 
haya dicho- conduce a la conclusión contraria a la que se está 
sosteniendo en este debate. Reitero que no hay más opiniones 
de constitucionalistas -por lo menos que yo conozca que estén 
publicadas- que permitan dilucidar este problema interpretati- 
vo. ' 


Con respecto a la exigencia de la ley para la elección, 
composición, funciones y procedimientos de la Corte Electo- 
ral, considero que el artículo 77 -creo que se citaba el nume- 
ral 7*- sería aplicable si la Constitución no estableciera cuál 
es la composición de la Corte Electoral y cuál es el procedi- 
miento de elección de sus miembros. Pero aunque el argu- 
mento fuera válido, toda vez que la ley no está dictada fun- 
ciona el artículo 332 y tenemos que ejercer la facultad que 
nos comete la Constitución sin esperar el dictado de esta ley 
reglamentaria prevista por cl artículo 77, 


No quiero cansar a la Asamblea Gencral reliriéndome ex- 
clusivamente a este aspecto planteado con tanto calor e insis- 
tencia por el señor legislador Cassina y voy a analizar -porque 
lo considero imprescindible- las consideraciones políticas rea- 
lizadas por el señor legislador Korzeniak. 


Este distinguido colega comenzó su exposición con la 
afirmación -a la que adjudico singular trascendencia y quizá 
también desusada gravedad- de que si seguimos el camino 
que está proponiendo la mayoría de la Asamblea General se 
contribuye a deteriorar el Estado de Derecho. Es decir que se 
parte de la premisa, aún no demostrada, de que la resolución 
sería equivocada, violatoria de las normas constitucionales, 
impropia de un Estado de Derecho y, por consiguiente, con- 
duciría a deteriorar la fe de la ciudadanía en este concepto, en 
este sistema de funcionamiento jurídico que está implícito en 
los sistemas jurídicos de los países que, felizmente, gozamos 
de constituciones democráticas. Yo digo rotundamente que 
esto no es así. Se trata de decidir si aplicamos correcta o 
incorrectamente la Constitución. Si la interpretación que sos- 
tienen el señor legislador Korzeniak y aquellos que como él 
piensan es equivocada, si -como nosotros lo crecmos- es una 
aplicación errónea de la Constitución, con el mismo derccho 
podríamos formular igual cargo y decir: “Si hacemos lo que 
ustedes están planteando, que nunca se ha hecho desde que 
está vigente la Carta de 1952, vamos a deteriorar la fe de la 
ciudadanía en cl funcionamiento del Estado de Derecho”. Es 
decir, por conveniencia política de dos partidos o de dos fede- 
raciones de partidos que tienen representación en la Asamblea 
General, se va a hacer lo que nunca se hizo y se va a aplicar 
mal la Constitución, Sostengo que, por lo menos, el argumen- 
to es equivocado, que no se ha meditado bien porque, sin 
haberse demostrado la veracidad de la tesis, representa la 
formulación de un cargo muy grave. ¿Por qué va a deteriorar 
el Estado de Derecho hacer lo que se ha hecho toda la vida, 
hacer lo que se hizo en 1947, la primera vez que -de acuerdo 
con la Ley N* 11,004, de 24 de diciembre de ese año- se 
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nombraron los representantes partidarios, dos por el lema ma- 
yoritario y dos por el lema que le seguía en orden de votos? 
¿Se destruyó la fe en el Estado de Derecho en aquella época? 
¿Se introdujo algún elemento perturbador en la convivencia 
jurídica de nuestra sociedad? No; hubo un debate político, dos 
tipos de opiniones y el asunto concluyó allí. 


¿Y qué ocurrió cuando se designó la Corte Electoral con 
posterioridad, bajo la vigencia de la Carta de 1952, cuando se 
la designó en el año 1962, cuando se la designó en la sesión 
del 14 de octubre de 1971, en vísperas electorales? ¿Se dio 
representación a los partidos minoritarios? ¿Acaso presentaron 
listas bajo sus lemas? No presentaron nada. La Asamblea Ge- 
neral votó dos representantes partidarios del lema mayoritario 
-que en un caso era el Partido Nacional y en el otro el Partido 
Colorado- y otros dos del partido que le seguía en número de 
votos. No se votó por nadie más ni se presentó otra lista. ¿Eso 
era violar la Constitución? No; eso era aplicar la interpreta- 
ción que en la práctica había sido, hasta ese entonces, pacífi- 
camente admitida. 


¿Por qué ahora se dice que si obramos como siempre lo 
hicimos vamos a deteriorar la confianza de la ciudadanía en el 
Estado de Derecho? Se dice eso porque se está partiendo de 
una premisa no demostrada, de una acusación, en nuestro con- 
cepto infundada -íbamos a utilizar el término “gratuita”, pero 
preferimos usar otro calificativo menos severo- en el sentido 
de que nosotros queremos violar la Constitución consciente- 
mente, y no es así. Nosotros queremos aplicar la Constitución 
en este precepto como siempre se la aplicó. Puede ser que se 
haya hecho con error, pero que no se nos venga a establecer 
como una verdad revelada lo que es una tesis novedosa que 
nunca se aplicó en la práctica parlamentaria del país. 


Se dice que los hechos son claros y revelan mucstras con- 
tradictorias tienen la razón porque se aduce que lo que pidic- 
ron el Frenic Amplio y el Nuevo Espacio fue un miembro 
neutral, no representación proporcional. Y eso es exacto. En 
negociaciones políticas legítimas se presentaron distinguidas 
figuras del Frente Amplio y del Nuevo Espacio en la Presiden- 
cia del Senado y en la Presidencia de la República y plantea- 
ron ho que entendían para ellos una necesidad política, lo que 
podemos comprender y respetar. Pero del hecho de no haber 
pedido representación proporcional no puede hacerse un argu- 
mento porque, ¿cómo iban a pedir representación proporcional 
si la Constitución no lo establece, si la Constitución dice que 
se designan cinco miembros neutrales -con ese gtro que todos 
usamos aunque allí no se habla de neutrales- por dos tercios de 
la Asamblea General? ¿Eso qué significa? Que se requiere un 
acuerdo político, porque ningún partido político tiene, ha teni- 
do ni tendrá nunca los dos tercios de la Asamblca General, 
Ahí no hay representación proporcional sino una decisión ma- 
yoritaria de dos tercios o, eventualmente, de la unanimidad de 
la Asamblea General para nombrar a determinados ciudada- 
nos. Los cuatro miembros restantes tampoco se designan por 
representación proporcional, porque ese sistema que estaba 
establecido en la Ley N* 11,004 se dejó de lado expresamente 
en la reforma constitucional de 1951. Entonces, ¿cómo se pue- 
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de argumentar diciendo que no pidieron representación pro- 
porcional, si no podían pedirla? Además, nadie la pide; ni el 
Partido Nacional ni el Partido Colorado. No alcanzo a com- 
prender la fuerza del argumento, Sc dijo al Partido Colorado 
que el Partido Nacional no cede un cargo. ¿Y esto tiene que 
llamar al asombro? ¿Tiene que ser motivo de agravio O es 
algo natural en la práctica política y en la resolución de este 
tipo de problemas? 


¿Cuándo, en la integración de la Corte Electoral y del 
Tribunal de Cuentas, los partidos mayoritarios han cedido uno 


de los cinco O de los cuatro miembros que la práctica les ha ' 


asignado y los cuatro o los tres miembros que también esa 
práctica ha asignado al partido de la minoría mayor, al partido 


que le sigue en orden de votación, como dice la Constitución. 


de la República? ¿Qué se pretendía? ¿Que el partido que ganó 
la elección cediera un cargo y quedara en minoría en la Corte 
Electoral? Utilizando una expresión poco académica, no nos 
hagamos trampas al solitario. En definitiva, los miembros 
neutrales serán ciudadanos que por su posición en la escena 
política sean garantía de imparcialidad -tal como lo redactó el 
doctor Juan Andrés Ramírez, autor de este precepto en 1941- 
pero todos sabemos que pertenecen a determinados partidos. 
No estarán en la política militante, pero son ciudadanos reco- 
nocidos por su adhesión a determinadas colectividades y, con 
ese criterio serán nombrados siempre. El partido de la mayo- 
ría siempre designó cinco miembros, en acuerdos trabajosa- 
mente logrados, o no, pero nunca resignó la facultad que la 
Constitución implícitamente le da de designar cinco miem- 
bros. ¿Se pretendía que el partido ganador de la elección, el 
Partido Nacional, quedara por primera vez en la historia del 
país en minoría en la Corte Electoral? Eso podrá ser posible 
en la letra de la Constitución, pero no es admisible, no es 
razonable, en términos políticos. ¿Y eso constituye motivo de 
un agravio? No, Creo que es nada más que lo lógico, lo que 
hubiera hecho cualquier partido político que hubiera ganado 
la elección. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: creo que el señor 
Vicepresidente de la República ha tocado un tema que es el 
centro del planteo del señor legislador Korzeniak. 


Cuando él se refirió a las gestiones llevadas adelante por el 
Frente Amplio y por el Nuevo Espacio, lo hizo en el sentido 
de que dentro de la realidad política uruguaya existen fuerzas 
que representan a un tercio de la ciudadanía y era menester 
encontrar una solución política dentro de lo que permitía la 
Constitución en la primera parie del artículo de referencia 
para poder solucionar el problema, sin apelar a los recursos a 
los que se está apelando ahora, es decir, a la interpretación de 
la segunda disposición. 
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El señor legislador Korzeniak hizo referencia a que, al no 
encontrarse una solución de naturaleza política y aplicarse el 
crudo sentido del reparto político al que está haciendo alusión 
el señor Vicepresidente de la República para fundar que siste- 
máticamente siempre ha sido así y debe seguir siendo así, lo 
que buscábamos, lo que buscamos y lo que no vamos a dejar 
de buscar hasta el último instante es una solución de concor- 
dia política de mutua tolerancia, que implica entender que el 
tribunal electoral superior que hay en la República no debe ser 
patrimonio exclusivo de dos partidos cuando en el país hay 
cuatro fuerzas políticas. Este es el nudo de la cuestión, y a eso 
aludía el señor legislador Korzeniak cuando decía que se afir- 
ma el Estado de Derecho no sólo aplicando la norma sino, 
además, haciéndola creíble ante la opinión pública, fundándo- 
la en una actitud de coherencia política y de respeto al con- 
junto de las fuerzas políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: yo no 
he negado que desde el punto de vista de ciertas fuerzas polí- 
ticas pueda ser legítimo el reclamo de ingresar a la Corte 
Electoral por la vía de una determinada aplicación del artículo 
324 de la Constitución. Es decir, que las fuerzas políticas 
mayoritarias cedieran algunos de los cargos que tradicional- 
mente han designado en forma invariable, para que ellos pu- 
dieran acceder a esa representación, Lo que sostengo es que 
tan legítimo como eso es que los partidos mayoritarios sosten- 
gan que al igual que lo han hecho siempre en el pasado con 
arreglo a la Constitución de la República, puedan designar 
directamente y por acuerdo entre ellos los nueve miembros de 
la Corte Electoral. Por cierto que el sistema puede no ser el 
más adecuado y el más justo en vista de la realidad política 
del país, que no es la que existía en 1951, pero eso no habilita 
a una interpretación constitucional que nunca se realizó ni se 
aplicó en la práctica. Puede valer como crítica del sistema 
constitucional, porque la norma se redactó cuando el mapa 
político del país era distinto. Entonces, que se nos reclame 
una reforma de la Constitución en este punto, pero que no se 
nos diga que resignemos cargos cuando, por los votos de que 
disponemos en función de las mayorías que la Constitución 
establece, estamos perfectamente habilitados para disponer de 
ellos, Claro que por un gesto de generosidad política podría- 
mos innovar en la tradición que existe en esta materia y decir 
que así como en otras oportunidades -a las que me voy a 
referir de inmediato- hemos tenido gestos de generosidad polí- 
tica para con otras fuerzas, también los vamos a tener en el 
tema de la integración de la Corte Electoral. Pero de ninguna 
manera creemos que el hecho de que la Corte esté integrada 
exclusivamente con gente de filiación blanca y colorada vaya 
a traer descreimiento de la ciudadanía en cuanto a la impar- 
cialidad y la ecuanimidad con que los miembros a designarse 
vayan a desempeñar sus funciones. Ese ha sido siempre el 
procedimiento del pasado. Y pregunto: ¿cuándo alguien se ha 
animado a decir, en este país, que la Corte Electoral actuó con 
criterio sectario, partidario, o que no ha sido garantía para las 
minorías? La Corte Electoral ha cumplido correctamente sus 
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funciones hasta en la época de facto, en ocasión del plebiscito 
de 1980 y nadie fue capaz. de formularle el menor cargo -aun 
habiendo sido designada por el régimen de la época- porque 
fue una garantía total en la realización de ese acto. 


Con el mismo derecho con que algunos legisladores nos 
dicen que pretendemos hacer un reparto político, yo podría 
decirles: “Sí; pero ustedes piden participar de él, aunque sea 
con una cuota menor, de un cargo”. Debemos señalar que el 
partido que ganó una elección, nunca dejó de designar menos 
de cinco cargos en la Corte. Parece que se pretende ahora que 
el Partido Nacional inaugure esa costumbre. Pero eso le trae- 
ría obvios problemas internos porque, ¿quién resignaría esa 
posición dentro de nuestro Partido? No se puede ignorar cuál 
es la realidad de las colectividades políticas. ¿Se pretende que 
el Partido Nacional exija al Partido Colorado que resigne un 
cargo? ¿Lo resignó el Parudo Nacional hace cinco años, o 
nombró cuatro miembros de ese organismo? Hizo esto último. 
Entonces, ¿con qué derecho le va a decir al Partido Colorado, 
desconociendo su realidad interna, que uno de sus sectores 
resigne su cargo y quede sin representación? ¿Por qué se va a 
quedar afuera si tiene votos, en acuerdo con el Partido Nacio- 
nal, para designar a todos sus miembros? Se nos podrá decir 
que también con el Frente Amplio y el Nuevo Espacio alcan- 
zan Jos votos. Entonces, ¿qué se pretende? Parece que se 
pretende que el Partido Nacional, que siempre ha acordado 
este tema con el Partido Colorado, que tiene un gobierno de 
coincidencia con esa colectividad política que está represen- 
tada en el Gabinete en cargos de mucha mayor entidad políti- 
ca que éstos, le diga: “No; ahora no acordamos con ustedes; 
ahora acordamos con el Frente Amplio y con el Nuevo Espa- 
cio”. Estas dos agrupaciones tienen que comprender que no se 
les ha dicho que no por capricho o por egoísmo, sino porque 
hay una realidad interna de los partidos que dificulta otorgar- 
les un cargo y dejar de lado una práctica que ha sido tradicio- 
nal cn la vida del país, partiendo de una determinada interpre- 
tación de la norma que se consagró en el artículo 324 en la 
Constitución de 1951. 


Además, el señor legislador Korzeniak ha sido profunda- 
mente injusto -y le pido que me disculpe- al utilizar un califi- 
cativo que representa un cargo implícito y que diría que es un 
agravio al Partido Nacional, al Partido Colorado y a sus legis- 
ladores presentes en esta Asamblea Gencral, Se ha reclamado 
una elección limpia en este ámbito, como si la clección que 
vamos a llevar a cabo, por el hecho de realizar lo que es 
tradicional, no lo fucra. ¿Qué es lo que no es limpio? ¿Se 
refiere a que hemos acordado una lista de neutrales, de cinco 
ciudadanos honorables e intachables? No hay por qué ocultar 
que esos ciudadanos pertenecen al Partido Nacional y al Par- 
tido Colorado y los vamos a votar limpiamente en la Asam- 
blea General, por dos tercios de votos, como siempre se hizo. 
Luego, cada Partido va a elegir dos delegados partidarios a 
través del voto de sus legisladores, como también es tradicio- 
nal. ¿Acaso cllo no es limpio? ¿Qué tiene de incorrecto? 


También se apunta que en caso de empate en la elección, 
es decir, si prevalece la tesis del Frente Amplio y del Nuevo 
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Espacio, algunos legisladores blancos van a votar por candida- 
tos colorados. Esa es una afirmación aventurada, que no es 
susceptible de prueba, que se basa en rumores antojadizos y 
que ha sido rechazada por el Partido Colorado y por el Partido 
Nacional porque significa ir a una aplicación del precepto 
constitucional que desvirtúa totalmente el sistema del doble 
voto simultáneo, No se trata de que eso no sea limpio. ¿Sería 
sucio que un legislador blanco votara por un candidato colora- 
do o que un legislador colorado lo hiciera por uno blanco? Y, 
en cambio ¿sería limpio y honesto que legisladores del Frente 
Amplio votaran por un candidato del Nuevo Espacio y que los 
de este último lo hicieran por carididatos del Frente Amplio? 
Si se pueden cruzar y sumar los votos para representantes de 
distintos partidos, entonces, ¿por qué no podría hacerlo el Par- 
tido Nacional en favor del Partido Colorado o viceversa? No- 
sotros no afirmamos que sea una maniobra o un procedimiento 
incorrecto que dos partidos minoritarios en la Asamblea Gene- 
ral hayan decidido sumar sus votos para tratar de empatarle y 
eventualmente ganarle la designación de dos delegados al se- 
gundo partido en númcro de votos que, de acuerdo a la Consti- 
tución, es el que tiene derecho a tener los restantes dos micm- 
bros partidarios. Ese es un procedimiento de acuerdo político 
que se hace para lograr lo que votando por el propio partido, 
de ninguna manera se puede obtener, De modo que si se pue- 
den sumar las voluntades en un acuerdo político de dos parti- 
dos, ¿por qué no lo podrían hacer eventualmente otros «dos 
partidos, para impedir ese resultado que no es aquel al cual 
conduce el funcionamiento normal del artículo 324 de la 
Constitución? 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: he solicitado 
esta interrupción porque he sido aludido en forma reiterada. 


En primer término, en este país la historia y los anteceden- 
tes no han sido que los dos partidos mayoritarios hayan hecho 
acuerdos para nombrar neutrales de sus propias filas. Ese no es 
un hecho cierto. No en el período pasado pero sí en muchos 
otros, entre los neutrales de la Corte hubo personas que perte- 
necían a partidos menores, inclusive al mío, el Partido Socia- 
lista. Puedo dar nombres, pero no creo que sea necesario, 


En segundo lugar, cuando hablé del juego limpio no me re- 
fcría, desde luego, a que cuando se vayan a contar los votos se 
lo haga mal. Me refería al hecho de aprobar previamente re- 
glas que determinen que la votación sólo se vaya a hacer con 
posibilidades para dos lemas, que es exactamente la propuesta 
que se ha presentado a la Mesa y que motiva esta discusión. 
Todos sabemos que la limpieza electoral debe analizarse an- 
tes, durante y después de la elección. 


En tercer término, quicro señalar que tampoco es exacto 
que no haya habido reclamaciones; las ha habido y muy aira- 
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das. Todos tenemos presente aquella reclamación tan apasio- 
nada, en las elecciones de 1971, del recordado líder del Parti- 
do Nacional, Wilson Ferreira Aldunate, quien afirmaba que la 
Corte Electoral había proclamado un resultado que no era el 
correcto. 


Por último, en cuanto a la limpieza del procedimiento de 
que unos legisladores voten listas de otros lemas, quiero acla- 
rar muy enfáticamente que esa limpieza no tiene connotacio- 
nes de tipo jurídico. Jamás voy a sostener ni sostuve que uno 
o dos legisladores del Partido Nacional jurídicamente estén 
impedidos de votar la lista del Partido Colorado. Nunca lo he 
dicho -se pueden revisar las versiones taquigráficas- porque 
desde el punto de vista jurídico sí están habilitados. Mi afir- 
mación fue otra. El Derecho tiene una teleología, no es un fin 
en sí mismo sino un instrumento para lograr la justicia, para 
regular la conducta humana. Entonces, lo que yo afirmé fue 
que el objetivo de que un miembro del Partido Nacional vota- 
ra al Partido Colorado en esta clección era excluir la posibili- 
dad de que dos fuerzas políticas tuvieran representantes en la 
Corte Electoral, En cambio, la alternativa que nosotros hemos 
propuesto de que los miembros del Frente Amplio votemos al 
lema PGP en esta elección interna tiene el telos, el fin contra- 
rio: que todas las fuerzas políticas, en concordia democrática, 
tengan personas que las respalden en el organismo que contro- 
la la pureza del sufragio en nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR FERREIRA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor legislador. 


SEÑOR FERREIRA. - Señor Presidente: dado que mi 
amigo, el señor legislador Korzeniak, ha hecho referencia a la 
apelación del año 1971 y como este tema no había sido traído 
a colación durante este debate, quisiera señalar algo que infor- 
malmente comentara con él en el ambulatorio hace unos mi- 
nutos. Como bien señala el señor legislador, efectivamente en 
esa oportunidad el Directorio del Partido Nacional y no uno 
de sus legisladores -como bien lo recordará quien nosotros 
creemos resultó electo Vicepresidente de la República, el doc- 
tor Carlos Julio Pereyra- apeló el veredicto de la Corte Electo- 
ral ante un reclamo del Partido Nacional por invalidez de 
algunos circuitos que hacían modificar el resultado final de la 
elección, No quiero entrar a juzgar ese episodio histórico, 
pero al citarlo quiero decir que los legisladores electos bajo el 
lema “Partido Nacional”, en aquella Legislatura consideraron 
que uno de los Ministros no había actuado de acuerdo con la 
conducta que la autoridad partidaria le reclamaba. Se citó 
especialmente a los legisladores electos bajo el lema Partido 
Nacional, a este Cuerpo, presidido por el entonces Presidente 
de la Asamblea General, doctor Alberto Abdala, y se le retiró 
la confianza partidaria a un Ministro que debió, entonces, 
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abandonar su cargo. ¿Por qué hago referencia a este hecho? 
Porque, en todo caso, este ejemplo -que no había sido citado 
en toda la noche- se dio bajo el actual régimen constitucional. 
El resto de las destituciones de Ministros a las que se ha 
hecho referencia sucedieron bajo regímenes constitucionales 
distintos. Pero, en vigencia de la actual Constitución de la 
República, del año 1967, en este recinto los legisladores clec- 
tos bajo el lema Partido Nacional destituyeron a un Ministro 
de la Corte Electoral por no haber cumplido el mandato parti- 
dario. Me pregunto -y en determinado momento hice la con- 
sulta amistosa e informalmente al señor legislador Korzeniak- 
si se pudiera cambiar de lema en la sesión de la Asamblea 
General, si pudiéramos votar con lemas cruzados o hacer le- 
mas accidentales, ¿cómo se ratificaría o rectificaría la con- 
fianza partidaria? Si mañana el Partido Colorado llama a res- 
ponsabilidad a un Ministro de su confianza partidaria ¿veni- 
mos los legisladores del Partido Nacional, cruzamos el voto 
en esa sesión y le ratificamos la confianza? 


Mi intención era no intervenir demasiado en este debate, 
pero ya que el señor legislador Korzeniak ha hecho referencia 
a la apelación de las elecciones de 1971, afirmo que en ese 
momento se pusieron en vigencia mecanismos constituciona- 
les dentro de la órbita de la Constitución vigente que demucs- 
tran la imposibilidad del funcionamiento del sistema si estu- 
viéramos todos habilitados a cambiar de lema accidentalmen- 
te, durante una sesión muy puntual. No quicro pensar qué 
pasaría en este país si los blancos pudiéramos decidir sobre la 
confianza partidaria que le merecen o no al Partido Colorado 
sus Ministros, sus representantes partidarios, es decir si los 
blancos decidimos hacernos colorados por un ratito, o vice- 
versa, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Agradezco al señor le- 
gislador Ferreira su intervención porque corrobora lo que sos- 
tengo en cierto aspecto -aunque ya es entrar en la propia 
interpretación del precepto en discusión- en cuanto a que, en 
mi concepto, es constitucionalmente irregular, violatorio de la 
Constitución, del espíritu evidente de la norma -más allá de 
cuántas listas se puedan presentar y cuántos lemas puedan 
participar en la votación- que un legislador pueda votar por un 
lema que no sea el de su propio partido. No quiero utilizar un 
verbo que no es grato y por ello, sólo diría que esta situación 
desvirtúa el sistema, lo falsea. 


Eso no es lo que el constituyente pensó cuando redactó cl 
artículo 324. Se nos dice que lo que se considera incorrecto es 
que habiéndose presentado una lista por el lema al que un 
legislador pertenece, por ejemplo el Partido Nacional, even- 
tualmente un legislador de ese partido votara por otro lema, 
como ser el del Partido Colorado. Se dice: “Nosotros no hace- 
mos eso; no votamos contra los candidatos de nuestro lema”. 
Pero se pretende o se trata de utilizar un mecanismo artificio- 
so, un artilugio, para lograr un resultado que en la aplicación 
lógica del artículo 324 no se puede alcanzar. Se puede discutir 
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si se pueden presentar solamente dos listas, la de los dos 
lemas mayoritarios o si se pueden presentar tantas como le- 
mas estén representados en la Asamblea. Pero en una u otra 
interpretación el resultado va a ser siempre el mismo: prime- 
ro, dos candidatos electos por el partido mayoritario que es el 
Partido Nacional; y luego dos candidatos electos por el parti- 
do que le sigue en orden de votos, que es el Partido Colorado. 
Y esa es la interpretáción clara de la Constitución, dígase lo 
que se diga y por más vueltas que se quiera dar. Aquí lo que 
se está buscando es un resultado que la Constitución no per- 
mite y, para ello, ciertos legisladores de un lema dicen: “Va- 
mos a votar por candidatos de otros lemas”, poniendo dentro 
de ese lema un candidato que no es miembro, no está afiliado 
ni milita en ese partido. Realmente, eso es hacer una trampa a 
la Constitución; es hacer algo que nunca estuvo en la mente 
ni en el espíritu del constituyente. Si se hace para impedir que 
el Partido Colorado, como tiene todo derecho, logre la repre- 
sentación de sus dos miembros partidarios en la Corte Electo- 
ral, ¿por qué no se puede hacer otra cosa para restablecer la 
vigencia de la Constitución y que vayan a la Corte Electoral 
los dos miembros del partido que sigue en número de votos al 
partido mayoritario? No lo vamos a hacer, no lo quiere el 
Partido Colorado ni el Partido Nacional, pero con el mismo 
derecho que el Frente Amplio y el Nuevo Espacio están plan- 
teando este procedimiento artificioso, se podría emplear ese 
otro procedimiento artificioso e irregular para restablecer el 
resultado natural de la votación. 


Y Además, nos duele particularmente en términos políticos 
que se nos haga el cargo de que no procedemos con generosi- 
dad. Quiero aclarar que no se ha vertido directamente este 
concepto, pero está implícito en la afirmación de que quere- 
mos forzar la interpretación de los textos para lograr algo que 
en bucna hermenéutica constitucional no podríamos conse- 
guir, cuando cn realidad es lo que siempre se ha alcanzado 
aplicando lógica y naturalmente este precepto de la Constitu- 
ción. 


¿Se ha olvidado por parte de los legisladores del Frente 
Amplio y del Nuevo Espacio la inmensa generosidad que 
significó en el año 1989, a dos o tres meses de la elección, 
que los blancos y los colorados votáramos una ley que iba en 
perjuicio de nuestros intereses electorales y que era claramen- 
te violatoria del artículo 79 de la Constitución, para permitir a 
estos dos partidos que utilizaran un lema permanente que en 
ese momento, indiscutiblemente, no tenían, y no lo tenían 
porque la Constitución dice que para que un lema sea consi- 
derado permanente “debe haber participado en el comicio 
nacional anterior, habiendo obtenido representación parla- 
mentaria”? Se me puede decir que no es el tema que estamos 
discutiendo, pero considero que cuando se hacen cargos polí- 
ticos de esta naturaleza no se pueden olvidar antecedentes tan 
cercanos. En ese momento, ¿se nos dijo, acaso, no hagan eso 
porque violan la Constitución, porque es una interpretación 
antojadiza y porque no está establecido en el artículo 79 de la 
Constitución”? No; como favorecía los intereses electorales 
del Frente Amplio y del Nuevo Espacio se admitió y, natural- 
mente, con enorme complacencia. Ahora, en cambio, se nos 
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dice: “No pueden hacer eso porque no lo dice el artícuio 324 
de la Constitución”. Pero, entonces, vamos a acordamos de lo 
que dice la Constitución cuando nos favorece, pero también 
cuando nos perjudica. No creo que sea razonable, a tan corto 
tiempo de ese acto inusual de generosidad política que tuvie- 
ron el Partido Colorado y el Partido Nacional -consagrando en 
la ley lemas permanentes que no existían, en clara violación 
de la Constitución- que ahora se nos diga que porque vamos a 
designar cinco miembros blancos y cuatro colorados en la 
Corte Electoral -que es lo de toda la vida- estamos violando la 
Constitución y no vamos a una elección limpia en este recinto, 
Para lograr una elección limpia lo que hay que hacer es pre- 
sentar los candidatos del Partido Nacional, los del Partido Co- 
lorado, los del Frente Amplio y los del Nuevo Espacio -ambos 
tienen lemas permanentes, entonces que se presenten- votar y 
dar por terminado el asunto. Eso es lo razonable, lo lógico, lo 
que marca la aritmética del resultado de las elecciones y el 
espíritu del artículo 324 de la Constitución. 


Por otra parte, se señala que nunca se discutió este tema y 
que, por lo tanto, no hay precedentes y que sí se debatió en el 
año 1947 lo referente al lema accidental. ¡Pero, señor Presi- 
dente, nunca se discutió este tema porque nunca se vaciló, 
nunca a nadie se le pasó por la cabeza o por el magín -como 
dicen algunos- que se podía sostener otra tesis. Nunca a nadic 
se le ocurrió que cuando la Constitución habla del lema más 
votado y del que le sigue en número de votos, pueden éstos ser 
otros que los que tienen más votos en la Asamblea General, El 
lema más votado en la elección o en esta Sala es aquel que 
tiene mayor cantidad de legisladores y el que le sigue en 
número de votos en la elección o aquí dentro, es el que tiene 
numéricamente la segunda bancada más numerosa. ¿A quién 
se le puede ocurrir otra cosa? Por eso es que nunca se discutió 
tal cosa. 


SEÑOR SINGER, - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR SINGER. - Señor Presidente: en términos coadyu- 
vantes, quisiera manifestar que hay otra disposición constitu- 
cional que de alguna manera está relacionada con Ja interpre- 
tación que viene haciendo el señor legislador Aguirre Ramí- 
rez. El artículo 127 se refiere a la Comisión Permanente y 
establece que su Presidente deberá ser un senador de la mayo- 
ría. ¿De qué mayoría? De la única mayoría que se puede 
interpretar como tal en la disposición constitucional, es decir, 
la del partido mayoritario. Y se vota y se elige en la Comisión 
Permanente. 


Entonces, una interpretación distinta y desde luego total- 
mente errónea sería que los once miembros de la Comisión 
Permanente se reunieran y seis de ellos, que forman la mayo- 
ría de los once, eligieran al Presidente. Podría formalizarse un 
acuerdo entre un par de miembros nacionalistas de la Comi- 
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sión Permanente, otro del Frente Amplio y otro del Nuevo 
Espacio y elegir como Presidente de la Comisión Permanente 
a un diputado o a un senador del Nuevo Espacio. Pero, ¿eso es 
posible? No; nunca se ha planteado una duda a este respecto. 
La interpretación que se hace del texto del artículo 127 de la 
Constitución ha sido siempre la misma, o sea que se elige a un 
senador del partido mayoritario como Presidente. Con ese 
mismo criterio debe entenderse la disposición del artículo 324 
de la Carta -que siempre se ha aplicado pacíficamente- cuan- 
do sc refiere a los representantes del lema más votado y del 
lema que le sigue en número de votos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - El argumento que ha 
expresado el señor legislador Singer tiene relación con algo 
que yo pensaba manifestar más adelante, aunque no sólo refe- 
rido a la Comisión Permanente. 


Pero dejo de lado este asunto de por qué no se discutió el 
tema y voy a las citas que se han hecho en el debate referentes 
a las Opiniones de los doctores Javier Barrios Amorín y Juan 
Andrés Ramírez sobre la situación que se dio en la Asamblea 
General los días 30 y 31 de diciembre de 1947. Creo que se 
trata de citas -y lo digo con todo respeto por el señor legisla- 
dor Korzeniak aunque pienso que hay en ello un espíritu de 
travesura política- y de ciudadanos citados que, por distintas o 
coincidentes razones, nos resultan muy caros a muchos inte- 
grantes de la bancada nacionalista. Pero naturalmente, no se 
puede citar esa opinión a cuarenta y dos años de los hechos 
cuando el clima político y la división de las fuerzas políticas 
que existían cn el país, respecto del momento actual era y es 
absolutamente diversa. Además, no se trata de opiniones ver- 
tidas en el silencio del gabinete o en la cátedra, sino en pleno 
y áspero debate político, en medio de los tremendos enfrenta- 
mientos que había en aquellos tiempos entre el Partido Nacio- 
nal Independiente y la mayoría que disponía del lema Partido 
Nacional, o sea el Herrerismo. Naturalmente, esas opiniones, 
por más autorizadas que scan -las de Barrios Amorín y las de 
Juan Andrés Ramírez- partían de dos militantes ardorosos, 
políticos que estaban en pleno combate y que usaban argu- 
mentos de buena ley y otros que no lo eran tanto, según la 
conveniencia y necesidades políticas del momento, Pero ya 
que se citaron esas opiniones, es el momento de citar -como lo 
hace el doctor Gros Espiell en su obra de tesis- la opinión del 
doctor Martín R. Echegoyen, a través de un breve párrafo de 
una extensa y erudita exposición como eran todas las de aquel 
ilustrado legislador. 


Decía el doctor Echegoyen: “Los delegados de los parti- 
dos, señor Presidente, no pueden ser sino los delegados de los 
partidos ya constituidos y que precisamente por ello tiene 
sentido procurarles representación en dicha Corte: de los par- 
tidos que actúan en la lucha electoral, aquellos que mueven la 
conciencia pública y que tienen en rigor la responsabilidad de 
la propia vida política del país. ¿Cómo vamos a sustituir este 
concepto de los partidos políticos con improvisaciones acadé- 
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micas que hagamos dentro del Parlamento, a espaldas del 
electorado? Y creo que esto es lo que está ocurriendo cn el día 
de hoy. Se trata de una improvisación que no digo académica 
pero sí que parte de un arreglo político que no responde a la 
realidad de lo que se le pidió al electorado -y del voto que se 
le reclamó- en las elecciones de 1989, donde el Frente Amplio 
se presentó como una coalición con lema propio y el Nuevo 
Espacio se presentó como otra coalición y también con lema 
propio. Pero no sumaron los votos. Y entonces, ¿cómo los van 
a sumar ahora, aquí, para lograr desplazar a otros partidos que 
tienen una mayor cantidad de legisladores que ellos? 


También se podrá decir que el doctor Echegoyen estaba en 
la misma lid política, tenía el mismo ardor y su argumenta- 
ción puede ser invalidada. Pero no puede ser invalidado el 
argumento del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, vertido en 
la Cátedra y transcripto en el Tomo X de “La Constitución 
Nacional”, que dice así: “Yo creo que esa hipótesis debe ser 
descartada” -esto es la de que por un acuerdo político se 
pudiera votar por lemas accidentales- “Lo que la ley establece 
es que habrá "representantes de los partidos”, y esos partidos 
no pueden ser otros que aquellos que han obtenido representa- 
ción parlamentaria. Por consiguiente, la clección de estos re- 
presentantes de los partidos debe hacerse bajo los mismos 
lemas que han intervenido en la anterior elección de los 
miembros de la Asamblea General”. Y véase lo importante de 
lo que se agrega a continuación: “Sólo así se respeta el princi- 
pio de la representación proporcional integral, tal como el 
Constituyente lo ha entendido en este caso. La Constitución 
ha querido que haya en la Corte una representación proporcio- 
nada al número de bancas que han sido adjudicadas antes a 
cada partido en la última elección de Asamblea General”. 
“Mutatis mutandis” digo que en cl artículo 324 de la Constitu- 
ción se ha querido que en la Corte Electoral haya una repre- 
sentación de los partidos proporcionada o dependiente del 
número de representantes que esos partidos obtuvicron ante- 
riormente en la elección nacional: dos para el partido que 
ganó la elección y dos para el que le siguió en orden de votos. 
Esa es la clara intención del Constituyente. 


Finalmente dice Justino Jiménez de Aréchaga: “Este rcsul- 
tado no se alcanza si los lemas que se utilizan en la elección 
de miembros de la Corte Electoral no corresponden a los 
lemas que han sido utilizados en la anterior elección de miem- 
bros de la Asamblea Gencral”. 


Se me podrá decir que esto es algo que no está en discu- 
sión, pcro esta ley de 1947 fue, sin dudas, el antecedente 
directo de la norma de la Constitución de 1951, y en el infor- 
me de la famosa Comisión de los 25 -que luego voy a citar- se 
dice en una frase muy escueta, que ésa fue claramente la 
intención: incluir en la Constitución lo que ya estaba consa- 
grado en los hechos por aplicación de la ley del 24 de diciem- 
bre de 1947. * 


Y, entrando en el terreno propiamente jurídico, se nos ha 
hablado del inciso primero del artículo 324, que regula la 
designación de los cinco neutrales. Y nosotros preguntamos 
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por qué se nos dice esto, si sobre este punto no hay discusión. 
Aquí se requieren dos tercios de votos y se puede votar por 
los candidatos que se quiera. Aquellos que alcancen los dos 
tercios de votos serán designados y los que alcancen menos 
no. Y no hay problemas interpretativos, 


Pero, además, se nos hace un argumento de carácter políti- 
co; se nos dice que se nos proponen personas auténticamente 
neutrales; personas que, como dice el artículo, por su posición 
en la escena política son una garantía de imparcialidad. Y 
también se nos dice que son personas que han dejado la mili- 
tancia política activa. Y yo pregunto: ¿se sabe cuáles son los 
candidatos que proponemos para neutrales tanto el Partido 
Nacional como el Partido Colorado? ¿O se supone que son 
personas que están todos los días en la lucha política, que son 
individuos que están en los comités y en los organismos parti- 
darios o que han sido candidatos en la última elección? 


Todo lo contrario. Entonces, ¿por qué se formula este 
cargo implícito? Tenemos aquí la lista elevada por el lema 
PGP que presenta como titulares a los señores Oscar A. Botti- 
nelli y Nelson Sica Delísola. Y si bien ahora no vamos a 
referimos a la irregularidad que significa que se vote por 
candidatos que no son del propio partido al que pertenecen 
los legisladores que van a votar, nosotros preguntamos: el 
señor Oscar Bottineili -y lo digo con todo respeto, porque es 
un ciudadano muy respetable y que estoy seguro tendría una 
actuación intachable en la Corte Electora)- ¿es una persona 
que no haya estado en la militancia política activísima y de- 
nodada? El señor Bottinelli hace un cierto tiempo se separó 
del cargo que tenía de Secretario personal del Presidente del 
Frente Amplio, el General Seregni, pero es un ciudadano 
identificado mil por mil con esa coalición. Y no se trata de un 
demérito en absoluto; pero sí decimos que si se hace caudal 
de este nombre y del señor Nelson Sica, sosteniendo que son 
auténticos neuirales, nosotros afirmamos que los candidatos 
del Partido Nacional y del Partido Colorado lo son muchísimo 
más. No tengo en mi poder la lista de los candidatos, pero de 
memoria puedo afirmar que tres de ellos son miembros actua- 
les de la Corte Electoral, por lo cual, por impedimento consti- 
tucional no pudieron hacer política activa ni no activa durante 
cinco años. Entonces, ¿no se trata de personas que por su 
posición en la escena política son garantía de la más absoluta 
imparcialidad? Me refiero a los señores Juan Carlos Furest, al 
doctor Darwin Machado y a un tercer miembro cuyo nombre 
escapa a mi memoria, pero que también es componente actual 
de la Corte Electoral. Entonces, ¿cómo se puede dudar de que 
esas personas no son garantía de imparcialidad, cuando lo han 
sido en la elección anterior? 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede in- 
terrumpir el señor legislador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: deseo simple- 
mente hacer una aclaración que me parece ociosa porque 
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hemos escuchado con mucha atención a todos quienes han 
intervenido en el debate y si estamos proponiendo a determi- 
nadas personas para integrar la Corte Electoral como delega- 
dos partidarios en una votación que pedimos que se haga en el 
seno de la Asamblea General, no los estamos proponiendo 
como neutrales, Nadie dijo eso; lo que manifestó el señor 
legislador Korzeniak es que además esos ciudadanos, por sus 
características, eran garantía de imparcialidad de la misma 
manera -y recuerdo perfectamente lo expresado por el señor 
legislador- que nadie se atrevería a decir que las personas que 
propone el Partido Nacional o el Partido Colorado no lo vayan 
a ser. De modo que el señor Vicepresidente de la República se 
está batiendo contra molinos de viento y usando un exceso de 
argumentación contra lo que nadie dijo al fundamentar los 
nombres que se propusieron por parte del Nuevo Espacio y del 
Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Quizás me esté batiendo 
contra molinos de viento, como dice el señor legislador Garga- 
no, pero yo estaba muy atento cuando hizo su exposición el 
señor legislador Korzeniak, seguí su argumentación jurídica y 
política y cuando hizo el elogio de los miembros que propo- 
nían, que no los nombró, en mi concepto quedó claramente 
implícito un distingo entre los que proponen el Frente Amplio 
y el Nuevo Espacio y los que proponen el Partido Nacional y 
el Partido Colorado. Si no es así, me felicito de ello y me 
rectifico de mi error. 


SEÑOR BORGES. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Antes de conceder la 
interrupción, voy a decir que los miembros que proponemos 
son el señor Juan Carlos Furest, el doctor Darwin Machado, el 
actual Vicepresidente de la Corte Dr. Carlos Urruty -que fue 
asesor letrado, funcionario y ahora Ministro de la Corte; por 
tanto, mayor garantía de imparcialidad no puede haber- y dos 
distinguidos ciudadanos: uno de larguísima trayectoria pero 
retirado de la militancia política activa, que actualmente está 
por encima del bien y del mal, como decía Vaz Ferreira “Au 
dessus de la mélée”, el doctor Santiago Rompani y el doctor 
Hernán Navascués, distinguido ciudadano de nuestro Partido, 
más conocido por su carácter de asesor del Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social y por su actividad en las esferas diri- 
gentes del deporte que por su militancia partidaria, quien no 
fue candidato a ningún cargo en la última elección. Entonces, 
se trata de ciudadanos intachables, tan intachables y tan ncu- 
trales como los que puede proponer el Frente Amplio y el 
Nuevo Espacio, 


Le concedo la interrupción que me ha solicitado el señor 
legislador Borges. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 
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SEÑOR BORGES. - Señor Presidente: hace rato que estoy 
escuchando los distintos textos constitucionales, la historia de 
esta parte de la Constitución, las abundantes citas que van 
desde hace un tiempo hasta medio siglo atrás; creo que si eso 
se dice y está escrito será porque es verdad. Y hago la siguien- 
te reflexión: el señor legislador no se está batiendo contra mo- 
línos de viento, sino que se está batiendo contra una realidad 
nueva que no le gusta a muchos legisladores que están en 
Sala. Esos molinos de viento se llaman 600.000 votos que 
tienen las dos fuerzas sumadas, que son las llamadas minorías 
-así nomás- del Parlamento. inclusive, el señor legislador Sin- 
ger desde hace un tiempo a esta parte está un tanto vehemente 
cada vez que se refiere a nosotros, a las minorías, éstas dos 
minorías que hace poco nacieron y que tienen las mismas 
bancas que el Partido Colorado con toda su historia. 


Hoy se quiere interpretar de esta forma la Constitución 
contrariando lo que sucedió en el Parlamento cuando se discu- 
tió el artículo 67 -que fue reformado en el plebiscito anterior y 
respecto al cual había dos interpretaciones sobre si se estaba 
pagando bien a los jubilados o no y que fue pasado por la 
Cámara de Diputados a la Comisión de Previsión Social con 
cuatro miembros de la de Constitución, Códigos, Legislación 
Gencral y Administración- que trataba de un derecho constitu- 
cional jubilatorio. Entonces, con ese argumento se tendría que 
haber considerado en la Asamblea General. 


La pregunta que efectuó el señor legistador Cassina, con 
gran inteligencia y habilidad, nadie la contestó. Entonces, si 
todo está bien, ¿para qué ese proyecto de resolución? Si está 
tan clara la Constitución, es innecesario. Si no está clara y hay 
que interpretarla, debe recorrerse el camino jurídico constitu- 
cional porque las formas expresan contenidos; no se puede 
saltear etapas. 


Si los cinco neutrales, como ya se sabe, son blancos y 
colorados -como lo ha manifestado el señor Presidente de la 
Asamblea Gencral- y los cuatro de los partidos son blancos y 
colorados, son nueve a cero. Así que 600.000 personas son 
igual a cero, no tienen ninguna representación en la Corte 
Electoral. La gente va a preguntar: ¿esto por qué? Y le van a 
contestar que está escrito y que lean. ¡No se convence a nadie! 
Hoy día, que las personas están en todas las cosas políticas, no 
se las va a convencer, y preguntarán: ¿por qué se deja al 
Frente Amplio y al Nuevo Espacio, que tienen 600.000 votos, 
afuera de un instituto tan importante como es la Corte Electo- 
ral? ¿Por qué en otros lugares pueden estar y aquí no? Enton- 
ces se les responderá que por algo será. Empieza a germinar la 
duda y es legítima. Yo quiero que se me responda por qué 
razón, más allá de que se reconoce que van a estar blancos y 
colorados, los cinco más los cuatro; ¿cuál es el problema que 
no haya uno que refleje a esos 600.000 votantes? Si es la 
Constitución, ¡muy bien!, modifiquémosla por la vía que co- 
rresponda para que se permita entrar. ¿No es más lógico, no es 
más democrático? No puedo ampararme en hechos viejos, en 
Constituciones perimidas desde el punto de vista de lo que 
aquí se está diciendo que no corresponde a la realidad actual. 
Por lo tanto, se debe modificar para que entre el Nuevo Espa- 
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cio y el Frente Amplio. ¿Es legítimo o no? ¿Tenemos derecho 
democrático a reclamarlo? ¿Sí o no? ¡Si será culta la política 
hoy, si estarán el Frente Amplio y el Nuevo Espacio en una 
posición constructiva que han recorrido todos los caminos 
-han hablado con el Presidente y con el Vicepresidente para 
tratar de llegar a un acuerdo- y hoy, aquí, por temor -perdóne- 
seme, con el mayor respeto- a que pueda pasar cualquier cosa 
porque están empatados y pueda designarse a un miembro del 
Frente Amplio, del Nuevo Espacio o del lema que se presente, 
para cerrar el paso se inventa algo que no sé si se ha utilizado 
alguna otra vez! 


Me parece que esto es antidemocrático y estoy convencido 
que si largamos a Juan Pueblo a la calle, va a decir que algo 
anda mal y cuando el legislador Cassina habla de peligrosidad 
está reflejando un pensamiento popular. ¡Cuidado con hacer 
de la Constitución un chicle de acuerdo a si me conviene o 
no! ¡Cuidado con eso! 


El otro día en esta Sala hubo un incidente y mantuvimos 
una posición coherente. Dijimos: separemos la conducta de 
los partidos políticos en torno a cualquier cosa, inclusive al 
procedimiento económico, cuando se estaba discutiendo la 
Ley de Desmonopolización. Cada uno asumirá el juicio que la 
soberanía determine sobre él, pero cuidemos entre todos la 
institución parlamentaria. Por eso nos opusimos a los sucesos 
que acontecieron en la Cámara, porque estábamos defendien- 
do al Parlamento. Y el Parlamento y la Constitución van de la 
mano, no así la conducta que pueda tener cualquier partido 
político, que es legítima en cada caso. Después asumirán los 
costos que correspondan. 


Entonces, la pregunta que formulo al señor Vicepresidente 
de la República y Presidente de la Asamblea General, es si en 
el plano de la democracia que debe caracterizar a esta Cáma- 
ra, no estaría de acuerdo con hacer una modificación en el 
otro sentido, en que entre uno porque corresponde, Se pide lo 
que corresponde; el soberano, en las urnas dio 600.000 votos 
y no estamos allí, cuando debemos estar. Debemos saber si 
eso se puede hacer o no, si hay voluntad política y se busca un 
sentido democrático dentro de los sectores del Partido Nacio- 
nal y del Partido Colorado. No son molinos de viento; noso- 
tros no fabricamos ese asunto. 


Lo que queremos es que se responda -si es posible- a esa 
pregunta que formulo, porque creo que en ese caso la gente 
quedaría muy contenta. Y me refiero no sólo a nuestros votan- 
tes, sino también a los de todos los partidos porque nuestra 
gente es democrática; todos sabemos que es así. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: sin 
perjuicio de responder la última interrogante planteada por cl 
señor legislador, quiero solicitar que, de aquí en adelante no 
se me pidan interrupciones. Después que termine de hacer uso 
de la palabra deberé ejercer nuevamente la Presidencia y des- 
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de allí no podré interrumpir. He escuchado todos los discursos 
que se pronunciaron sin realizar interrupciones, salvo una 
muy breve que, haciéndole un “dribling” al Reglamento, le 
hice al señor legislador Cassina. Concedí generosamente to- 
das las interrupciones que se me solicitaron, pero no quiero 
aburrir a la Asamblea con un discurso de extensión desmesu- 
rada, prolongado por la vía de las interrupciones. Además, 
tratándose, en su mayoría, de argumentos jurídicos, se hace 
difícil mantener la ilación del discurso con las contínuas inte- 
rrupciones. 


Quiero decir que nosotros -no sólo me refiero a lo perso- 
nal, sino al Partido Nacional y supongo que también al Parti- 
do Colorado- no tenemos ningún temor a que haya represen- 
tación de otros partidos en la Corte Electoral. Cuando se nos 
pregunta, ¿ustedes están de acuerdo en reformar la Constitu- 
ción para que haya representación de todos?, yo respondo que 
estoy de acuerdo en reformar este artículo y en muchos otros 
de la Constitución, pero no para poner más representantes de 
los partidos en la Corte Electoral. Creo -como creía Juan 
Andrés Ramírez en 1941- que en la Corte no deben haber 
representantes de Jos partidos. Allí sólo deben haber ciudada- 
nos que no tengan militancia partidaria. Si cumplen funciones 
jurisdiccionales, deberían ser jueces de carrera. Eso sería lo 
lógico y razonable. Esta es una opinión personal con la cual, 
por supuesto, no comprometo al Gobierno de mi Partido ni a 
la bancada que integro. 


De modo que ésta es mi respuesta a la interrogante plan- 
icada. 


Pero digo, además, que si 600.000 ciudadanos no están 
representados en la Corte es porque la Constitución no les 
otorga esa representación. Eso no es culpa del Partido Nacio- 
nal ni del Partido Colorado. Están representados en la Asam- 
blea General porque para integrar el Senado y la Cámara de 
Representantes la Constitución establece el sistema de repre- 
sentación proporcional integral. En cambio, en la Corte Elec- 
toral, la Constitución -puede ser un sistema equivocado, lo 
admito sin violencia- establece cinco miembros por designa- 
ción mayoritaria -y muy mayoritaria- de la Asamblea Gene- 


ral, con un quórum muy exigente y otros cuatro miembros 


representantes, nada más que de dos partidos. De modo que 
no pueden haber representantes de cuatro partidos en la Corte, 
porque eso no está previsto en la Constitución. No es porqué 
aquí queramos dejar afuera, haciendo algo incorrecto, a 
600.000 ciudadanos que no tendrían representantes, porque 
tampoco los han tenido en el pasado y no ha ocurrido nada, 
ya que los ciudadanos que han ido a la Corte actuaron siem- 
pre con imparcialidad y han constituido una garantía para 
todos, 


Pero ese no es el tema. ¿Se puede reformar la Constitu- 
ción? Sí, pero también se puede reformar para que no haya 
más miembros partidarios de nadie, porque el actual no es el 
mejor sistema. Si no hubiera miembros partidarios autoriza- 
dos por la Constitución, nos habríamos ahorrado el debate de 
esta noche y estaríamos ocupando nuestras energías en olra 
cosa. 
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Quiero centrar mi exposición en la interpretación del ar- 
tículo 324 que al final es lo que va a resolver la Asamblea. La 
Constitución dice que los cuatro titulares representantes de los 
partidos serán elegidos por la Asamblea General mediante el 
sistema del doble voto simultáneo, correspondiéndole dos a la 
lista mayoritaria del lema más votado y dos a la lista mayori- 
taria del lema que le sigue en número de votos. Es ésta una 
disposición que se presta a algunas dificultades interpretativas. 
Pero algunas cosas están claras en ella. Por ejemplo: ni en la 
legislación anterior ni en el texto original de este artículo, 
cuando llevaba el número 314 en el proyecto de lo que fue la 
Constitución de 1951, se hablaba de doble voto simultáneo. Es 
decir que se estableció luego el sistema de doble voto simultá- 
neo. ¿Qué es el sistema de doble voto simultáneo? ¿Significa 
que se vota dos veces? No; que en un mismo acto se votan dos 
cosas distintas. Se vota primero por el Partido y se elige al 
Partido. Luego se. vota por los candidatos que presente ese 
mismo Partido. En cada Partido -sin entrar a dilucidar cuáles- 
en virtud del sistema del doble voto simultáneo, puede haber 
pluralidad de listas, aunque en esta ocasión no lo va a haber, Y 
si puede haber pluralidad de listas, en tal caso debe existir una 
votación; de allí que se diga que serán elegidos. Pero si hay 
sistema de doble voto simultáneo, si hay posibilidad de pre- 
sentar pluralidad de listas, está dicho al mismo tiempo que la 
elección se hace adentro de los Partidos. Es decir que si en el 
Partido Nacional, sus distintos sectores, quisieran presentar 
candidatos, habría una puja adentro del Partido. ¿Y quién la 
resolvería? Los legisladores del Partido Nacional. Si hubiera, 
como en otros tiempos, divisiones más profundas en los Parti- 
dos y se presentaran varias listas en el Partido Colorado, natu- 
ralmente que serían sus legisladores los que tendrían que re- 
solver esc pleito. 


Cuando en la Constituyente de 1951 se sancionó este pre- 
cepto, el Partido Colorado tenía divisiones muy marcadas; ha- 
bía ido con tres candidatos a la elección nacional y existían 
profundos enfrentamientos dentro del Batllismo y fuera de él. 
Fueron candidatos en 1950, el señor Martínez Trueba por la 
Lista 15, el señor Mayo Gutiérrez por la Lista 14 y el doctor 
Blanco Acevedo por el Riverismo. No era concebible que, en 
aquella época, se pusicran de acuerdo; era mucho más natural 
que llevaran distintas listas. Fue por eso que en este artículo 
de la Constitución se incluyó esta disposición sobre el doble 
voto simultáneo. No fue para una realidad teórica sino para 
una realidad candente, que estaba golpeando la puerta y se 
vivía adentro de los partidos tradicionales y no en los partidos 
menores, no tradicionales. Entonces, no se pudo suponer que 
en la elección de los representantes de cierto partido iban a 
intervenir legisladores de otro. ¿Alguien puede creer que esto 
se puso en la Constitución de 1951 para que un eventual pleito 
interno del Partido Nacional lo resolviera el Socialismo, o en 
las listas de candidatos del Partido Colorado votaran legislado- 
res de la Unión Cívica? Eso hubiera sido inconcebible. 


Pero es lo que se está planteando ahora. Se olvida que éste 
cs un sistema de doble voto simultáneo que representa, ante 
todo, votar por el Partido, pero, absurdamente se dice que los 
legisladores tienen libertad de votar por cualquier Partido. En- 
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tonces no sería un sistema de doble voto simultáneo sino un 
sistema de libre elección donde cualquiera vota por quien 
quiere. No habría doble voto simultáneo porque éste represen- 
ta, ante todo, votar por un partido. Y, ¿cómo va a votar por un 
partido quien no es representante del mismo y ha sido elegido 
legislador por un partido distinto? Esto no resiste el análisis, 
porque se desvirtúa el sistema y el espíritu de la norma. 


Se habla del lema más votado. ¿Qué quiere decir esto? Se 
nos dice que si hay votación, es el lema más votado en la 
Asamblea. Pero ante todo, ¿qué quiere decir lema? ¿Cómo se 
interpreta la palabra lema? El artículo 18 del Código Civil 
establece una de las reglas generales de interpretación y dice 
que las palabras de la ley -en este caso la Constitución- “se 
entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general 
de las mismas palabras. Pero cuando el legislador las haya 
definido expresamente para ciertas materias, se les dará su 
significado legal”. La palabra lema está definida desde siem- 
pre en nuestra Jegislación electoral. Está definida por el ar- 
tículo 9% de la Ley de Registro Cívico Nacional del 9 de enero 
de 1924, Esc artículo establece que lema es la designación de 
un partido en todos los actos y procedimientos electorales. 
Lema es la denominación de un partido político; es simple- 
mente el nombre de un partido político. Votar al lema es votar 
al partido político que se distingue de los demás por esa pala- 
bra que es su nombre; en la legislación electoral está identifi- 


cado como lema. Votar al lema es votar directamente al parti-' 


do. ¿Al partido cuando se le vota? Se le vota en las elecciones 
nacionales, que es cuando los partidos comparecen a requerir 
el pronunciamiento de la ciudadanía para poder acceder a los 
cargos públicos. Entonces, si se habla del lema mas votado, 
obviamente que éste es el que fue más votado en las eleccio- 
nes nacionales, Ese es el sentido natural de la expresión. 
¿Cuál va a ser el lema que le sigue en número de votos? El 
mismo que fue votado en la elección nacional, en ese orden; 
el razonamiento es idéntico. Pero además, la historia de la 
sanción de la norma lleva a esa conclusión inequívoca, porque 
en el texto original que hoy recordaba el señor legislador 
Korzeniak se decía que la designación se iba a hacer en sesión 
de la Asamblea General, correspondiendo dos representantes 
al sector parlamentario mayoritario y dos por el que le sigue 
en número de votos. Es la misma expresión que quedó des- 
pués: “el que le sigue en número de votos”. En lugar de sector 
parlamentario ahora se dice: “lema más votado”. 


¿Y cuál es el que le sigue en número de votos al sector 
parlamentario mayoritario? Aquél que en la elección había 
sido el segundo en el orden de votos y por lo tanto había 
obtenido la bancada de la minoría mayor. Si eso era lo que 
quería decir la expresión “el sector que le sigue en número de 
votos”, ahora, cuando se habla del lema que le sigue en núme- 
ro de votos ¿por qué se quiere cambiar el sentido de la expre- 
sión y se dice que es el que le sigue en número de votos en la 
Asamblea y puede ser uno por el cual voten legisladores de 
los distintos partidos? Obviamente, eso no era lo que quiso el 
constituyente de 1951, porque la Constitución de ese año fue 
un acuerdo político del batllismo y del herrerismo, muy criti- 
cado por los demás partidos y especialmente por Justino Jimé- 
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nez de Aréchaga en sus clases sobre esa Constitución. Justa- 
mente, fue criticado por eso, Aquí se hablaba de democracia, 
pero la reforma no se hizo cor ese espíritu sino con el de 
asegurar en el Consejo Nacional de Gobierno, en los Concejos 
Departamentales, en los Entes Autónomos, en los Servicios 
Descentralizados y en la Corte Electoral las posiciones políti- 
cas de los dos partidos mayoritarios que pactaban. Por eso 
redactaron estas normas: para reservarse la exclusividad de la 
representación en la Corte Electoral. ¿No gusta? Lo compren- 
demos. ¿Está mal? También lo comprendemos. ¿No está de 
acuerdo con la realidad política actual? Es cierto; pero eso fue 
lo que se hizo en 1951, y la norma está vigente. Esa fue la 
intención del constituyente. Fue la de Renán Rodríguez, que 
no se la ha expresado sólo al señor legislador Singer sino a 
otras personas vinculadas a la Corte Electoral que presidió 
durante cinco años. Le ha dicho a las personas que lo conocen 
que él redactó la norma y que tenía ese sentido; que era para 
que la mayoría se la quedara cl Partido Colorado y cl Batllis- 
mo y los otros cuatro cargos el Herrerismo, que era la mayoría 
del Partido Nacional. Entonces, esa mayoría y minoría mayor, 
con esta norma, son los que se Hevan los cargos de la Corte 
Electoral salvo que, por un gesto de absoluta generosidad 
política -que se puede tener en úna situación diversa de la 
actual- se dé entrada a otras fuerzas políticas entre los miem- 
bros neutrales. A 


Pero esa es la interpretación lógica, que se corrobora vien- 
do que el precepto habla de los “representantes de los parti- 
dos”. ¿Qué sentido tiene esto? Tiene un sentido imposible de 
negar y de tergiversar. Por supuesto que son miembros distin- 
tos a los neutrales -y no vamos a entrar en la discusión de cuál 
es la diferencia en el estatuto jurídico de unos y otros miem- 
bros- por supuesto que, como los neutrales, son integrantes al 
mismo título y tienen voz y voto en la Corte Electoral, si bien 
en algunas hipótesis, para ciertas decisiones, se requieren quó- 
rums especiales con más votos de los miembros neutrales que 
de los partidarios. Pero lo que es obvio es que si son represen- 
tantes de los partidos tiene un vínculo con los legisladores que 
los eligen. ¿Se puede suponer que el Partido Nacional eligiera 
como representante -y no quiero molestar a nadie- al conocido 
dirigente político de la Unión Cívica, el señor Ciganda o a 
nuestro ex compañero de Cuerpo el señor Daverede? Sería el 
absurdo de los absurdos, el ridículo de los ridículos. ¿Cómo 
vamos a elegir representante de nuestro Partido a una persona 
que no lo integra? Lo lógico e indudable que pretendía la 
Constitución era que cada partido votara por gente que lo 
integra para que lo pucda representar, más allá de aquella 
discusión ácerca de si se trata de la representación como se la 
entiende en el Derecho Público o si se aplica la figura del 
mandato del Derecho Privado, que creemos no debe aplicarse 
pues estos miembros de la Corte Electoral no son mandatados, 
ni están sujetos a decisiones de los órganos partidarios. Lo 
que es claro es que sí son representantes de los partidos, no 
puede haber una persona que represente a un partido si no lo 
integra; mucho menos si se trata de alguien que notoriamente 
pertenece a otro partido. Con todo respeto decimos, ¿cómo va 
a ser representante del Nuevo Espacio el señor Bottinelli, que 
era el Secretario del Presidente del Frente Amplio? ¿Cómo va 
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a ser representante del Frente Amplio un dignísimo ciudadano 
que es integrante del Nuevo Espacio? Eso es una confusión, 
una mistificación del procedimiento constitucional y, de esa 
manera, se le quita a estas personas el carácter de auténticos 
representantes de los partidos. No pueden ser representados 
los legisladores de un Partido A por quien es miembro del 
Partido B; consiguientemente, los legisladores del Partido A 
no pueden votar por un candidato del Partido B. Tampoco 
pueden hacerlo porque como ya dije, desvirtúan el doble voto 
simultáneo y, con sus votos, pueden terminar definiendo un 
pleito interno contra la voluntad mayoritaria de los legislado- 
res del partido que está eligiendo sus representantes. Esto es 
clarísimo. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Había solicitado que no 
se me interrumpiera más pero le voy a conceder nuevamente 
la interrupción que me solicita. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede in- 
terrumpir el señor legislador. 


SEÑOR CASSINA. - La tesis que sostiene el señor Presi- 
dente de la Asamblea General parece partir de la base de que 
el órgano que se va a integrar -como los demás que se inte- 
gran por elección o decisión de la Asamblea General, que son 
la Suprema Corte de Justicia, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, el Tribunal de Cuentas y la Corte Electoral- 
es político y, por lo tanto, debería tener una representación 
política que reflejara los resultados de la última elección. La 
diferencia sustancial que parece no percibirse es que no son 
órganos políticos; no son órganos en donde las decisiones que 
se adopten tengan naturaleza política o en los que jueguen las 
ideologías, los programas partidarios y las concepciones eco- 
nómico-sociales. En tres casos, son Órganos que cumplen una 
función jurisdiccional, es decir, dicen el derecho; en el otro 
caso, el Tribunal de Cuentas, tiene funciones de control de las 
cuentas del Estado y tampoco puede hacer política. No hablo 
de política menor, de politiquería, sino de política, que se 
puede hacer en los Entes Autónomos a los que se gobierna y 
administra en función de ideologías, de orientaciones de pro- 
gramas y concepciones económico-sociales de naturaleza po- 
lítico partidaria. La diferencia sustancial está en que estos 
cuatro Órganos que constituyen una emanación de la Asam- 
blea General como representación de la soberanía popular, 
tienen funciones en las que no juegan en absoluto los partidos 
políticos como tales, las ideologías, los programas, las con- 
cepciones de tipo económico sociales que son las que diferen- 
cian a los partidos, a los lemas y a los sectores. Y eso es lo 
que legitima la posibilidad, a mi juicio perfectamente admiti- 
da por el constituyente, de que un partido pueda proponer a 
una persona que esté identificada con otro partido político si 
para él, esa persona puede resultar un buen juez integrando un 
órgano que tiene sustancialmente función jurisdiccional, es 
decir, dice el Derecho, porque la Corte Electoral no puede 
hacer política. 
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Lo que tampoco se advierte es que en la interpretación de 
quienes defienden el proyecto de resolución presentado existe 
una incongruencia que tratamos de poner de manifiesto en 
nuestra exposición anterior. La elección de la Corte Electoral 
por parte de la Asamblea General es propia y distinta de la 
elección nacional, a la que sigue. De otro modo, ¿qué sentido 
tendría que el constituyente hubiera dispuesto que se elija en 
sesión de la Asamblea General y siguiendo determinadas re- 
glas? 


Por otra parte, si es correcta y ajustada a la Constitución la 
tesis de que el inciso segundo del artículo 324, al hablar del 
lema más votado y del lema que le sigue en número de votos 
se está refiriendo a los lemas de la elección anterior, seamos 
consecuentes hasta el final con la interpretación y admitamos 
que cuando habla de la lista más votada del lema más votado 
también está haciendo referencia a las listas de la elección 
anterior. En ese caso, los dos cargos correspondientes al Parti- 
do Nacional se los llevará la lista más votada de ese lema y en 
el caso del Partido Colorado los cargos corresponderán a la 
lista más votada dentro de ese otro lema. ¡Vamos a ser conse- 
cuentes con las interpretaciones! No podemos tomar los textos 
de la Constitución hasta determinadas palabras y de ahí en 
más olvidarla. O la Constitución quiere referirse inequívoca- 
mente a la elección anterior y entonces se trata de los lemas 
más votados pero también de las listas más votadas de estos 
lemas, o la Constitución está organizando una elección con 
autonomía de la nacional, a la que lógicamente se concurre 
con lemas permanentes o accidentales, y como se trata de 
elegir jueces y no de designar cargos políticos, naturalmente 
un partido puede proponer a una persona ajena a sus filas, si a 
su juicio puede ser un buen juez, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: no voy 
a contestar todos los argumentos de esta un poco extensa inte- 
rrupción del señor legislador Cassina, porque ello me obligaría 
a reiterar mucho de lo que ya he dicho y no quiero cansar más 
a este Cuerpo. Pero ante esta insistencia en exigir coherencia 
en cuanto a qué se quiere decir cuando se habla del lema más 
votado y la lista más votada, me veo en la necesidad de mani- 
festar lo siguiente. 

Es evidente que si la Constitución se remite “in totum” al 
resultado de la elección y solamente puede designar los miem- 
bros partidarios el sector que haya obtenido la lista más votada 
dentro del lema más votado, no habría ninguna elección en el 
seno de la Asamblea General, nadie votaría nada y no habría 
doble voto simultáneo; simplemente vendrían los legisladores 
electos por esa lista y dirían: “Estos son nuestros candidatos”. 
Entonces, ¿cómo se habla de doble voto simultáneo? Obvia- 
mente, porque hay una elección que hace cada uno de los 
partidos y dentro de esos partidos se pueden presentar varias 
listas. Así que la lista más votada nunca puede ser la de la 
elección anterior, sino que es la lista más votada en el seno de 
la Asamblea Gencral por parte de cada uno de los lemas que 
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tienen derecho a designar los dos representantes partidarios. 


De modo que el argumento del señor legislador Cassina 
pierde fuerza frente a esa sencilla comprobación. 


, SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
legislador? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Discúlpeme señor legis- 
lador, pero usted ya habló extensamente en el seno de esta 
Asamblea, por lo que le solicito que ahora me permita termi- 
nar mi discurso. 


Aparte de los argumentos de texto que surgen de la inteli- 
gencia normal y razonable del precepto, hay una historia de la 
sanción y una evolución legislativa. Por supuesto que no vol- 
veré a referirme a la Ley N* 11.004, máxime teniendo en 
cuenta que también lo han hecho otros señores legisladores, 
pero indiscutiblemente el tenor de esta ley es conducente a 
entender en forma racional el contenido del artículo 324 de la 
Constitución en el sentido en que nosotros lo hacemos. 


Pero también están todos los antecedentes de la Constitu- 
ción de 1952; está el pacto de los dos partidos -al que ya me 
referí- así como el informe de la Comisión de los 25, una de 
cuyas frases anuncié hace un rato que iba a leer y que consta 
en la página 670 del tomo 1 de la publicación hecha en su 
momento por la Cámara de Representantes, Refiriéndose al 
artículo 324, allí se dice: “Se constitucionaliza la actual com- 
posición de la Corte”. Es decir que se consagra en la Constitu- 
ción, no el actual sistema de designación, no la forma de 
nombrar los miembros de la Corte que estaba establecida en la 
Ley N* 11.004 y que se hacía por representación proporcional, 
sino la actual composición de la Corte. ¿Y cuál era su compo- 
sición en 1951? Cinco miembros neutrales, tal como lo esta- 
blecía el artículo 277 de la Constitución de 1942, y cuatro 
miembros partidarios consagrados por la Ley N* 11,004, de 
acuerdo a una previsión de aquella Constitución que autoriza- 
ba a la ley a aumentar el número de representantes de la 
Corte, dos de los cuales habían sido elegidos por el lema 
mayoritario, el Partido Colorado, y dos por el Herrerismo, que 
era el lema que le seguía en número de votos. Y reitero que el 
informe de la Comisión dice: “Se constitucionaliza la actual 
composición de la Corte”, que era esa: cinco miembros neu- 
trales, dos miembros por el partido mayoritario y dos por el 
que le seguía en número de votos. ¿Y qué es lo que estamos 
diciendo desde que empezó la sesión? Eso fue lo que quisie- 
ron quienes hicieron la disposición y los que redactaron el 
informe. Cuando explicaron el artículo 324 de la Carta no 
dijeron otra cosa. Utilizaron sólo media docena de palabras 
para decir que quedaba consagrado en la Constitución lo que 
antes se hacía en la práctica, que es lo que queremos hacer 
esta noche. 


Por otra parte, en la página 675 de este volumen figura el 
informe en minoría del representante de la Unión Cívica, el 
recordado legislador, que fue también Canciller de la Repúbli- 
ca doctor Venancio Flores, quien naturalmente se oponía a la 
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Constitución de 1951. En uno de los apartados de su informe, 
criticando este sistema de integración de la Corte, dijo: “Con- 
fía el juicio de las elecciones de Representantes y Senadores, 
a la Corte Electoral, en competencia privativa, y en lugar de 
crear entonces una magistratura imparcial, acentúa la servi- 
dumbre partidaria de la justicia electoral” -y esto es lo impor- 
tante- “entregando la suerte de los partidos políticos a la dis- 
crecionalidad de dos de ellos”. Más allá de la severidad de la 
crítica, que se explica por el enfrentamiento político vivido cn 
el seno de la Cámara de Representanics al considerarse la 
reforma de 1951, el juicio de Venancio Flores sobre esta 
Constitución es que la integración de la Corte quedaba librada 
a la discrecionalidad de los dos partidos mayoritarios, porque 
la Carta establecía que eran dos miembros para el lema mayo- 
ritario y dos para el que le seguía, mientras que los otros cinco 
eran designados por acuerdo de los dos tercios de la Asamblea 
General. En aquel momento, en los años 1951 y 1952 no se 
discutió si esa era la interpretación correcta de esta norma, y 
por tal razón la criticó Justino Jiménez de Aréchaga. En el 
Tomo IV de su obra “La Constitución de 1952”, con el tono 
cáustico que le era habitual cuando estaba en contra de un 
determinado instituto o de una determinada disposición jurídi- 
ca, dijo el Maestro lo siguiente: “Observen que estos cargos 
no son siquiera reservados a los lemas más votados, sino a la 
lista más votada de cada uno de los lemas más votados. Sigue 
advirtiéndose aquí la desconfianza respecto de la real unidad 
de esos grandes partidos”. ¿Y esto qué quiere decir? Que se 
reservaban los cargos para los grandes partidos y no para otra 
fuerza política; se reservaban para cl Partido Colorado y para 
el Herrerismo, que en esa época prácticamente representaba al 
Partido Nacional o por lo menos disponía del lema en exclusi- 
vidad. Y refiriéndose a esa desconfianza respecto de la real 
unidad de esos grandes partidos, continúa diciendo Justino 
Jiménez de Aréchaga: “Si no se pensara en ella, será muy 
difícil explicar por qué en cargos que mo son de ejecución, 
sino que son fundamentalmente, de contralor, sólo se da entra- 
da a candidatos que correspondan a las listas más votadas 
dentro de esos partidos”. 


Quiere decir que no hay ninguna duda de la interpretación 
o de la inteligencia que de este precepto hacía Jiménez de 
Aréchaga. El artículo 324 de la Constitución había consagrado 
un sistema que él criticaba, pero que era ese y no otro: los 
cuatro cargos de los representantes partidarios para los dos 
partidos tradicionales, y como además existía desconfianza 
respecto a su unidad interna y había dificultad en lograr acuer- 
dos internos, se estableció el doble voto simultáneo, para que, 
en caso de no haber acuerdo, cada uno votara una lista distin- 
ta, pero siempre reservando los cuatro cargos partidarios para 
esos dos partidos, dos para uno y dos para el otro. Eso era lo 
que criticaba, quizás con toda razón, Justino Jiménez de Aré- 
chaga, pero no hay duda de cuál era su interpretación, coinci- 
dente con la nuestra, sobre el alcance del precepto. 


Asimismo, ya he dicho -y con esto me voy a acercar al 
final de mi exposición- que los antecedentes parlamentarios 
también son totalmente coincidentes con esta interpretación. 
Nunca se dudó de que era cn esta forma que se hacía la 
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elección, que se votaba por el lema del partido mayoritario y 
por el que le seguía en número de votos, y no por ningún otro. 
Por ejemplo, el 28 de febrero de 1962 la Asamblea Gencral se 
reunió y nombró una nueva Corte Electoral. En esa sesión se 
proclamó la votación por el Secretario del Senado, doctor 
Pastor Salvañach, quien dijo quiénes habían sufragado para 
designar a los miembros neutrales de la Corte Electoral; todos 
ellos eran exclusivamente Senadores blancos y colorados. No 
votó ningún Senador de otro partido. Luego, el Secretario de 
la Cámara de Diputados, el recordado Gumersindo Collazo 
Moratorio, proclamó quienes habían sufragado por esos 
miembros neutrales entre los Representantes, todos ellos ex- 
clusivamente del Partido Colorado y del Partido Nacional y 
por supuesto que no voy a leer la larga nómina. Posteriormen- 
tc, se pasó a proclamar la votación de los miembros partida- 
rios y, a su turno, el Secretario del Senado y el de la Cámara 
de Representantes leyeron los nombres de los Senadores y los 
Diputados que habían votado. Todos los tegistadores del Par- 
tido Colorado habían votado exclusivamente a los candidatos 
de su lema mientras que los candidatos del Partido Nacional 
fueron sólo votados por los legisladores nacionalistas. 


No se presentó ninguna otra lista; los demás legisladores 
no votaron y no usaron los lemas permanentes de que dispo- 
nían ni presentaron candidatos porque se sabía que ello no co- 
rrespondía. Lo mismo ocurrió en el año 1971, en la votación 
de la sesión del 14 de octubre de ese año. No obstante, suce- 
dió algo distinto que no está de más tener presente. Por la 
lista de neutrales, se proclamó la votación de los señores 
senadores. Los senadores blancos y colorados votaron íntegra 
la nómina; pero luego se dijo que habían sufragado eliminan- 
do al tercer titular los señores senadores Francisco Rodríguez 
Camusso, Alba Roballo, Zelmar Michelini y Enrique Rodrí- 
guez. Ellos se consideraron habilitados a votar -como efecti- 
vamente lo estaban- y a eliminar a un titular que no les mere- 
cía confianza. Posteriormente se pasó a la votación de los 
miembros partidarios. El señor Collazo Moratorio proclamó a 
los delegados partidarios del Partido Colorado que luego fue- 
ron votados por todos los Diputados de ese Partido. Luego re- 
firió a los diputados del Partido Nacional que votaron por sus 
respectivos delegados partidarios. El señor Farachio -aquí 
presente- que en ese momento estaba actuando como Secreta- 
rio de la Asamblea, proclamó a los electos delegados partida- 
rios por el Partido Colorado que, naturalmente, fueron vota- 
dos sólo por los senadores colorados. Los senadores del Parti- 
do Nacional votaron a los delegados de su sector. Los señores 
senadores Rodríguez Camusso, Zelmar Michelini, Alba Roba- 
llo y Enrique Rodríguez naturalmente no votaron por los 
miembros del Partido Colorado ni por los del Partido Nacio- 
nal; tampoco presentaron candidatos ni usaron lema perma- 
nente alguno, si es que lo había. Ellos habían formado una 
coalición de la que algunos lemas habían obtenido representa- 
ción parlamentaria en el comicio anterior. Por lo tanto, los 
Partidos Comunista, Socialista y Democracia Cristiana esta- 
ban habilitados a utilizar sus lemas y votar. Sin embargo, 
reitero que no presentaron candidatos; el acta de la Asamblea 
no registra votación alguna por los lemas minoritarios. 


De esta forma se procedió en los años 1962 y 1971, por- 
que así se aplicó siempre esta disposición constitucional. 
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Ahora esta tesis revolucionaria e innovadora, resulta que es 
una interpretación indiscutible de la Constitución, que nunca 
fue sostenida por estos mismos partidos minoritarios cuando 
no habían formado la actual coalición; no se les ocurrió sus- 
tentarla antes para desplazar al Partido Colorado o al Partido 
Nacional del derecho que tenían de nombrar sus representan- 
tes en la Corte, Entonces, ¿cómo se sostiene ahora cesta tesis 
que antes nadie sostuvo? 


Nosotros decimos que el tenor de la norma, la historia de 
su sanción, la evolución legislativa y sus antecedentes parla- 
mentarios son todos inequívocos en cuanto a la interpretación 
que resulta del proyecto de resolución que han presentado 
legisladores del Partido Nacional y del Partido Colorado. Ade- 
más, la interpretación de la Constitución en su contexto en 
forma armónica, como lo establece uno de los principios que 
figura en la introducción del Código Civil, obliga a tencr en 
cuenta lo que la Carta dice en otras disposiciones cuando em- 
plea la expresión “el lema más votado”. Podemos observar en 
el inciso primero del artículo 94 que se establece que cuando 
haya ausencia definitiva O temporal en la Presidencia de la 
República o en la Vicepresidencia desempeñará aquellas pre- 
sidencias el primer titular de la lista más votada del lema más 
votado. ¿Á que se refiere esta norma con “el lema más vota- 
do”? Por supuesto que se trata del que lo fue en la elección 
nacional. 


En el artículo 153 que trata el mismo problema también se 
habla del senador “primer titular de la lista más votada del 
lema más votado”, refiriéndose naturalmente a la elección na- 
cional. 


En el artículo 271, que refiere a la elección de los Inten- 
dentes, se establece la forma de acumular los votos por lema y 
luego dice: “Corresponderá el cargo de Intendente Municipal 
al candidato de la lista más votada del lema más votado”. Es 
decir que en tres disposiciones constitucionales se habla del 
lema más votado y en todas incquivocamente se refierc al 
lema más votado en la elección nacional. Sin embargo, cuan- 
do se trata de esta elección de los miembros de la Corte Elec- 
toral se sostiene que la Constitución cambia el criterio y que, 
por lo tanto, no se trata del lema más votado de la elección 
nacional, sino del más votado en la Asamblea Gencral. Esto 
no constituye una interpretación armónica, no guarda la debi- 
da correspondencia entre las distintas disposiciones. 


Por último, haremos referencia a un argumento que sostu- 
vo el señor legislador Singer. La Constitución expresa que 
habrá una Comisión Permanente compuesta por cuatro Sena- 
dores y siete Representantes elegidos por el sistema proporcio- 
nal y designados por sus respectivas Cámaras. Esa elección 
proporcional se hace de acuerdo con la integración de cada 
bancada: la mayoritaria lleva determinada cantidad de Sena- 
dores y Diputados, la que le sigue en número de votos lleva 
otro tanto y las demás, si les alcanza el número de legislado- 
res, pueden obtener algún representante. Pero con esta tesis 
que hoy se ha inaugurado, mañana se puede sumar los votos 
de dos bancadas minoritarias y disputar la representación que 
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siempre ha tenido en la Comisión Permanente el partido que 
es la minoría mayor. Entonces, cuando al iniciar el segundo 
período de la Legislatura designemos a los integrantes de la 
Comisión Permanente no nos vamos a extrañar, si prospera 
esta tesis novedosa, que el Frente Amplio y el Nuevo Espacio 
digan que, por tener la misma cantidad de votos que el Partido 
Colorado, van a presentar candidatos comunes, teniendo así la 
misma representación proporcional que ese Partido. Eso sería 
desvirtuar el sistema que estableció la Constitución para la 
integración de la Comisión Permanente. Ahora se quiere des- 
virtuar el sistema de integración de la Corte Electoral suman- 
do votos de diferentes partidos. 


Reitero que no hemos venido con la intención de hacer 
innovaciones; vamos a hacer lo que se hizo toda la vida, 
dándole a la mayoría y al partido que salió segundo en el 
número de votos lo que siempre tuvieron. Por supuesto que es 
legítima la aspiración de los otros partidos en cuanto a tener 
representación en la Corte Electoral. Pero la Constitución no 
les brinda esa posibilidad. Es más: nunca la tuvieron en la 
historia constitucional del país. Desde que la Corte Electoral 
existe, la Asamblea General jamás cligió representantes parti- 
darios de otros partidos que no fueran el Partido Colorado y el 
Partido Nacional, o sea, del ganador de la elección y del que 
le siguió en número de votos. Si se critica el sistema, se debe 
proponer una reforma de la Constitución. No consideramos 
admisible que para defender una posición política, comprensi- 
ble desde el punto de vista de quienes la sostienen, se preten- 
da afirmar que la interpretación de la Carta que nosotros hace- 
mos es antojadiza y violenta el sentido o la letra de los textos 
constitucionales, 


Lamento haberme extendido demasiado en mi exposición, 
pero me sentí en la obligación de fundar el voto que voy a 
emitir en base a las razones de carácter jurídico y político que 
he expuesto ante la Asamblea. 


SEÑOR SINGER. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor legislador. 


SEÑOR SINGER. - Señor Presidente: el señor legislador 
Borges en uso de una interrupción, habló de la vehemencia de 
algunas de mis intervenciones al referirme a los sectores mi- 
noritarios, el Frente Amplio y el Partido por el Gobierno del 
Pueblo. Si mi vehemencia pudo haber molestado al señor le- 
gislador o a alguno de los otros integrantes de esos partidos, 
pido disculpas porque a veces la forma en que uno se expresa 
trasciende lo que uno desea manifestar. Al Frente Amplio y al 
Partido por el Gobierno del Pueblo siempre los hemos tratado 
con el respeto que se merecen como fuerzas políticas impor- 
tantes de este país. 


No consideramos feliz la expresión de que aquí podemos 
arribar a una solución antidemocrática porque las voluntades 
ciudadanas que representan ambos partidos políticos no esta- 
rían incluidas en la Corte Electoral. No; esa expresión no es 
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saludable. Lo que aquí vamos a hacer es totalmente democrá- 
tico, ya que está en un cien por ciento ajustado a la Constitu- 
ción de la República. El Frente Amplio y el Partido por el 
Gobierno del Pueblo tienen en el ordenamiento institucional 
la representación que la ciudadanía les ha dado. No la tienen 
en todos los órganos de gobierno que pueden cumplir funcio- 
nes tanto o más importantes que las de la propia Corte Electo- 
ral. Por ejemplo, en el Tribunal de Cuentas no van a tener 
representación; de acuerdo al criterio expuesto por el señor 
legislador, podría pensarse cómo es posible que en el órgano 
encargado de controlar las cuentas del Estado no van a estar 
representadas fuerzas políticas que han tenido tantos votos. 
Entonces, ¿estaríamos ante una situación antidemocrática? 
No, no es así, señor legislador; de ninguna manera. Con el 
mismo criterio, podríamos decir; ¿cómo en el Banco Central, 
que maneja cuantiosos intereses para el país en su conjunto, 
tampoco están representados el Frente Amplio y el Nuevo 
Espacio, o ambos en conjunto si se pusieran de acuerdo en un 
candidato? En ese caso, ¿se trataría de una situación antide- 
mocrática? No, de ninguna manera; no se puede admitir ese 
tipo de razonamiento porque no es bueno ni saludable. El 
Frente Amplio, el Nuevo Espacio y el Partido por el Gobierno 
del Pueblo están representados en todos los organismos, de 
acuerdo a los votos que han obtenido, y nada más. Eso es lo 
democrático. De acuerdo con la solución a la que vamos a 
arribar acá, van a tener la representación que les corresponde 
en el marco constitucional. Si el Frente Amplio y el Nuevo 
Espacio no están representados en la Corte Electoral -que nos 
proponemos integrar- no hay nada antidemocrático en ello, 
sino todo lo contrario; es una solución democrática. Los cinco 
miembros neutrales serán elegidos por los dos tercios del total 
de componentes de la Asamblea General y los delegados par- 
tidarios serán elegidos como lo han sido siempre. Por lo tanto, 
pienso que todos estamos actuando en estricto cumplimiento 
de las normas constitucionales y con un profundo respeto por 
todas las fuerzas políticas, ajustándonos a los principios de- 
mocráticos que todos estamos obligados a defender. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Señor Presidente: en 
realidad, soy perfectamente consciente de que ingreso en este 
momento a un debate del cual quiero subrayar dos caracterís- 
ticas, la segunda de ellas con especial complacencia. 


La primera, es que tiene por centro un tema de excepcio- 
nal significación desde todo punto de vista. La segunda, es 
que se ha desarrollado en términos que enriquecen los anales 
parlamentarios. Más allá de que naturalmente nosotros nos 
sentimos interpretados por una de las posiciones y no por la 
otra, ello no es y no podrá ser obstáculo al reconocimiento de 
la seriedad de argumentaciones que han sido formuladas en 
uno y otro sentido. 


Más allá de algunos análisis que han tenido que ver con 
aspectos políticos, lo medular de cuanto ha sido examinado 
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hasta ahora ha tenido relación con las interpretaciones jurídi- 
co constitucionales vinculadas con el tema, y ellas han sido 
de una riqueza excepcional. Yo me siento totalmente inter- 
pretado por la posición que al respecto han asumido funda- 
mentalmente los señores legisladores Korzeniak y Cassina. 
Pero ello, lo reitero, no excluye el respeto y la estima por 
valores argumentales muy señalados que han sido dados tam- 
bién en la interpretación jurídico-constitucional contrapuesta 
a ésta que comparto. 


Creo, sin embargo, que el tema no se agota ni mucho 
menos en el examen jurídico constitucional, que constituye 
por supuesto un elemento imprescindible del análisis, pero 
que en definitiva y en esencia no sino el soporte, el instru- 
mento en base al cual debe ser proyectado el análisis del tema 
que consideramos. 


Entro a este tema en cierta medida como lo hice en 1985, 
sin excitación y sin sorpresa; pero sí en grado mucho mayor 
que entonces, con preocupación, con honda preocupación. 


Creo que corresponde subrayemos un elemento que está 
ínsito en el tema que consideramos: integración de la Corte 
Electoral. No podemos saltcar ni menospreciar el hecho de 
que la Corte Electoral tiene que ver en su funcionamiento con 
el basamento mismo de nuestro ordenamiento democrático. 
Ea democracia es un valor que no se pregona; que se siente, 
que se vive, que se aplica o que simplemente se ignora. La 
democracia trasciende extensamente y en cualquier dimen- 
sión todos los formalismos que se le apliquen. Puede admitir 
muchos matices, puede admitir variedades, las más diversas; 
pero hay algunas realidades esenciales que la integran. La 
democracia es libertad, la democracia es participación, la ver- 
dadera, la total, no la pregonada, de minorías más o menos 
ruidosas; la de la totalidad, la de los 2:200.000 componentes 
de nuestra ciudadanía que libremente se expresa y que deter- 
mina opciones, y con ellas, destinos. Es la instancia suprema 
del funcionamiento democrático nacional, a través de las 
elecciones nacionales y a través de las consultas populares. A 
cste respecto, yo recuerdo instancias tan importantes casi 
como una elección nacional. Por ejempio, el plebiscito en el 
cual el pueblo optó entre el voto verde y el voto amarillo. Y 
cuando en el transcurso de este debate he oído hablar de 
cuáles son las federaciones de partidos o cuáles son los parti- 
dos y cuáles las diferencias internas y las semejanzas, en el 
momento en que el señor legislador Korzeniak se refería a 
tres diferencias de un lado y por lo menos treinta del otro, yo 
recordaba que en aquella trascendente instancia del voto ver- 
de y el voto amarillo, solamente el Nuevo Espacio y el Frente 
Amplio pueden registrar unanimidad de decisiones; en cam- 
bio, ni el Partido Colorado ni el Partido Nacional pueden 
incluirla en su acervo histórico, porque ambos fueron dividi- 
dos a aquella instancia tan trascendente. 


Pero debo recordar que la Corte Electoral, cuya integra- 
ción estamos examinando, juega un papel decisivo, protagó- 
nico e insustituible en todos estos clementos vitales para 
nuestro ordenamiento democrático. No solamente es jucz, 
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sino que tiene una competencia exclusiva e inapelable. Enton- 
ces, no podemos prescindir del análisis de estos elementos al 
entrar a considerar su integración, 


- Para nosotros este es un tema capital y diría que aqui, 
mucho más allá de una o de otra interpretación constitucional, 
hay dos filosofías contrapuestas: la del cambio, la de la reno- 
vación, la del reconocimiento de circunstancias nuevas, frente 
a la de la rutina y el anquilosamiento. Una es la de quienes 
decimos: “Hay hechos nuevos en la vida política del país. 
¿Cómo los integramos? ¿Cómo los reconocemos? ¿Cómo los 
proyectamos a nuestra vida institucional?” Otra es la de quie- 
nes como todo argumento se limitan a instalarse en sus verda- 
des inamovibles y a decirnos: “Siempre fue así y en conse- 
cuencia siempre tendrá que ser asf”, 


Yo digo, señor Presidente, que este es el elemento central 
sobre el cual tenemos que manejamos. No es un misterio para 
nadie en este país que hemos cumplido un papel, dentro de 
nuestra modestia, para la fundación del Frente Amplio. Ello 
no ha implicado nunca -y seguramente no implicará- menos- 
precio o desconocimiento del papcl histórico jugado por los 
partidos llamados tradicionales. No ha implicado nunca ni im- 
plicará desconocimiento de sus valores históricos ni del papel 
que todavía están llamados a cumplir. Sí expresa la aspiración 
de dar una opción nueva, distinta, sintética y que nosotros 
estimamos tiene capacidad para superar a las anteriores, y con 
respecto a la cual, definitiva y democráticamente sólo el pue- 
blo será el que tenga que dar, en cada oportunidad en que 
corresponda, su veredicto. 


Nosotros, en función de estos elementos hemos conversado 
de este tema en todas las oportunidades en que nos ha sido 
posible hacerlo. Apenas instalado este Gobierno, el Presidente 
del Frente Amplio, General Seregni, interpretando a la totali- 
dad del Frente, planteó este asunto al señor Presidente de la 
República. Posteriormente tuve oportunidad de mantener una 
entrevista personal con el señor Presidente de la República y 
también se lo planteé, refiriéndome principalmente a la Corte 
Electoral y al Tribunal de Cuentas. Fue una entrevista perso- 
nal y no me siento autorizado a expresar públicamente la opi- 
nión que me dio el señor Presidente de la República. Sí puedo 
decir que tengo el convencimiento de que su opinión personal 
no es insensible a las reflexiones que nosotros le formulára- 
mos. La Corte Electoral no es un Ente Autónomo más. Noso- 
tros sabemos que en el Banco Central, como en el Banco de la 
República, como en la Administración de Puertos, en ANCAP, 
UTE, ANTEL y otros, se juegan cosas importantísimas para la 
vida nacional. Naturalmente que el Tribunal de Cuentas tiene 
una enorme significación en la medida en que controla las 
cuentas del Estado, pero la Corte Electoral es un hecho distin- 
to; tiene una significación impar y, por alguna razón que todos 
reconocemos, su forma de integración ha sido elaborada mu- 
cho más cuidadosamente, ha sido mucho más trabajosamente 
establecida y, en definitiva, es distinta a la de cualquier otro 
organismo del Estado. Nosotros creemos que este es un tema 
que debe ser planteado con especial cuidado. 
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Días pasados, próximos a la finalización del año, fuimos 
invitados los legisladores de todos los partidos por el Presi- 
dente de la República; la mayoría concurrimos a presentarle 
nuestros saludos. Yo fui uno de los que asistió, porque consi- 
dero que las diferencias de concepciones políticas no deben 
retacear las consideraciones de orden personal. Y como no me 
creo el dueño de la verdad, nunca he sentido la vanidad de 
imaginar que quienes piensan distinto son inferiores; respeto 
profundamente; lo que estimo es el patriotismo y la buena 
intención de un gobernante, democráticamente elegido por el 
pueblo, con cuyas soluciones casi siempre discrepo, pero cuya 
buena intención reconozco. En aquella oportunidad, el Presi- 
dente de la República dirigió algunas palabras -que, en térmi- 
nos generales, estimo muy compartibles- al conjunto de los 
legisladores. Se refirió a la dificultad, que es necesario todos 
supcremos, de las relaciones entre el Poder Ejecutivo que él 
encabeza y el Poder Legislativo que nosotros integramos. En 
esa oportunidad el doctor Lacalle hizo una referencia que 
personalmente me resultó muy grata, extraída de una de las 
obras del doctor Luis Alberto de Herrera, una de las inconta- 
bles cosas notables que estamos releyendo con gusto y que 
Herrera escribió. Dijo: “no extremar el Derecho”. El Presiden- 
te de la República decía: “Esa es una regla muy sabia. Yo 
puedo tener derecho a hacer tales o cuales cosas, porque la 
Constitución y la ley me lo dan, pero no es necesario que en 
todos los casos utilice el 100% de ese derecho que las normas 
me acuerdan”. Este es el caso; esto es así: que la interpreta- 
ción permita que el Frente Amplio y el Nuevo Espacio sumen 
sus fuerzas a los efectos de la integración de la Conte Electo- 
ral o que no lo permita, es una discusión jurídico-constitucio- 
nal, y hay argumentos importantes de un lado y del otro. Que 
esto sea pertinente, oportuno, viable, lo podemos discutir, 
pero hay un hecho real que se puede aceptar o rechazar, pero 
no puede ser ignorado: cuando aquí se ha hablado de que hace 
veinte años Zelmar Michelini, Alba Roballo, Enrique Rodrí- 
guez y yo votábamos de tal o de cual manera, éramos cuatro; 
hoy en día hay veintiún Diputados del Frente Amplio y nueve 
del Nuevo Espacio; siete Senadores del Frente Amplio y dos 


del Nuevo Espacio. Esta última elección marcó un descenso ' 


cuantitativo apreciable en la suma de los dos lemas tradicio- 
nales, que alcanzaron la cifra proporcionalmente menor de 
toda su historia en relación al total de votantes, Pero además 
en esa proporción se incluye mayoritariamente el voto de la 
gente de mayor edad y minoritariamente los votos de la gente 
más joven. Cualquier análisis -por preliminar que sea- que se 
efectúe de la evolución de la opinión pública democrática- 
mente expresada en nuestro país, hace comprender que se 
producen cambios y sustituciones importantes y que tienden a 
extenderse. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Astori) 


¿Este hecho se reconoce o se rechaza? ¿Esta realidad se 
integra o se margina? ¿Que la suma del Partido Nacional y del 
otro Partido alcanza a los ochenta y siete? Sí, pero apenitas. 


En 1985, estábamos lejos de poder igualar a ninguno de 
los lemas tradicionales; en 1990, con el segundo de estos 
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lemas, somos treinta y nueve y treinta y nueve. ¿Alguien tiene 
dudas de qué va a ocurrir, en términos generales, cinco años 
más adelante? ¿Alguien cree que esta situación va a retornar 
al punto de partida, que vamos a volver a la década del $0, 
cuando estas disposiciones se dictaron y en momentos en que 
el tercer lema no pasaba de cuatro o cinco legisladores en un 
total de ciento treinta? ¿Alguien lo cree? ¿Alguien está tan 
divorciado, tan absolutamente marginado de la realidad nacio- 
nal, como para suponerlo? ¿Qué se quiere, entonces? ¿Por qué 
se opta? Este es para mí el hecho esencial, ¿Aceptamos los 
cambios, nos integramos a ellos o nos aferramos, no ya al 
piedeletrismo, solamente, sino al cálculo matemático más es- 
tricto y, en definitiva, absurdo? Obsérvese a qué extremo he- 
mos llegado, que ya para justificar una forma determinada de 
integración, nada menos que de la Corte Electoral, no de la 
ANCAP o de la OSE, no sólo nos estamos remitiendo a expli- 
caciones jurídico-constituciomales, por lo menos discutibles, 
sino que estamos haciendo notar que lo tenemos que hacer así 
porque en el medio está la Coincidencia. ¿De manera que 
depende de la Coincidencia la integración de la Corte Electo- 
ral, que es juez exclusivo y con decisiones inapelables nada 
menos que en el aspecto vital del funcionamiento del ordena- 
miento institucional democrático del país? Pero, además ¿en 
qué momento? En un momento en el cual nosotros sentimos 
como nunca antes -y lo dice alguien que hace más de medio 
siglo que milita en política y que en febrero va a ser cuarenta 
años que está sentado acá- la sensación de estar viviendo una 
etapa de transformación histórica tan profunda como ésta. Lo 
he dicho muchas veces y lo volveré a decir aunque a todos no 
les guste, sin distingos ideológicos ni partidarios, que este es 
el tiempo en el cual el que se adapta podrá tener derecho a 
una parte de la razón y el que se queda, muere. Casi todo es 
aceptable menos no reconocer la impostergable necesidad de 
cambios profundos y muy importantes. 


Obsérvese, señor Presidente. En el día de ayer, durante 
cuatro horas y media en la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les, con presencia de legisladores de todas las Comisiones, 
escuchamos a los señores Ministros de Relaciones Exteriores 
y de Ganadería, Agricultura y Pesca, y llovicron preguntas 
sobre ellos. Los temas tratados fueron la Ronda Uruguay del 
GATT y el MERCOMSUR, El próximo 21 de enero nos vol- 
veremos a reunir con ambos Ministros y con los de Economía 
y Finanzas e Industria y Energía. ¡Qué sensación tenemos de 
cosa compleja, difícil, transformadora y revolucionaria, cn el 
verdadero, auténtico y trascendente sentido de la palabra! Yo 
no podría decir exactamente qué mundo nos espera. Sé, estoy 
seguro de ello, que los cambios que ya hemos estado viviendo 
en estos últimos cinco años son sólo el prólogo y que los que 
nos esperan en los próximos diez, quince o veinte, van a ser 
inmensamente más grandes y significativos. Este es un mo- 
mento en el que estamos estudiando con una visión o con otra 
nada menos que la transformación del Estado en términos 
como nunca habían sido planteados en la historia del país. 
Este es un tiempo en el cual estamos dispuestos a examinar en 
el Parlamento -porque hay un Mensaje del Poder Ejecutivo- 
formas que tienden a transformar significativamente las rela- 
ciones laborales. Habrá, sin duda, choques muy duros de opi- 
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nión sobre el tema, pero el tema está, y cuánto va a gravitar, 
para bien o para mal, en la vida toda del país. Este es el 
momento en que sabemos que vamos a estar abocados a exa- 
minar nuevas formas educacionales que el país imperativa- 
mente necesita y en el que es imprescindible abocarse a una 
renovación de una seguridad social, que cada día en mayor 
medida va siéndolo tan sólo de nombre. En ese marco, en ese 
medio, cuando el mundo determina con su política general un 
retroceso para Iberoamérica, cuando a los problemas que ago- 
bian a cada país de América Latina, Uruguay suma los suyos 
propios, cuando debemos ser conscientes de que las respues- 
tas que tenemos que dar no van a ser de partidos, ni de algún 
Gobierno, porque van a surgir de mucho más que cualquiera 
de los partidos -ni que hablar de los sectores- y de mucho más 
que cualquiera de los Gobiernos, cuando somos conscientes 
de eso, ¿no cabe una apertura? ¿No cabe un diálogo? ¿No 
cabe una renovación? Para una corriente de opinión que en 
sus líneas esenciales expresa a seiscientos mil ciudadanos, en 
un total de dos millones, para el 30% del Parlamento Nacio- 
nal, ¿no cabe acceder al 11% de la Corte Electoral? ¿No 
cabe? ¿Es imposible porque en 1950 el constituyente pensó 
en otra cosa? ¿Es imposible porque en 1941 o en 1947 este 
tema no estaba en el orden del día? No creo que se deban 
relativizar aquellas opiniones que no coincidan con las nues- 
tras, por provenir de gente que está en la lucha política, ni 
que haya que restarles importancia, porque el hecho de ser 
militantes políticos y de participar en debates no quita valor, 
trascendencia ni responsabilidad a lo que se dice. Por lo tanto, 
más allá del grado de razón o sin razón que pueda tener cada 
uno sobre las interpretaciones constitucionales, más allá de la 
respetabilidad de los candidatos que van a ser propuestos por 
los partidos llamados tradicionales; entre esos candidatos hay 
alguna que otra persona que no conozco, muchas que conozco 
bien y que me merecen el más alto respeto e, inclusive, tanto 
entre los candidatos a la Corte Electoral como entre los candi- 
datos al Tribunal de Cuentas, tengo entrañables amigos. En 
esas nóminas digo, hay algún ciudadano con el cual fui com- 
pañcro en el liceo y con quien soy amigo desde entonces y 
hay algún otro con el que empezamos a trabajar juntos en 
Comités de Juventud Herreristas hace más de medio siglo y 
desde entonces somos también amigos. No es una objeción a 
las personas, no es solamente discusión constitucional y jurí- 
dica, es un hecho político, de concepción, de filosofía, de 
admisión de las transformaciones políticas. No se puede vivir 
siempre con los ojos en la espalda, no se puede sostener 
siempre que como en el 50 o en el 60 dijimos esto o hicimos 
aquello, tenemos que seguir haciéndolo. ¡Craso error! Van a 
morir ideológica y políticamente todos los que quieran hacer 
lo mismo que hicieron en esas décadas; están condenados más 
allá de toda la buena intención e inclusive el acierto con que 
entonces lo hayan hecho. 


El mundo cs otro; cambió. La política es otra; ¡cuán dife- 
rente! Me acuerdo todavía de los tiempos en que con don 
Daniel Fernández Crespo recorríamos todos los barrios de 
Montevideo y conocíamos la gente cuadra a cuadra, casi 
puerta a puerta. ¿Quién podría intentarlo hoy? Todo es dife- 
rente; diferentes y más agudos los problemas; diferente la 
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gente, distintos los partidos. ¿Por qué encerrarnos? ¿Por qué 
mirar siempre para atrás? Por qué ser absolutamente drásticos 
y afirmar: “Mientras ustedes no alcancen, aunque queden cien 
votos en dos millones por debajo de los partidos tradicionales, 
ustedes están fuera, ustedes son diferentes”. Sí, diferimos en 
planos idcológicos; en muchos aspectos tenemos concepciones 
distintas. ¿No las tienen acaso entre sí los sectores del Partido 
Nacional? ¿No las tienen acaso entre sí los sectores del Partido 
Colorado? 


Hace poco leí un estudio de un profesor alemán experto en 
temas electorales que escribió un libro en el cual dedicó todo 
un capítulo al Uruguay, porque señalaba a nuestro país como 
caso único en el mundo donde se denomina sectores a los 
partidos. De modo expreso hacía un análisis detallado, concre- 
tamente en el Partido Colorado, de la Unión Colorada y Bat- 
lista y en el Partido Nacional del Movimiento Nacional de 
Rocha, para mostrar que en cualquier país del mundo que no 
fuera Uruguay, esos serían partidos y no sectores. Entonces, 
¿por qué denominamos a nosotros federación de partidos? 
¿Que dentro del Frente Amplio, tenemos algunas diferencias, 
tenemos matices, tenemos discusiones, no pensamos todos 
igual? ¡Claro que no! ¡Por supuesto que no! ¡Enhorabuena así 
sea! Pero, ¿no sucede lo mismo dentro del Partido Colorado 
por lo menos? ¿No sucede lo mismo dentro del Partido Nacio- 
nal por lo menos? Entonces, no intentemos más ese distingo 
negativo y contraproducente. El Uruguay va a necesitar for- 
mas de acción política más comprensivas y más integradas, El 
Uruguay no puede seguir viviendo de la declaración personal, 
del chismorreo, del enfrentamiento de cada día. No puede 
más, tiene que actuar de otra mancra. Tenemos que saber 
dónde están nuestros adversarios, cuáles son nuestras caren- 
cias, cuáles nuestras necesidades. Tenemos que sumarnos to- 
dos para que la integración nos favorezca, para estimular la 
inversión privada, para que el Estado se renueve y se actuali- 
ce, para que la gente tenga oportunidad de trabajar y conjunta- 
mente esté mentalizada para hacerlo de modo más adecuado. 
¡Cuántas cosas tenemos que hacer! ¿Pueden hacerse con la 
misma eficiencia marginando a los que por ahora constituyen 
el 30% del país, pero que todos somos conscientes que están 
Hamados a ser más? 


Creo que estas son reflexiones que tenemos que imponer- 
nos, en todo momento hemos pedido la reflexión, nunca he- 
mos planteado exigencias. ¡Esto no responde a necesidades 
políticas del Frente Amplio! Este va a seguir siendo igual. Y 
estoy seguro que al Nuevo Espacio le ocurre lo mismo: vamos 
a seguir siendo lo mismo con el puesto en la Corte Electoral o 
sin él. No son el Frente Amplio ni el Nuevo Espacio los que 
van a cambiar; es el país que daría un gran paso adelante si en 
el organismo llamado a fallar en todo lo que sea pronuncia- 
miento popular, esté presente una expresión -siquicra una cn 
nueve- que traduzca el pensamiento de este 30% de la ciuda- | 
danía. 


Señor Presidente: hasta el último minuto mantendremos en 
pie, no sólo nuestra lucha y nuestro afán de convencimiento 
respetuoso pero firme, sino también nuestra esperanza. Será 
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esta vez y si no será la próxima, incluctablemente. Esta es la 
última en que la magia numérica y la interpretación estricta 
de normas que tienen medio siglo pueden dejarnos fuera. 
Pero, ¡cuidado con las consecuencias negativas de esas actitu- 
des! Lo decimos no porque tengamos en nuestro repertorio 
político actitudes de amenaza ni cosa que se le parezca, sino 
por el efecto negativo que esta política de exclusión y de 
rutína puede tener sobre la opinión pública del país. Cinco 
años atrás, manifestaba en la Asamblea General, y lo decía 
especialmente a algunos compañeros jóvenes de bancada que 
estaban un poco excitados, algo desconcertados por el hecho 
de que quedáramos fuera de la Corte Electoral, que no se 
sorprendicran ni se desconcertaran, porque después de todo, lo 
que estaba ocurriendo se encontraba en la naturaleza de las 
cosas. Para ello invoqué a uno de mis autores predilectos, uno 
de los mágicos precursores del materialismo filosófico y exi- 
mio vate a su vez, Lucrecio, el autor de “De la naturaleza de 
las cosas”. 


Hoy termino estas reflexiones planteando la inquictud de 
que en un tiempo que está signado por el fuego heraclitano, 
todo él inquietud, todo él renovación, todo él movimiento, 
justamente, los partidos tradicionales que por ahora continúan 
teniendo la máxima responsabilidad en la conducción del 
país, se inspiren en el inmovilismo y en la quietud de la 
filosofía parmenidcana. 


(¡Muy bien!) 


SEÑOR LESCANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la pa- 
labra el señor legislador Lescano. 


SEÑOR LESCANO. - Señor Presidente: quiero comenzar 
diciendo que comparto el espíritu positivo, constructivo de la 
reciente intervención del señor legislador Rodríguez Camusso 
invocando a todo el Cuerpo a una hora de serena reflexión y 
que acompaño sin ingenuidad su esperanza de que hasta en el 
minuto final las decisiones puedan ser modificadas, 


No es de mi gusto contribuir a prolongar este largo y 
fatigoso debate a altas horas de la madrugada. Pero no esta- 
mos en un seminario académico, donde repclir conceptos ya 
vertidos puede resultar de muy mal gusto y un vicio casi im- 
perdonable; estamos en el debate del máximo órgano legislati- 
vo del país, discutiendo un tema de inmensa trascendencia y 
llevando a cabo un debate que califico como histórico -y no 
creo caer en un lugar común- por lo que está en juego en esta 
sesión. La elección de un organismo de la naturaleza de la 
Corte Electoral trasciende todo el ordenamiento democrático 
del país, su credibilidad, su fortaleza, algo con lo que todos, 
sin excepción, estamos comprometidos, 


Confieso que cuando analizábamos el acuerdo político en- 
tre dos sectores de la vida nacional, las posibles alternativas 
del desarrollo de este debate, las distintas circunstancias polí- 
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ticas y los diferentes escenarios, nosotros, hombres políticos 
que como bien se señalaba hoy, comprendemos lo que son los 
acuerdos inherentes a la vida política, nos resistíamos a pensar 
como posibles algunas soluciones que en el plano teórico, en 
el rumor, en el trascendido periodístico o en conversaciones 
de carácter privado podían manejarse. Una de ellas, por ejem- 
plo, era el trasvasamiento de votos de un partido a otro con el 
objetivo de impedir -como en este caso- que un representante 
de sectores políticos que significan algo más del 30% de la 
ciudadanía nacional integrara un organismo de nueve miem- 
bros. Aun más nos resistíamos a imaginar que una mayoría 
circunstancial pudiera tomar el atajo de una forzada interpre- 
tación constitucional para lograr ese mismo objetivo, Nos re- 
sultaba difícil imaginar que los dos partidos mayoritarios 
-digo esto con preocupación y con dolor- la totalidad del Par- 
tido Nacional y del Partido Colorado, más allá de las notorias 
y visibles diferencias de fondo que tienen sobre aspectos vita- 
les de la vida nacional, estuvieran dispuestos a pagar un pre- 
cio tan alto, no sólo en cuanto a sentar peligrosísimos antece- 
dentes en los planos jurídico, político y constitucional -como 
bien ha quedado demostrado en el desarrollo del debate- sino 
a tener que afrontar ante todo a la opinión pública, al pueblo 
uruguayo, para expresarle que más de 600.000 voluntades que 
acompañaron y respaldaron un acuerdo político quedaban 
marginadas de la máxima autoridad en materia electoral en el 
país. 


Confieso, señor Presidente, que nos costaba imaginar esas 
circunstancias que, lamentablemente, hoy están siendo plan- 
teadas en el seno de este Cuerpo. ¡ 


SEÑOR BARRIOS ANZA. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR LESCANO. - El señor legislador Barios Anza 
sabe que acostumbro brindar todas las interrupciones que me 
solicitan, Recién estoy iniciando mi exposición, pero de todos 
modos se la voy a conceder. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. - Señor Presidente: quisiera 
plantear una duda. 


Recién el señor legislador Lescano repetía algunas expre- 
siones que se han vertido en Sala, referidas a que habría 
600.000 voluntades que quedarían sin representación en la 
Corte Electoral. De prosperar la tesis que sostienen el Frente 
Amplio y el Nuevo Espacio, no quedarían 600.000 ciudadanos 
sin representación en dicho organismos sino, diría, el doble o 
todos, porque en principio habría empate y, de scr así, la 
Constitución no establece la forma de resolver esta situación. 
Por consiguiente, no habría Corte Electoral, porque ese Cucr- 
po se compone de nueve miembros y a lo sumo podrían ele- 
girse siete; pero esto no es posible ya que es necesario elegir a 
los nueve. 
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Después de toda esta apasionante controversia, tengo una 
duda jurídica. De funcionar esa tesis, ¿cómo se resuelve el 
empate? Quedamos sin Corte Electoral, u otras 600.000 per- 
sonas quedan sin representación? 


Quiero plantear esta duda que hace rato me está carco- 
miendo, porque creo que las lucubraciones jurídicas que se 
están haciendo deberían orientarse a resolver ese problema, 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Puede conti- 
nuar el señor legislador Lescano. 


SEÑOR LESCANO. - Señor Presidente: asiste razón al 
señor legislador Barrios Anza. Esta situación que se ha plan- 
teado, este atajo al que hacía referencia, que crea un peligro- 
sísimo antecedente desde el punto de vista institucional -el 
cual no pasará, por cierto, a la mejor historia parlamentaria 
del país, sino todo lo contrario- está determinado por realida- 
des políticas porque, en aplicación estricta de la Constitución 
de la República, hay un empate de treinta y nueve a treinta y 
nueve, Para ello no tenemos la solución jurídica O constitu- 
cional. Entonces, sería bueno que este sea un tema de debate 
y de reflexión, porque siempre habrá posibilidades de encon- 
trar una solución a los problemas si comenzamos planteándo- 
los correctamente, y esa es la realidad política que está seña- 
lando la integración de este Cuerpo. 


Que el señor legislador Barrios Anza no tenga temor: se- 
guramente habrá Corte Electoral, porque si estamos atentos y 
sensibles a esa realidad política que, a nuestro juicio, se inten- 
ta desconocer, habrá imaginación, habrá talento, habrá gene- 
rosidad para sortear la situación y el país tendrá, totalmente 
integrada, su Corte Electoral. 


Naturalmente el tema se ha planteado desde el ángulo 
jurídico. Como es obvio, nosotros no somos hombres de dere- 
cho, pero nos hemos ilustrado con contundentes argumenta- 
ciones, muy especialmente las explicitadas en las brillantes 
intervenciones de los señores legisladores Korzeniak y Cassi- 
na. 


Con respecto a la inquietud previa, de orden, acerca de la 
constitucionalidad de la moción presentada, en mi modesta 
opinión no se han vertido argumentos que dieran una respues- 
ta certera y convincente a las preguntas del señor legislador 
Cassina. Concretamente, nadie contestó la interrogante que 
después retomara el señor legislador Borges: si la Constitu- 
ción de la República es tan clara como se aduce, ¿Cuáles son 
los motivos de una resolución interpretativa? En lo personal, 
nos resultaron absolutamente convincentes las explicaciones 
del señor legislador Cassina en cuanto a la necesidad inevita- 
ble de una ley para resolver esta cuestión. 


Con respecto al segundo aspecto, que tiene que ver con la 
interpretación del segundo inciso del artículo 324 de la Cons- 
titución, también nos parecieron contundentes las explicacio- 
nes del señor legislador Korzeniak que, a nuestro modo de 
ver, no fueron controvertidas. 
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Creo que esta noche -lo digo con todo respeto y honesti- 
dad- ellos han ganado una formidable batalla en el plano de 
los argumentos jurídicos y constitucionales. 


Entonces, vamos a entrar ahora a la naturaleza política que 
está en el centro vital, medular de este problema y que es 
nuestro empecinamiento hasta el último segundo, como decía 
el señor legislador Rodríguez Camusso, por lograr plasmar el 
sagrado derecho -diríamos nosotros- de sectores políticos que 
representamos el 30% de la voluntad popular a tener delega- 
dos en la Corte Electoral. 


Esta lucha no es nueva. En tantos antecedentes históricos 
que se han mencionado hay una constante en la larga lucha 
parlamentaria de este país, que cuarenta años atrás fue llevada 
a cabo por figuras ilustradas, por inmensas personalidades po- 
líticas e intelectuales que, sin embargo, representaban una no- 
toria minoría en la vida política nacional. 


Ya en 1943 el doctor Payssé Reyes señalaba que “se consa- 
gra un régimen arbitrario e injusto, ya que sólo se abre la 
posibilidad de tal jerarquía a los grandes partidos o núcleos 
políticos, con desmedro de los derechos y exigencias de otras 
parcialidades más pequeñas”, Más aún, el doctor Payssé Reyes 
señalaba: “La representación partidaria le es más necesaria a 
las fuerzas chicas que a las de un gran volumen. A éstas, su 
propia importancia dominante, las defiende. A los pequeños 
partidos, es más fácil avasallarlos. Todo ello se señala como 
pensamiento de futuro y como reserva a lo que hoy se acepta 
por exigencias inmediatas”. 


También podemos citar a aquel inmenso luchador político 
que fue Emilio Frugoni, quien se refiriera al peligro de la 
composición mixta de la Corte Electoral al fundar el proyecto 
que presentara en julio de 1938, en virtud del cual dicho orga- 
nismo sería compuesto por cinco miembros neutrales. Noso- 
tros agregaríamos el recuerdo del proyecto de ley constitucio- 
nal que en ese mismo año de 1938 presentaran los doctores 
Dardo Regules y Tomás Brena en la conocida tesis de la inte- 
gración de la Corte Electoral exclusivamente con miembros 
neutrales, elegidos por el sistema de representación proporcio- 
nal. Decía el doctor Frugoni estas palabras muy concisas pero 
muy expresivas: “Lo primero nos conduce a darle a la Corte 
Electoral una composición que ofrezca suficientes garantías de 
rectitud por su desvinculación de los apasionamientos partida- 
rios, y que pueda transformarse en un Comité político maneja- 
do desde afuera”. 


Por su parte, el doctor Juan Vicente Chiarino señalaba cn 
1947: “Tampoco se comprende por qué los partidos minorita- 
rios -aun cuando sumen grandes cantidades de votos- no po- 
drán estar representados allí. Se argumenta que se integra así 
para que los neutrales tengan asesoramiento de los delegados, 
¿Era necesario dar esta estructura?” Y más adelante agrega: 
“En buena hora lleguen los acuerdos. Pero que sean concreta- 
dos a la luz del día, con soluciones ecuánimes para todo el 
mundo y otorgando las situaciones que correspondan a cada 


cual. No buscamos posiciones, 
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Queremos justicia en cuanto a las soluciones nacionales. 
Son buenos los acuerdos con esas características y que no 
tengan esta fuerza avasalladora, que hace pensar en una fragi- 
lidad suma”. 


En el mismo año 1947, el doctor Dardo Regules señalaba: 
“Estos representantes partidarios que se incorporan a la Corte, 
pueden tener dos funciones: una, llevar a la Corte el pensa- 
miento vivo y real de sus partidos, y otra ser la garantía de 
que el partido tenga respeto para las decisiones de la Corte. 
Pero esta solución sólo es posible si todos los partidos tienen 
representación, No podemos aceptar que esta representación 
partidaria sea un privilegio de los grandes núcleos, con el cual 
no estamos decididos a transigir”. Y agrega luego: “Necesita- 
mos un conjunto de ciudadanos probos que, aunque hayan mi- 
litado o militen en los partidos políticos sean, para todos los 
grupos, el signo de que la probidad y el juego limpio van a 
campcar en las decisiones de la Corte”. 


En la recordada sesión de la Asamblea General del 30 y 31 
de diciembre de 1947, que hoy citaba el señor legislador Kor- 
zeniak, grupos en aquel entonces minoritarios -concretamente, 
el Partido Socialista, la Unión Cívica, el Nacionalismo Inde- 
pendiente y el Partido Comunista- presentaban un lema acci- 
dental con otro sistema de elección que, como también se 
recordaba, precisamente llevaba el nombre de representación 
de las minorías. Al margen de la cuestión del lema accidental 
o permanente -que en este caso ya está resuelto- se hacían 
entonces muchos argumentos similares a los que aquí se han 
formulado con respecto a los acuerdos entre partidos, para que 
nadie le escamotee la voluntad soberana e intransferible de ser 
ellos quienes decidan por quiénes se sienten mejor representa- 
dos cn los organismos. 


Y decía también en aquella ocasión el doctor Payssé Re- 
yes: “No hay creación de ningún partido político; sencilla y 
claramente esto es lo que va a entender el hombre de la calle, 
por encima de los pelitos en la leche de los juristas: que la 
Corte Electoral se ha integrado con cinco representantes elec- 
tos por el quórum de dos tercios de votos, en una lista presen- 
tada, en acuerdo de la Asamblea Gencral y de los dos grupos 
mayoritarios y sin ninguna intervención de los grupos minori- 
tarios a los cuales ni por la vía de simple cortesía o de buen 
ambiente político, se les hizo conocer, previamente, los nom- 
bres de los integrantes de dichas listas ni de los suplentes, ni 
se nos preguntó si había interés en indicar algún candidato, 
aunque fuera para los suplentes. Eso lo sabe el hombre de la 
calle, que los cinco miembros llamados neutrales, son hijos 
del acuerdo batilista-herrerista; pero, también, el hombre de la 
calle sabe esto otro: que sobre los delegados partidarios cuatro 
partidos políticos, el Socialista, Cívico, Nacionalista Indepen- 
diente y Comunista, se sienten mejor representados y mejor 
defendidos en la Corte con un miembro designado con los 
votos de ellos, que con los micmbros partidarios designados 
con los votos del herrerismo y del batllismo. ¿Y es ésta una 
herejía tan grande? ¿Choca principios fundamentales de cien- 
cia jurídica y de filosofía política como para que se nos pueda 
negar el derecho, a los cuatro partidos menores, de decir y 
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sentir que nosotros estaríamos mejor representados con la pre- 
sencia en la Corte, de un miembro que haya sido clecto por 
nosotros?”. 


El señor legistador Korzeniak ya citó la medular interven- 
ción del doctor Javier Barrios Amorín en esa recordada Asam- 
blea General. Quiero leer el fundamento de voto del arquitec- 
to Horacio Terra Arocena quien, refiriéndose a este mismo 
tema, decía: “No es exacto, tampoco -me interesa decir esto 
en el fundamento de mi voto- que votando un candidato co- 
mún, los partidos minoritarios abandonemos nuestros propios 
lemas o el mandato del electorado que nos ha traído a este 
sitio. Al contrario, nuestros partidos nos imponen actuar den- 
tro de la mayor eficacia en la defensa de sus derechos políti- 
cos; y yo entiendo, y nadie me podrá desmentir en esta inter- 
pretación, que es precisamente nuestra libertad la que quieren 
nuestros electores, cuando de nuestra libertad surge la mejor 
defensa de nuestros derechos. Por consiguiente, me siento per- 
fectamente fiel a ese mandato, eligiendo con entera libertad, 
en el respeto de la Constitución y de la ley, el camino de 
sumar mi voto a los votos de los otros representantes de otros 
partidos, para buscar entre todos un representante de los parti- 
dos, que no tiene por qué ser, necesariamente, el representante 
de un solo partido, sino el representante de los partidos que 
vemos en él una solución común”. 


Señor Presidente: no vamos a cansar al Cuerpo señalando 
lo que fueron en también medulares exposiciones de los repre- 
sentantes del Partido Socialista y del Partido Comunista en 
esa misma sesión de la Asamblea General. 


De modo que aquel espíritu, consustanciado con el ideal 
patriótico y con el alma democrática, de exigir la presencia de 
las minorías en organismos de la naturaleza de la Corte Elec- 
toral, tiene una larga trayectoria a través de infatigables lucha- 
dores que entonces representaban -hay que admitirlo, porque 
es el dato histórico- apenas un 4%, un 5%, o un 6% de la 
ciudadanía del país. No nos sirven las lecturas que se realizan 
fuera del contexto de la realidad política. Con todo respeto, 
decimos que no nos sirven las referencias a los silencios que 
en determinado momento se habrían producido por parte de 
los representantes de las entonces minorías que, insisto, repre- 
sentaban el 4%, el 5% o el 6% del país. Hay que hacer las 
lecturas sobre la base de las realidades y de los hechos porfia- 
dos que ellas demuestran, 


¿Y cuál es la diferencia que tenemos -aparte, por cierto, de 
los talentos y las virtudes- con aquellos hombres que hemos 
mencionado y que en tanto nos aventajaban? La diferencia de 
poder decir esta noche que no hablamos en nombre del 4%, 
5% o 6% del país, sino en el del 30% de la ciudadanía, 
¿Cómo puede argumentarse que los senadores de la minoría 
no presentaban entonces una lista de alternativa? Hoy se pre- 
senta una lista de alternativa que cuenta con el apoyo de igual 
número de representantes que uno de los grandes partidos 
históricos de este país, concretamente cl Partido Colorado. Y 
es con ese espíritu que surge el acuerdo político, no arreglado 
entre gallos y medianoche, sino extensamente informado, fir- 
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me, y yo diría solemne, firmado entre los representantes de la 
coalición Frente Amplio y los del Nuevo Espacio. 


El 10 de diciembre de 1990, después de largas negociacio- 
nes, de prolijos procedimientos y de consultas a los más altos 
niveles del liderazgo político y de la representación institu- 
cional a través de la Presidencia y Vicepresidencia de la Re- 
pública, como bicn recordaban los señores legisladores Cassi- 
na y Korzeniak, estas dos fuerzas políticas expresaban en una 
declaración firmada por treinta y nueve legisladores: “La 
Corte Electoral es el organismo de contralor de todas las 
elecciones, plebiscitos y referéndum, tanto nacionales como 
municipales, es decir, juez y garante de todos los actos en que 
el pueblo ejerce directamente la soberanía”. 


Quisiera hacer una lectura comentada de esta declaración, 
que constituye todo un documento de acuerdo y de expresión 
de voluntad política. De todas las elecciones; por cierto, las 
que tendremos en 1994, en este cuadro cambiante de la reali- 
dad política nacional, donde nadie tiene comprados sus votos 
y donde los últimos comicios han aconsejado a todos actuar 
con humildad. Plebiscitos y referéndum: situaciones que es 
muy probable que se produzcan en un futuro quizás muy 
cercano. Para quienes creemos en los mecanismos de la parti- 
cipación y de la iniciativa populares, es altamente probable - 
todos aquí así lo saben- que se pongan en juego estos instru- 
mentos de consulta popular en relación con algunos temas 
vitales de la vida del país, como es el que tiene que ver con la 
interpretación de la reforma constitucional, vinculado a ese 
impresionante y pujante movimiento de jubilados y pensionis- 
tas que se ha formado en el país, cuya organización y presen- 
cia vital tiende a hacerse cada vez más importante. También 
puede tratarse de temas de diversa naturaleza, que quizá ma- 
ñana estén referidos a estas trascendentes iniciativas que son 
objeto de debate parlamentario y que tienen que ver con la 
reforma del Estado uruguayo. En esos casos, la Corte Electo- 
ral es juez y garante de todos los actos en que el pueblo ejerce 
directamente la soberanía. 


Y continuaba la referida declaración: “En consecuencia, la 
propia estabilidad del sistema democrático requiere una Corte 
Electoral confiable para el conjunto de la ciudadanía, para 
todos los partidos y sectores políticos. Es por eso, señor Presi- 
dente, que realizábamos las lecturas anteriores. No vamos a 
cometer el agravio de decir que quienes actúen mañana no lo 
van a hacer con la transparencia y la equidad de jueces. Lo 
que reclamamos es el derecho a decidir quién nos representa 
y reforzar con ello la transparencia y la propia estabilidad del 
sistema, Y esa confiabilidad está indisolublemente unida a los 
procedimientos políticos que se utilicen para la designación 
de este órgano. Ese era el sentido de la exposición del señor 
legislador Rodríguez Camusso. En este país hambriento de 
credibilidad en todas sus instituciones, ¿quién puede dudar de 
que ésta se vería sustancialmente reforzada en el caso de que 
todos los sectores de la opinión política estuviéramos allí 
representados? 


Y proscguía la declaración: “Ni el Nuevo Espacio, ni el 
Frente Amplio han sido consultados de manera alguna en el 
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proceso de selección de los nombres neutrales de la Corte 
Electoral. Ante cello, ambas fuerzas políticas plantearon al má- 
ximo nivel de la Asamblea General su inquietud, así como la 
gravedad de que la Corte resulte elegida por apenas dos tercios 
de la Asambiea, con casi un tercio en contra, A tal efecto se 
planteó la integración de la nómina de miembros neutrales con 
una figura respaldada por igual por ambas fuerzas políticas, 
especialista en el tema y sin actividad política presente”. 


Me detengo también en este punto para realizar una refle- 
xión: fuerzas políticas que tenemos grandes coincidencias pero 
también nuestras diferencias, concluimos de manera firme y 
convencida que podríamos ponernos de acuerdo en que un 
ciudadanos nos representara por igual. El nombre de Oscar 
Bottinelli fue planteado en ese sentido. Todo el acuerdo estu- 
vo impregnado, preñado de un sentido político que excluía la 
idea de un reparto o de mantener un equilibrio -eso no se 
buscó en ningún momento- y que sólo procuraba encontrar a 
una persona que efectivamente nos representara a todos. 


Lo decimos enfáticamente, porque este tema ha sido toca- 
do en el debate de esta sesión. Realmente para ambas fuerzas 
políticas él representaba un miembro neutral en la Corte Elec- 
toral. Este ciudadano hace ya más de dos años -desde princi- 
pios de 1989- que no mantiene una actividad político-partida- 
ria, como bien saben los señores integrantes de la Asamblea 
General. Es un politólogo talentoso, una indiscutida autoridad 
en materia electoral y -yo agregaría- un vocacional de esta 
materia tan árida, tan técnica y tan escasa, seguramente, en 
gratificaciones políticas. Ese era el sentido del acuerdo que se 
intentó a través de una negociación amplia, abierta y transpa- 
rente a los niveles que hemos señalado. Pero lamentablemente 
ella fracasó, y entonces la declaración que estoy citando termi- 
naba diciendo: “Rechazada esta posibilidad, el Frente Amplio 
y el Nuevo Espacio concurrirán a la Asamblea General en 
respaldo de una misma lista de candidatos, para disputar los 
cargos de representación partidaria de la misma”. 


Esta es la realidad política de hoy. Lo que a uno se le 
ocurre escuchando las intervenciones -o por lo menos algunas 
de las que se han sucedido a lo largo de este debate- es que lo 
que sigue existiendo es un formidable bloqueo y una formida- 
ble resistencia -comprensible, pero no justificable- a admitir el 
nuevo mapa político del país. Se trata de una formidable rcsis- 
tencia a admitir, repito, lo que es un dato de la realidad: que 
definitivamente en el Uruguay ya hay cuatro grandes espacios 
políticos y que esta realidad debe reflejarse -creo yo- en la 
integración de todos los órganos. Hemos señalado en el debate 
sobre la derogación del monopolio que ejerce el Banco de 
Seguros del Estado que ha habido un retroceso en relación al 
período anterior, al producirse la ausencia en los Directorios 
de los Entes Autónomos de miembros representantes de las 
minorías. No obstante, admito, como bien señalaba el señor 
legislador Cassina, la naturaleza distinta de esos organishos 
donde se toman decisiones de naturaleza política informadas y 
animadas por las concepciones que se pueden tener sobre el 
país, sobre el desarrollo, sobre el papel del Estado, sobre la 
participación de los trabajadores, etcétera. Pero en este caso 
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estamos hablando del máximo órgano electoral y por eso pro- 
poníamos -insisto, enfáticamente- un miembro neutral que re- 
presentara realmente a ambas agrupaciones políticas para ac- 
tuar como juez y para cumplir lo que señala la Constitución. 


Sentíamos la obligación de realizar estas apreciaciones de 
naturaleza fundamentalmente política, porque en el fondo de 
la cuestión cn debate está el tema político. Culmino señalando 
Jo del principio: concuerdo con el espíritu de la intervención y 
con la propuesta que concretamente realizara el señor legisla- 
dor Rodríguez Camusso. Respctuosamente formulamos una 
fraterna invocación a la reflexión de los espíritus y de las 
voluntades políticas acerca de los daños que pueden producir- 
se, los peligrosos antecedentes que pueden sentarse y los pesa- 
dos costos políticos que, aparentemente sin fisuras, los secto- 
res del Partido Colorado y del Partido Nacional estarían dis- 
puestos a pagar, a nuestro modo de ver en forma totalmente 
equivocada. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Aguirre Ramí- 
rez) 


-Si esa reflexión tuviera eco y sensibilidad nos daríamos 
por más que satisfechos y esa larga lucha, a la que hoy nos re- 
feríamos, por la defensa de los sagrados derechos del pluralis- 
mo político, no habría sido entonces en vano. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: a esta hora es pro- 
bable que muchos colegas pensaran que el debate estaba lle- 
gando a su fin, pero debo explicar las razones por las cuales 
voy a dar mi voto a la moción presentada en la Mesa por le- 
gisladores del Partido Nacional y del Partido Colorado. Podría 
no hacerlo, podría votar en silencio, pero creo que sería una 
forma de cobardía, una forma de huir a las responsabilidades 
que los políticos todos tenemos la obligación de asumir. Po- 
dría no hacerlo porque yo no he tenido papel protagónico en 
el acuerdo político que se traduce en esa moción; he sido, sí, 
consultado en algunas oportunidades, Hasta mí no han llegado 
reclamos de las fuerzas del Frente Amplio ni del Nuevo Espa- 
cio en el sentido de formalizar ningún acuerdo para que pu- 
dieran integrar la Corte Electoral. Podría entonces apenas 
mostrar mi voto y no expresar mi opinión, más aun cuando la 
gran mayoría de este debate ha sido absorbida por magníficas 
exposiciones de juristas destacados, porque en el fondo es 
cierto que este es un problema político, y ha tomado ese cariz 
fundamentalmente a través de las recientes manifestaciones 
formuladas por los señores legisladores Rodríguez Camusso y 
Lescano. Pero, en general -y lógico es que así sca porque se 
trata de una interpretación constitucional- la exposición de los 
juristas es lo que ha suscitado la atención de los legisladores 
la mayor parte del tiempo, tratando de descubrir la forma de 
interpretar este artículo 324 de la Constitución, cuyo alcance 
es controvertido entre varios señores legisladores, 
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Mi falta de especialidad jurídica, el no pertenecer a los 
cultivadores de esa ciencia del derecho, podría también justi- 
ficar mi silencio en cuanto se trata de la interpretación de una 
ley. Pero sería faltar al deber de legislador, que como tiene la 
facultad de hacer las leyes por más lego que sea, debe esfor- 
zarse por saberlas interpretar, porque de lo contrario no está 
cumpliendo con su misión. Algunos son, como hemos señala- 
do, especialistas, a los que oímos con atención y con admira- 
ción por sus conocimientos, por la profundidad de sus concep- 
tos y, otros, buscamos el asesoramiento en amigos que culti- 
van esta ciencia. Los que no somos juristas, ceñlimos gran 
parte de nuestra actuación al sentido común, tan importante 
como el aspecto jurídico en la interpretación de normas dc 
esta índole, 


Entonces, por estas razones podría haber callado. Tampo- 
co están en juego las candidaturas de los amigos que integran 
la lista porque por pertenecer al lema mayoritario van a ser 
electos. Podría dejar que otros resolvieran el problema, pero 
sería también una forma de huir y de faltar a mis deberes de 
legislador y de integrante de un partido político. : 


Por lo tanto, en la verdad o en el error, con los defectos de 
quien no tiene especialidad en la materia, voy a expresar mi 
pensamiento como político, fundamentalmente en la interpre- 
tación que le doy a la norma jurídica que está en discusión. 


No puedo entrar al análisis de la norma sin destacar que 
entiendo que es perfectamente lógica y justa la preocupación 
que tienen los sectores políticos Frente Amplio y Partido Por 
el Gobierno del Pueblo de participar cn algo tan fundamental 
como es la integración de los órganos de justicia electoral, de 
contralor de las elecciones y de todos los actos de los que 
nace la vida democrática del país. ¡Cómo no van a estar preo- 
cupados! ¡Cómo no van a desear integrar estos cuerpos! 
¡Cómo no van a exhibir la fuerte representación popular que 
hoy tienen, que algunos miden en un 30% y otros en 600.000 
voluntades! Me lo explico perfectamente. Pero si alguien les 
está quitando algo, no somos los legisladores que vamos a 
votar esta moción, sino una Constitución que no está adecua- 
da a la realidad política de hoy. 


Esta disposición constitucional es reflejo de una historia 
que empieza en 1924, que se acentúa en el período de facto de 
la década del treinta, que persiste atenuada después de 1942 y 
que vuelve a acentuarse en la Constitución de 1952, buscando 
destacar en la vida política del país la preeminencia de las dos 
fuerzas tradicionales, entonces netamente mayoritarias en la 
ciudadanía del país. Naturalmente que nosotros, parlamenta- 
rios, no podemos violar el texto constitucional por más razón 
que pueda asistir a los legisladores que reclaman ser contem- 
plados en la aspiración que formulan. Para ello, habrá que 
reformar la Constitución de la República. Entendemos que es 
lógica y justa su preocupación y, por lo tanto, estoy dispuesto 
en la medida en que mi presencia persista en este Parlamento 
y en la vida política del país, a dar el máximo esfuerzo para 
que la justicia electoral de mi patria esté sustentada en la 
opinión de todos los sectores políticos del país o en las manos 
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de gente que merezca la confianza de todas esas fuerzas y que 
resulten electas de la conjunción de voluntades que las repre- 
senten. 


Así como en otras oportunidades he manifestado mi pro- 
pósito de participar en una reforma constitucional en otros 
aspectos, creo que éste es muy importante, Creemos en la 
exhortación que hacía en términos elocuentes -como siempre 
lo hace- el señor legislador Rodríguez Camusso a que com- 
prendamos todos, de una vez por todas, que estamos en un 
mundo vertiginosamente cambiante y que tenemos que abrir 
nuestra mentalidad, nuestras concepciones y nuestras ideas a 
los cambios que se están produciendo en el mundo de manera 
revolucionaria y profunda. Estos cambios tenemos que en- 
marcarlos, para que sean efectivos, dentro del marco o del 
cuadro del derecho, porque es la única forma de que sean 
persistentes y que aseguren la pacífica convivencia entre los 
hombres. 


De manera que si la Constitución de hoy priva a algunas 
fuerzas políticas de estar presentes en el órgano electoral, no 
es con subterfugios que puedan de alguna mancra disimular la 
rigidez del texto constitucional que vamos a arreglar el pro- 
blema, ni tampoco con un acuerdo que podría lograrse hoy y 
no mañana -un acuerdo político que puede gestarse o no se- 
gún las circunstancias que viva el país- que la vamos a solu- 
cionar. Lo vamos a lograr a través de una reforma constitu- 
cional en la que se enmarquen esos cambios para una realidad 
política que hoy es distinta a la época en que se gestaron estas 
formas constitucionales. 


En una época nos enseñaban que había Constituciones 
rígidas y flexibles; yo no creo ya en lo de las Constituciones 
rígidas. En este mundo cambiante las Constituciones no son 
rígidas. Aquellos países que dicen tenerlas es porque incorpo- 
ran sus leyes al rango constitucional o porque mediante en- 
miendas van ajustando sus Constituciones a los cambios que 
sc van produciendo. Entonces, las Constituciones impuestas 
por el cambio vertiginoso de los tiempos, van a volverse 
todas flexibles si quieren recoger el pensamiento de los pue- 
blos y si quicren ser el canal por donde se geste el progreso y 
la prosperidad. 


De manera que estoy señalando la justicia de un reclamo y 
el camino para que se haga realidad esa justicia. 


Se han hecho aquí algunas reflexiones un tanto molestas 
para algunos de nosotros -lo señaló el señor legislador Agui- 
rre Ramírez en su exposición- porque se han citado opiniones 
de personas muy queridas por nosotros, que siguen siendo 
fuente de inspiración de nuestros procedimientos políticos, Se 
las han citado como reñidas con nuestras opiniones de hoy. 
Digo y afirmo que si las formas constitucionales fueran las 
mismas y las realidades políticas también lo fueran, mis pala- 
bras de esta noche serían -no en la elocuencia, pero sí en el 
sentido- las mismas que pronunciara Barrios Amorín y las 
mismas que escribiera en su prestigioso diario y dijera en 
todas sus tribunas Juan Andrés Ramírez. 
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Se ha dicho aquí, con razón, que el carácter que hoy tiene 
esta disposición constitucional de predominio de las dos gran- 
des fuerzas políticas tradicionales del país se debe fundamen- 
talmente a la reforma constitucional de 1951. No tengo ningu- 
na atadura con esa reforma constitucional y voté contra ella 
por entender que institucionalizaba una forma de reparto polí- 
tico que terminaría por hacerle mal a la República. Y en esa 
senda estuvimos juntos con Juan Andrés Ramírez, que desde 
su diario era portavoz de la opinión del grupo político en que 
yo en aquel entonces trabajaba con Javier Barrios Amorín, que 
era la voz que recorría la calle y los caminos, reclamando el 
voto por el NO de aquella reforma constitucional. De manera 
que no tengo nada que ocultar enesta materia ni nada de que 
arrepentirme. Si las citas se han hecho con el propósito de 
molestarnos, por el contrario nos dan la oportunidad de ratifi- 
car un pensamiento que expusimos hace cuarenta años y que 
repetimos esta noche con la misma claridad. 


Necesariamente tengo que ir brevemente a la historia de la 
disposición que hoy motiva nuestra preocupación, o sea, las 
formas de integración del supremo organismo en materia de 
justicia electoral. Es sabido que en 1924 nacen las primeras 
formas con la creación de la Corte con sicte titulares y veintio- 
cho suplentes elegidos por la Asamblea General. Se votaba 
por listas, cada una de las cuales llevaría el lema del Partido. 
Ya en 1924 las listas en la Asamblea General llevaban el lema 
del Partido y no el lema que se les ocurriera poner a los 
señores legisladores en el momento de realizar la elección. La 
distribución se hacía por representación proporcional. 


Y aquí viene otra referencia a cierta falsedad o falacia en 
la argumentación que se ha hecho, con las palabras de una 
personalidad como la de Javier Barrios Amorín. Se olvida que 
en aquel momento los delegados que integraban la Corte lo 
hacían por representación proporcional, y hoy no lo hacen por 
esa representación. Como consecuencia de esa evolución polí- 
tica que hemos señalado, hoy la Constitución establece que la 
integración se hace con el lema más votado y con el lema que 
le sigue en número de votos. No hay representación proporcio- 
nal. Por lo tanto, no son aplicables las expresiones que se han 
citado esta noche de boca de tan prestigiosos legisladores que 
tan honda huella dejaron en este Parlamento, 


“En 1934 sobrevivió, de alguna forma -dice Jiménez de 
Aréchaga- el régimen de 1924, Por disposición del artículo 68 
de la Constitución se establecía que se requerirían mayorías 
especiales. Sin dos tercios de votoY -dice Jiménez de Arécha- 
ga- de miembros de cada una de las Cámaras, desde 1934 se 
volvió imposible hacer enmiendas al régimen instituido por la 
ley de 1924”. ¿Quiénes podrían obtener los dos tercios? Sólo 
los dos grandes partidos. 


Es decir que en 1924 el control lo tienen los dos grandes 
partidos y en 1934 se afirma ese control de parte de ellos. En 
1937 se modifica la ley por la llamada Ley de Lemas que, 
además de ocuparse de la adjudicación de lemas de partidos, 
modifica la integración de la Corte Electoral: tres miembros 
neutrales y cuatro miembros partidarios. 
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Hablando de los miembros neutrales y miembros partida- 
rios Jiménez de Aréchaga dice que no hay equivoco alguno en 
esta expresión y que: “tanto los miembros neutrales como los 
miembros partidarios serían elegidos por la Asamblea Gene- 
ral. Pero el régimen de elección de unos y otros es distinto: 
los miembros neutrales se elegían por medio de boletas y se 
requería para tal designación dos tercios sobre el total de 
componentes de la Asamblea General, o simplemente la ma- 
yoría absoluta de ella si estaba formada por la mayoría de los 
integrantes de cada uno de los dos sectores mayoritarios de la 
Asamblea”. Es decir -continúa Jiménez de Aréchaga- se sos- 
ticne la misma tendencia. “Esta alternativa” -agrega- “(dos 
tercios sobre el total de miembros de la Asamblea o mayoría 
absoluta si esta mayoría absoluta está formada por la mayoría 
de los integrantes de los dos grupos mayoritarios) puede pare- 
cer a ustedes muy singular, sí no se recuerda que poco antes 
del 15 de encro de 1937 se había dictado la ley de 1936 que 
reformó la Constitución de 1934”. Más adclante dice: “En 
cuanto a los cuatro miembros partidarios, ellos serían elegidos 
por cada uno de los dos mayores sectores partidarios, si éstos, 
sumados, alcanzan a la mayoría absoluta de miembros de la 
Asamblea General; y sólo en el caso contrario, es decir, cuan- 
do los dos grupos mayoritarios sumados no alcancen a la 
mayoría de la Asamblea General, estos cuatro delegados parti- 
darios se designarían por el sistema del doble voto simultáneo 
y la representación proporcional. De este otro modo, los dos 
partidos mayores, que sabían, por supuesto, que reunidos sus 
votos contarían con la mayoría de la Asamblea, se aseguraban 
para sí la designación de los cuatro miembros partidarios de la 
Corte Electoral”. De manera que por la vía de hecho o de 
derecho, los dos partidos tradicionales se aseguraron desde 
1924 hasta ahora el control de la Corte Electoral. Que esto 
esté bien o mal es otra cosa, pero es la realidad de la historia 
de la que nace el texto actual. 


Continúa diciendo Jiménez de Aréchaga: “Así estuvo inte- 
grada la Corte hasta que se produjo el golpe de Estado del 21 
de febrero de 1942, Entonces el gobierno de facto decretó la 
intervención de este organismo, y designó a una persona para 
hacerse cargo de él”. Más adelante expresa: *...el decreto-ley 
de 13 de febrero de 1943, dictado por el gobierno de facto en 
las postrimerías de su existencia, cuando ya estaban a punto 
de constituirse las Cámaras que habían resultado electas el 29 
de noviembre de 1942. Conforme al decreto-ley de 13 de 
febrero de 1943, cinco miembros deberían reunir las condicio- 
nes exigidas por el Art. 277 de la Constitución. Su elección se 
encargaba a la Asamblea General por medio de boletas, de- 
biendo reunir los candidatos dos tercios sobre el total de 
miembros de la Asamblea”. Una vez más, los dos tercios sólo 
podían lograrlo los dos grandes partidos. Y sigue: “Cuatro 
miembros serían 'delegados” de los partidos, elegidos por la 
Asamblea General según el procedimiento del doble voto si- 
multáneo y representación proporcional integral”, Este régi- 
men de representación proporcional integral era el que regía 
cuando actuaban los destacados políticos que aquí han sido 
citados y en función de eso era posible que se reclamara y se 
votara en la forma en que se hizo. Hoy no es posible porque la 
disposición constitucional es otra. 
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Continúa diciendo Justino Jiménez dc Aréchaga: “Para 
evitar las dudas que existían en cuanto a la eficacia jurídica de 
este decreto-ley, que por mi parte creo que era plena, el 24 de 
diciembre de 1947 se dicta una nueva ley que, en realidad, 
viene a consolidar, con variantes, la solución adoptada por el 
decreto-ley de 13 de febrero. Conforme a la ley de 24 de 
diciembre, habrá cuatro representantes de los partidos electos 
por la Asamblea General por el doble voto simultáneo y re- 
presentación proporcional integral, La ley agrega que durarán 
hasta que la Legislatura siguiente designe sus sustitutos, con 
lo cual resuelve aquel problema que había quedado pendiente, 
en el caso de que no pudiera designarse a los miembros de la 
Corte Electoral dentro de los treinta días de cada Legislatu- 
ra...” 


Otro punto de este texto se denomina “Problemas que sus- 
cita la ley de 1947” y dice así: “Con esta ley se instituye el 
régimen de integración de la Corte Electoral actualmente en 
vigor” -se refiere a la Constitución de 1952- “que supone la 
inserción en este Cuerpo de miembros a los cuales la ley 
llama "representantes de los partidos”, aun cuando tal denomi- 
nación legal pueda ser discutible. Yo no creo conveniente la 
integración de la Corte Electoral con representantes de los 
partidos; me inclino decididamente por la otra fórmula, es 
decir, por la de la neutralización política de la Corte. Debo 
reconocer, sin embargo, que de todas las soluciones que im- 
portan la integración del Cuerpo encargado de contralorcar la 
Pureza de los actos eleccionarios y de juzgar las clecciones 
con hombres de partido, la que se ha adoptado en nuestro país 
es de las mejores”. 


Refiriéndose a los delegados partidarios dice: “yo pienso 
que en la elección de estos representantes de los partidos no 
pueden actuar sino los lemas que antes han participado en la 
elección de los miembros de la Asamblea General”. Quiere 
decir que la moción que ha sido presentada a la Mesa recibe y 
acepta esta tesis. Si el problema se dilucidó en las elecciones, 
los lemas mayoritarios surgieron allí y hubo listas, alguien 
preguntó por qué era necesario reunir a la Asamblea Gencral 
dado que esos lemas podían reunirse entre cuatro paredes para 
designar a sus representantes. Lo que sucede es que la concep- 
ción de lemas no es la misma que la de listas. Como dice 
Jiménez de Aréchaga, cuando se habla de lemas se hace refe- 
rencia a los utilizados en la última elección, que tienen un 
carácter de permanencia superior al de las listas; éstas son 
circunstanciales y son las que se presentan aquí para la elec- 
ción de la Asamblea General. Los lemas, como lo repite cons- 
tantemente la Constitución de la República, son un sinónimo 
de los partidos políticos y así lo han reconocido algunos de los 
disertantes de esta noche, 


SEÑOR KORZENIAK,. - ¿Mc permite una interrupción? 
SEÑOR PEREYRA. - Sí, señor legistador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR KORZENITAK. - Voy a hacer dos aclaraciones 
muy breves. 
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En primer lugar, estoy totalmente de acuerdo con el señor 
legislador Pereyra en cuanto a que cuando se habla de lemas 
se hace referencia a los que han sido presentados en la última 
elección. La hoja que hemos registrado está bajo un lema que 
se presentó en las últimas elecciones y es el lema PGP. De 
manera que estimo que la resolución que descarta la posibili- 
dad de que se vote bajo ese lema en esta Asamblea es equivo- 
cada. 


En segundo término, me parece que mi querido amigo el 
señor legislador Pereyra aludió en su exposición a la lectura 
que yo realizara de las palabras del doctor Barrios Amorín, 
cuando dije que se habían utilizado sus conceptos sin tener en 
cuenta que el régimen electoral de aquella época era distinto 
al actual para la Corte Electoral. En varias oportunidades 
actaré que efectivamente esto era así; el régimen electoral en 
aquel momento era el de representación proporcional que 
ahora no está en la Constitución. Pero el sistema de la Corte 
Electoral en aquella época también utilizaba la palabra 
“lema” y se discutió especificamente sí se trataba de un lema 
accidental o permanente y además si se refería a los lemas 
que se habían presentado en la elección o si eran los que se 
planteaban en la Asamblea General para elegir los miembros 
de la Corte Electoral. El doctor Barrios Amorín -y por eso 
dije aunque sea bajo otro régimen electoral- sostuvo que 
cuando se ha querido que se vote por algo -como ha sucedido 
ahora que hay que votar los miembros partidarios- se debió a 
una razón determinada y ella era que no se quería que se 
aplicara estrictamente la representación de acuerdo al lema 
por el cual se venía a este Parlamento. 


Dc mancra que ese concepto, si bien pertenece a un con- 
texto distinto al actual, puede aplicarse ahora. ¿Estamos vo- 
tando lemas que se presentan acá o necesariamente cuando se 
habla de dos lemas mayoritarios se hace referencia a los sur- 
gidos en la última elección? 


Creo que fui claro en cuanto a que no intenté hacer una 
traspolación ilógica de las palabras del doctor Barrios Amorín 
sino que tomé de su exposición aquello que entendía era apli- 
cable a la situación actual, aun bajo un sistema electoral dis- 
tinto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: como bien se ha 
señalado esta noche, lo que defendía en esos momentos el 
doctor Javier Barrios Amorín era la conjunción con otros par- 
tidos políticos usando un lema accidental. En ese sentido, el 
profesor Justino Jiménez de Aréchaga, en un texto al que 
seguramente aquí se ha dado lectura, se encargó de puntuali- 
zar la imposibilidad de registrar tales lemas porque él sostiene 
que son los mismos de la elección nacional. 


Y ya que el señor legislador Korzeniak menciona que de 
alguna mancra se procuraba abrir las puertas para que los 
legisladores no se ciñcran a su lema para la elección, debo 
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manifestar que esta concepción me parece errónea porque el 
delegado partidario es aquél que, precisamente, va a defender 
los intereses y los problemas de su partido en la Corte Electo- 
ral. Por lo tanto, es lógico que sea elegido por el lema o por el 
nombre de su partido. 


Quizás por ello, en esta concepción también resulte expli- 
cable que se haya considerado escandaloso y juego sucio lo 
que se ha dicho por ahí en cuanto a que había algún legislador 
blanco -no de mi sector- que estaría dispuesto a votar por las 
listas del Partido Colorado. Esto se me dijo a mí en momentos 
en que se me pedía juego limpio; y los mismos que me habla- 
ron de juego limpio casi en el mismo instante le hablaban a 
legisladores blancos para que votaran por las listas de la con- 
junción Frente Amplio-Nuevo Espacio. Tal vez esto se deba a 
la inquietud con que se interpretaba la expresión. 


En cuanto a que se trata de representantes de los partidos, 
la Constitución lo establece claramente al decir: “Los cuatro 
titulares restantes, representantes de los Partidos,...”. 


SEÑOR FAU. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PEREYRA. - Con mucho gusto, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR FAU. - Señor Presidente: no he participado en el 
debate de este tema ni voy a hacerlo por razones que no voy a 
señalar, ya que no tienen ningún interés político. 


De todas maneras, debo manifestar que mi partido político 
ha estado en una negociación política en procura de encontrar 
una solución política con la que yo, como uno de sus integran- 
tes, me siento absolutamente consustanciado. Si bien no pongo 
en duda ninguna de las expresiones del señor legislador Perey- 
ra, precisamente por provenir de su persona, me veo en la 
necesidad de expresar que mi partido político en esto juega 
con la misma limpieza con que lo hace en todas sus cosas, y 
no habló absolutamente con nadie para pedirle que por vías 
oblicuas nuestra propuesta política obtuviera determinados vo- 
tos. 


Me parecía absolutamente imprescindible hacer esta preci- 
sión, porque -reítero- no pongo en duda esas manifestaciones, 
Pero con la misma firmeza también digo que no es el estilo ni 
la conducta de mi Partido buscar apoyo a sus soluciones políti- 
cas por otros medios que no sean los legítimos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Percyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: acepto la aclara- 
ción del señor legislador Fau. 


Decía que, a mi juicio, se trata de representantes de los 
partidos, tal como aquí se dice. En una interpretación pura- 
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mente literal de la expresión “representantes de los partidos”; 
¿puede habcr alguien que piense que podría haber personas 
que fueran delegados de todos los partidos, por ejemplo, un 
colorado que fuera a defender los intereses de los blancos o de 
los frenteamplistas, es decir, que fuera el enlace entre el parti- 
do y cl organismo electoral? Creo que a nadie se le habrá 
ocurrido pensar tal cosa. Entonces, al hablarse de representan- 
tes de los partidos, se hace referencia a los delegados de “el 
partido” de cada uno de ellos, y eso es lo que me mucve a 
aceptar la tesis que sostiene con eficacia alguien que sabía de 
Derecho -no yo- como lo era el profesor Jiménez de Arécha- 
ga, que es lo que está reflejado en la moción que está en poder 
de la Mesa. 


Señores legisladores: en consecuencia, no tengo ningún 
inconveniente en declarar que con toda honestidad de pensa- 
miento, voy a votar la moción presentada, porque creo que se 
basa en la correcta interpretación del texto constitucional. Po- 
dré equivocarme, pero eso es lo que a mí me impone la lectu- 
ra de la historia de estas disposiciones, en la que viene mar- 
cándose constantemente el predominio de los partidos tradi- 
cionales. Este es un hecho objetivo y real, que gustará o no, 
que estará bien o estará mal. Quizás esté mal, sobre todo hoy 
porque no reconoce la actual realidad política. Por consi- 
guiente, será necesario que en el futuro ajustemos cl texto 
constitucional a la realidad política que hoy vive el país, que 
es muy distinta a la de treinta o cuarenta años atrás. Para ese 
fin ofrezco mi colaboración decidida, porque creo que con 
ello no estamos beneficiando a ningún partido en particular, 
sino a la democracia nacional. 


SEÑORA ROBALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora legis- 
ladora. 


SEÑORA ROBALLO. - Señor Presidente: creo que es una 
inmensa imprudencia de mi parte atreverme a hablar en este 
debate, y lo digo por muchas razones. En primer término 
porque después del recibimiento que tuve en el Senado de la 
República por parte de mis antiguos y siempre queridos com- 
pañeros -quiencs podían guardarme un profundo rencor, así 
como de los del Partido Nacional, después de haber oído las 
palabras inolvidables del señor legislador Carlos Julio Perey- 
ra- yo sólo debería retribuir ese hecho inaudito. 


En segundo lugar, teniendo en cuenta que tanto de un lado 
como del otro, desde el punto de vista técnico y político han 
hablado legisladores con un brillo extraordinario -sin duda 
esta será una reunión histórica- creo que mis palabras están 
absolutamente de más. 


Y en último término, porque estoy heroicamente cansada y 
deshccha. 


Lo cierto es que me encuentro con que esta es una Asam- 
blea General histórica, que va a recordarse siempre, En el 
fondo, se trata de una pelea estrictamente técnica, y no resulta 
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tan fácil elegir una posición u otra. De todas maneras, me 
parece que las explicaciones brindadas por los señores legisla- 
dores Korzeniak y Cassina fueron contundentes. Y yo, que 
algo sé de Derecho, creo que es bastante opinable, que esta- 
mos frente a dos cuerpos diferentes, a dos lenguajes, y que 
pudo haber buena voluntad entre los neutrales para que fuera 
representada una sola de estas dos fuerzas de izquierda, que 
algo tienen en común aunque no sean del mismo espacio 
político. 


En esta ocasión me voy triste por el país; me voy triste 
porque desde que ingresé al Frente Amplio supe lo duro y 
heroico que es estar en esta coalición; lo supe desde aquellos 
primeros caminos que recorrimos con el General Sercgni, 
cuando atacaron su vida una y dos veces. Lo supe desde que 
pagamos con el perdón solitario y con una especie de bloqueo, 
como bien lo dijo un querido compañero de Democracia 
Avanzada. 


Yo digo que para los tiempos que corren hubiera sido un 
buen ejemplo de unidad nacional aceptar nuestra posición, 
tanto para América Latina como para el resto del mundo, a 
efectos de responder con este mismo espíritu a las amenazas 
de adentro y de afuera. 


Creo que ese rechazo, esa cosa dura y fría, ese cordón 
sanitario entre el Frente Amplio y las izquierdas y los viejos 
partidos que en su momento también tuvieron espacios vivos 
de izquierda con los que nos encontramos tan cómodos, no Je 
hace bien al país, 


En América Latina temo dos cosas: la convulsión enorme 
de una pobreza creciente y la existencia de un muro, del que 
nadie habla, entre los opulentos y los miserables que la explo- 
tarán de algún modo, en forma totalmente incontrolable. 


Considero que el mejor modo de hacer crecer a las izquier- 
das es este bloqueo, este cordón sanitario y este no entender- 
las. En el camino dejamos muertos; acá estará presente y 
siempre ausente Michelini. Pagamos un inmenso precio y 
queremos al país enormemente; por lo tanto, es hora de que 
tengamos un lugar. 


Temo a esa unidad latinoamericana que puede ser el fin de 
nuestra existencia como pequeño país. Quiero y temo a los 
países poderosos como Brasil y Argentina, que pueden trans- 
formarnos en un triste corredor y en ofertantes de servicios. 
Al final de mi vida política y de mi tiempo humano ¡qué feliz 
me hubiera ido hoy si sintiera a todos los uruguayos más 
unidos, mirando sólo al país y admitiendo que son tiempos 
muy difíciles. Hasta en Haití aparece un Artstide; los tiempos 
son otros aunque algunos crean que es al revés: estamos ante 
la posibilidad de una derecha inamovible para siempre en 
América Latina. 


No quiero hacer un reproche, pero debo decir que en el 
Parlamento hoy nos hemos separado un poco, tal vez por 
razones muy sinceras, muy honradas y de intereses políticos 
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muy respetables, Pero yo que estoy al fin de la vida, no me 
podría ir pensando que el Uruguay no puede dejar de contar 
en este inmenso tema, que es la justicia electoral, que tiene 
tantas acechanzas, con la presencia de un frenteamplista, y de 
otro que pudiera ser uno de nuestros compañeros de siempre 
-para mí serán de siempre- representando a las izquierdas del 
Uruguay, desde un lugar en que van a servir a todos y, ade- 
más, hacer una justicia posible. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DIAZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR DIAZ. - Señor Presidente: más que para abocar- 
me al tema de fondo, pedí la palabra para hacer una moción 
de carácter previo a la presentada en su oportunidad a la 
Mesa. 


Hemos estado escuchando con atención la suma de argu- 
mentos expuestos por ambas partes en el seno de la Asamblea 
General y debemos reconocer que las exposiciones que en 
términos generales se han hecho tuvieron como base sólidos 
fundamentos. No obstante, es muy claro que, desde el punto 
de vista formal y sustancial, la moción presentada a la Mesa 
es de dudosa constitucionalidad, Por lo menos eso ha quedado 
evidenciado a lo largo de este debate. 


Estamos tratando de integrar un Cuerpo, la Corte Electo- 
ral, que es la más alta Corte de justicia electoral, como la 
define la Constitución de la República y, por consiguiente, no 
le haríamos bien a la democracia uruguaya si no lográramos 
un amplio consenso en la materia. En la búsqueda de ese gran 
acuerdo de carácter democrático, de concordia entorno al 
tema de la Corte Electoral, no vemos otra manera que propo- 
ner, concretamente, la siguiente moción: realizar un interme- 
dio hasta cl primer martes del mes de marzo del próximo año 
para que en ese ínterin, por la vía de la reflexión y de la 
generosidad de espíritu, busquemos ese acuerdo para integrar 
una Corte Electoral de amplio consenso como -creo- está 
reclamando la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción de orden presentada por el señor 
legislador Díaz. 

(Se vota:) 

A0 en 125. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de resolución presentado por los señores legisladores Bouza, 
Santoro, Blanco, Ricaldoni, Cigliuti, Posadas y Sturla. 


(Se vota:) 


-87 en 126. Afirmativa. 
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VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. - ¡Que se rectifi- 
que la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 
-80 en 83. Afirmativa. 


Se va a tomar la votación para la designación de miembros 
de la Corte Electoral. 


SEÑOR SINGLET. - No hay quórum para proceder a la 
votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Está en consideración el punto 
que figura en primer lugar del orden del día. Aunque no haya 
votos, la Mesa tiene la obligación de ponerlo a votación. 


9) INTERMEDIO 
SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: desearía saber 
cuántos legisladores se encuentran presentes, porque si no hay 
dos tercios, la Asamblea General no puede proceder a la clec- 
ción de los miembros de la Corte Electoral, y por lo tanto pro- 
cedería pasar a votar el intermedio. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: se necesitan 
ochenta y siete votos para proceder a la elección de los miem- 
bros neutrales de la Corte Electoral, Debido a la presente cir- 
cunstancia, vamos a mocionar en el sentido de que el Cuerpo 
pase a intermedio hasta un día posterior al levantamiento par- 
lamentario, que sería el 18 de marzo, 


SEÑOR STURLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR STURLA. - Señor Presidente: sin ánimo de corre- 
gir al señor legislador Santoro, considero que sería más prácti- 
co que, al no encontrarse presentes en Sala los dos tercios de 
legisladores, se levantara la sesión, habilitando así a la Mesa 
para que, previos los contactos políticos del caso, pueda con- 
vocar a la Asamblea General -tal vez peque de optimismo- en 
un plazo más breve. Si pasamos a intermedio para la fecha que 
propone el señor legislador Santoro considero que estaríamos 
amputando la posibilidad de sesionar con anterioridad. Plantco 
esto simplemente a título de reflexión. 


27 y 28 de Diciembre de 1990 
SEÑOR RICALDONT. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: he conversado 
con algunos compañieros de bancada y se me ha planteado la 
siguiente duda. Si la Asamblea General pasa a intermedio, 
desde el punto de vista reglamentario posteriormente tendría- 
mos sólo la posibilidad de solicitar la reconsideración de una 
decisión ya tomada, que es la que acabamos de aprobar por 
amplia mayoría. 


Por otro lado, no sé si desde el punto de vista reglamenta- 
rio levantar la sesión no daría pie a reabrir, inútilmente a mi 
juicio, el debate que en el día de hoy nos ha llevado tantas 
horas. Todos los sectores políticos han elogiado el desarrollo 
de este debate, tanto desde el punto de vista jurídico como 
político, y no sé cuál sería la ventaja o el riesgo -según se 
mire- del levantamiento de la sesión. Planteo esta duda porque 
considero que es un tema importante, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: compartimos la 
duda del señor legislador Ricaldoni, pero nos inclinamos por 
sostener la moción originaria que realizáramos en el sentido 
de que el Cuerpo pase a intermedio hasta el 18 de marzo a 
efectos de poder votar. 


Estimamos que ésta es la mejor solución ya que inhabilita 
la reapertura del debate. Si levantáramos la sesión podría in- 
terpretarse que ella no tuvo efectos totales y el tema quedara 
abierto con toda amplitud a un nuevo debate sobre lo mismo 
que se discutió por largas horas en el día de hoy. 


SEÑOR SINGLET. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR SINGLET. - Señor Presidente: no hemos votado 
ese proyecto de resolución por una decisión de carácter perso- 
nal, luego de escuchar con suma atención todos los argumen- 
tos que se han planteado. Lo hemos hecho en función de que 
no existe una decisión de bancada de nuestro sector político. 
Pero ante la situación planteada, preguntamos a la Mesa si las 
ausencias que se registran pueden alterar el resultado de la 
votación. Si fuera así, solicitaríamos un breve intermedio para 
poder conversar con nuestros compañeros de la bancada del 
Movimiento Nacional de Rocha. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo al quórum existente 
que es de ochenta y un legisladores presentes, los votos nega- 
tivos no alteran la situación. La posibilidad de que haya tres 
votos más a favor de la moción no permite alcanzar el quórum 
de ochenta y siete, es decir, los dos tercios requeridos por la 
Constitución. Por lo tanto, no existe posibilidad alguna de 
proceder a la designación de los integrantes de la Corte Elecc- 
toral. 


SEÑOR CANTON. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR CANTON, - Señor Presidente: deseo proponcr un 
pequeño ajuste en cuanto a la fecha propuesta por el señor 
legislador Santoro. Su moción consiste en que la Asamblea 
General pase a intermedio hasta el día 18 de marzo. Con el 
calendario del próximo año a la vista, advierto que ese día es 
lunes y por lo tanto no resulta apropiado para reunirse, sobre 
todo para los legisladores del interior. Si el señor legislador 
Santoro no tuviera inconveniente, propondría que se pasara a 
intermedio hasta el miércoles 20 de marzo. 


SEÑOR SANTORO. - No tengo inconveniente. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo aceptado el señor le- 
gislador proponente el cambio de fecha sugerido por el señor 
legislador Cantón, se va a votar si la Asamblea General pasa a 
intermedio hasta el 20 de marzo de 1991. 

(Se vota:) 


-80 en 80. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Asamblea General pasa a intermedio hasta el 20 de 
marzo de 1991. 


(Es la hora 4 y 53 del día 28) 
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